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El giro de un cheque siempre se ha visto involucrado en varios estudios que develan la 
importancia de éste título valor en los aspectos no solo mercantiles, sino también civiles, 
laborales etc., siendo su importancia hasta tal grado que lo han convertido en una figura de tipo 
penal, cuando el girador ha emitido el documento cartular contra una cuenta que por haber sido 
sancionado el titular de la misma por cualesquiera de las causas determinadas en la Ley de 
Cheque,  se encuentra cerrada. 
 
Sin embargo es preciso hacer notar que la ley prevé no solo acciones de carácter penal cuando 
se ha girado un cheque contra una cuenta cerrada, sino también acciones civiles que a pesar de 
su importancia han pasado desapercibidas para muchos profesionales del derecho. Acciones que 
no están dirigidas a lograr una sanción de carácter personal, sino más bien de aspecto 
patrimonial, por cuanto lo que se persigue con estas es el reconocimiento del derecho 
patrimonial vulnerado. 
PALABRAS CLAVES. 
CHEQUE PROTESTADO  











The Civil Actions Arising from Closed Account by Check Protested in Ecuadorian legislation. 
ABSTRACT 
Drawing a check has always been a ground to discuss relevance of the value title in mercantile, 
civil and labor fields. Check is so relevant that been turned into penal figure, when the drawer 
has issued a document against an account that for any causes determined in the check law, 
has been closed.  
However, it should be noticed that the law provides not only penal actions when a check has 
been drown against a closed account, but also civil actions, that in spite of its relevance have 
not been noticed by many professionals. Such actions are not intended to get a personal 
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 El cheque como materia de estudio en la Legislación Ecuatoriana, reviste 
suma importancia, en tanto y por cuanto es un documento cambiario ampliamente 
utilizado en transacciones de carácter económico monetario, que genera derechos y 
obligaciones entre las partes intervinientes en la relación jurídica, sin importar si la 
declaración de voluntad procede de un contrato real, solemne o consensual, por cuanto 
basta con el solo consentimiento, en primer lugar del girador que emite el documento 
cartular como medio de pago por un determinado bien o servicio recibido, aunque 
también puede proceder de un préstamo en efectivo que recibe el deudor; en segundo 
lugar interviene el tenedor o beneficiario que recibe este título valor en pago por lo 
prestado, es de éste giro que nace el Derecho personal o de crédito a favor del segundo, 
reclamado en contra de quien emitió la cambial.  
Esta relación jurídica que establece derechos y obligaciones en materia civil, de 
conformidad con el tema propuesto, al momento en que el documento cambiario ha sido 
protestado por estar cerrada la cuenta corriente que acreditaba al legítimo tenedor para 
cobrar su acreencia, da lugar para poner en ejercicio al aparato estatal, por medio de los 
administradores de justicia a fin de pedir la restitución de la cosa, la reparación del daño 
causado y la indemnización de daños y perjuicios. 
Esta caracterización de los derechos emanada de la Ley, se pueden ejercer de 
conformidad con el tema propuesto por medio de la Acción verbal Sumaria, La Acción 
de Enriquecimiento Injusto y La Acción por daño Moral, las mismas que serán 
debidamente detalladas en la prosecución de la presente Tesis. 
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 CAPÍTULO I.  EL PROBLEMA 
1.1 Planteamiento del Problema 
El desconocimiento generalizado en casi todas las esferas sociales sobre cuáles son las acciones 
que tiene el legítimo tenedor de un cheque, cuando este ha sido girado en cuenta cerrada, hace 
necesaria la exposición de este tema sobre la mesa jurídica, bajo el aspecto investigativo y 
correspondiente propuesta, sobre este importante problema jurídico comercial. 
 
Es menester aclarar que siempre que nos encontramos con este problema, la primera opción que 
planteamos y  se nos  plantea, reviste una característica netamente penal, bajo el tipo de Estafa, sin 
lugar a dudas que cuando se nos ha girado este título valor contra una Cuenta Cerrada, de acuerdo a 
nuestra legislación, se le tipifica como un delito de estafa, sin tomar en cuenta de parte de los 
profesionales del derecho, que existen otras acciones encaminadas a obtener no una sanción 
personal al transgresor de la norma, sino al reconocimiento del bien patrimonial vulnerado. 
 
Otro aspecto que debe ser analizado al momento de buscar la mejor solución ante este problema 
radica en que se deben determinar exactamente las fechas en las cuales se ha girado el cheque, esto 
es, si la cuenta estaba cerrada al momento del giro o éste sobrevino después de la entrega del 
documento cartular.  
 
Ésta problemática jurídica que no se ha visto mayormente afectada  por los avances tecnológicos, 
hace necesario que se establezcan y se analicen las acciones que asisten al legítimo tenedor del 
título para recuperar el patrimonio afectado, y son aquellas que se analizarán con más detalle en el 
desarrollo de la presente tesis. 
 
1.2 Ubicación del problema en un contexto socio – cultural 
El Cheque en tanto a su utilidad no solo comercial sino también de diversas índoles de carácter 
económico ha tenido y tiene una amplia difusión en el mundo de los negocios, aún entre personas 
que no tienen ningún conocimiento técnico o científico. 
 
La importancia del problema propuesto es que una vez identificado el mismo, afecta de una manera 
clara y directa a una buena parte de la sociedad, por cuanto el cheque sigue siendo considerado una 
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forma directa de pago, por cuanto está catalogado como dinero en efectivo, pagadero a simple 
vista. 
 
Tampoco se debe olvidar, que todo lo que afecte a los individuos de un estado afecta a la sociedad 
misma, la que está en la obligación a través de los órganos correspondientes y de la ley no solo a 
velar por la seguridad de los mismos, sino también a que en el evento de que se produzca tal 
afectación debe buscar la solución más acorde, directa y eficaz con la mínima utilización de 
recursos. 
 
1.3 Delimitación del problema 
El problema está delimitado estrictamente a las acciones civiles que asisten al legítimo tenedor del 
cheque, cuando el mismo se la ha girado contra una cuenta cerrada, acciones que están dirigidas a 
recuperar el patrimonio afectado por el acto ilegítimo e injusto que ha vulnerado al mismo. 
En toda la investigación realizada, al momento de realizar las encuestas a varios profesionales del 
derecho y a personas escogidas al azar en la población, se ha llegado a determinar que existe poco 
o ningún conocimiento de cuáles son las acciones de carácter civil a las que puede acogerse el 
perjudicado, cuando se le girado el documento cartular estando la cuenta cerrada, por haber sido 
sancionado el titular de la misma, ya que aproximadamente el 90% de los encuestados tratándose 
de abogados en el libre ejercicio profesional solo hablaron de estafa, más no de la posibilidad de 
seguir una acción por la vía civil, lo que genera mucho malestar y preocupación en mi calidad de 
investigador. 
 
Por estas consideraciones sin duda alguna existe una verdadera problemática jurídico social que 
debe ser resuelta o por lo menos debatida a fin de encontrar una pronta solución, que no sería otra 
que considerar realizar una reforma legal en donde se determinen con más claridad todas y cada 
una de las acciones civiles que asisten al legítimo tenedor de éste título valor. 
 
1.3.1 Universo geográfico espacial 
Se realizó el estudio, dentro de la Provincia de Pichincha, estrictamente en el Cantón Quito; 
circunscripción territorial donde determinaré a los afectados por esta vulneración al derecho 
patrimonial de las personas afectadas, no obstante es necesario recordar que al delimitar esta 
población se lo hace con el criterio salvado que esta afectación se da en todo el territorio nacional, 
e internacionalmente. 
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1.3.2 Universo histórico temporal 
La importancia del cheque básicamente radica en que simplifica en gran medida cualquier 
transacción de carácter económico, con poca o ninguna preparación técnica de quien gira el cheque, 
a diferencia de las transacciones electrónicas que siempre revisten cierto riesgo, y mayor 
preparación técnica,  sin importar si se está realizando un acto estrictamente de comercio o no, sin 
embargo que el Código de Comercio y la Ley de Cheques consideran que este es un acto 
estrictamente comercial, es necesario definir otras características de este título valor, mediante el 
cual se realizan tantas transacciones de carácter económico  e inclusive de índole personal. (Código 
de Comercio Ecuatoriano, 2010). 
 
El problema propuesto, plenamente vigente en nuestra sociedad, demuestra que sin importar los 
avances tecnológicos, se presentan innumerables casos en las cortes del Cantón Quito, 
especialmente en los juzgados de Garantías Penales y Fiscalías propuestos por quienes se han visto 
o se ven involucrados en ésta afectación al patrimonio, sin tener en la gran mayoría de los casos la 
más mínima expectativa de recuperar los valores perdidos, por cuanto sin importar si existe una 
sanción personal, como es una pena privativa de libertad, no obtiene lo que más les interesa, que es 
obviamente el dinero que les permita gozar de una tranquilidad espiritual y personal, lo que se 
podría conseguir con las correspondientes acciones civiles a las que me refiero en el presente 
trabajo de grado. 
 
1.3.3 Formulación del problema 
La insuficiencia de normas legales aplicables en la Ley de Cheques, que permitan al tenedor de un 
cheque proponer  Acciones Civiles contra él librador, cuando se le ha girado un cheque en cuenta 
cerrada, crean inseguridad jurídica al momento de buscar la reparación del daño causado. 
 
1.3.4 Evaluación del problema 
La inseguridad jurídica se presenta cuando no existe norma suficiente y clara que permita a un 
individuo que se ha visto afectado de cualquier forma por un acto u omisión que le cause daño en 
su persona o sus bienes, a través de la cual sepa cuál es el mejor camino a seguir, obviamente 




En el tema propuesto, nuestra legislación recoge en su normativa, realizando un profundo estudio 
desconocido por muchos, que existen  otras acciones que se pueden seguir en contra del librador de 
un cheque en cuenta cerrada, las mismas que  pesar de no estar plenamente diferenciadas y 
determinadas  existen en la ley. 
 
Estas acciones son como tal, netamente diferentes a la planteada en líneas anteriores, es decir, la 
acción penal,  y serán materia de mi investigación y correspondiente propuesta de normativa 
adecuada, mediante la cual se pueda acudir directamente sin necesidad de regirse por leyes 
supletorias a las determinadas en la Ley de Cheques, tales como el Código Civil y Código de 
Procedimiento Civil, en donde se encuentran plasmadas estas acciones de carácter netamente civil 
y que buscan, no sancionar a la persona misma del girador de este título valor, que actualmente, de 
acuerdo  a no pocos tratadistas y abogados en libre ejercicio de la profesión se debe mirar no como 
un documento, sino como dinero en efectivo para los fines legales que este concepto encierra en su 
misma naturaleza. 
 
En estas regulaciones deben determinarse claramente los términos, plazos y tiempos como 
requisitos indispensables para ejercer el derecho consagrado en la ley para seguir las acciones 
civiles, y que dejarían totalmente de lado a la acción penal por estafa debido a la improcedencia de 
la misma, las cuales serán recogidas en las líneas siguientes y a lo largo de toda la tesis.  
 
Por estas consideraciones me permito proponer el tema constante es este Proyecto de Plan para la 
Elaboración de Tesis para Abogado, a fin de que por medio del mismo se logre determinar las 
posibilidades jurídicas que asisten al legítimo tenedor de este título valor en el campo civil, a fin de 
obtener el reconocimiento del importe del cheque, que vendría a constituirse como patrimonial,  los 
daños y perjuicios ocasionados por el librador de éste cheque, y los daños morales o 
extrapatrimoniales que se derivan de la conducta injusta del girador de este título valor, sin 
necesidad de pasar por la peligrosa vía penal, tanto para una como para la otra parte que intervienen 
en esta relación jurídica comercial. 
 
1.4 Objetivos 
1.4.1 Objetivo General 
Proponer una reforma legal a la Ley de Cheques,  con la finalidad  que se determinen  las acciones 
civiles que asisten al tenedor de un cheque cuando ha sido girado en cuenta cerrada. 
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1.4.2 Objetivos Específicos 
 Analizar la naturaleza Jurídica del Cheque girado en cuenta cerrada. 
 Identificar las causas por las cuales el girado procede al cierre de la cuenta del girador. 
 Analizar las características jurídicas del cheque protestado por cuenta cerrada. 
 Señalar si existe normativa legal, a fin de proceder con Acciones Civiles para ejercitar el 
cobro de un cheque protestado por cuenta cerrada. 
 Determinar  el trámite correspondiente de las acciones civiles procedentes a fin de obtener 
el reconocimiento del patrimonio del tenedor perjudicado, cuando se le ha entregado un 
cheque en cuenta cerrada. 
 Identificar las características propias de cada una de las acciones civiles que asisten al 
tenedor de un cheque girado en cuenta cerrada. 




La importancia del tema propuesto, radica principalmente en la necesidad de realizar un estudio 
actual, profundo y pormenorizado de las acciones civiles que proceden frente a este título valor, 
cuando ha sido girado en cuenta cerrada, ya que  desde su creación ha tenido innumerables ventajas 
al momento de realizar no solo transacciones comerciales, sino cualquier otra transacción que tenga 
que verificarse con un pago o reconocimiento en dinero, por cuanto este da una mayor seguridad al 
momento del acto de comercio, cualquiera que fuere su naturaleza,  por cuanto no es necesario 
llevar dinero en efectivo  con los respectivos riesgos que esto conlleva. 
 
Por medio del estudio de este título valor, su importancia, características, efectos comerciales y 
jurídicos, y acciones legales prevista en las normas jurídicas, llegaremos a determinar cuál es el 
camino más rápido, seguro y legal al momento de hacer respetar, para cualesquiera de las partes 
intervinientes en esta relación jurídica los derechos que son representados por el documento 
mismo, que es la base SINE QUA NON, para establecer dicha relación,  ya que el derecho  nace 
del documento, y no el documento del derecho. 
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Por medio de este estudio, intentaremos dar un mejor criterio, a fin de resolver los problemas 
jurídicos que nos encontramos día a día, ya que es común darnos cuenta la mala fe de varias 
personas que miran a este título valor como una forma fácil para engañar a quienes confiados en la 
buena voluntad de la contraparte reciben el título a cambio de un determinado bien o servicio, nos 
damos cuenta de las formas más comunes de engaño, tales como girar cheques en cuenta cerrada, 
sin provisión de fondos, o en algunos casos, en forma premeditada con firmas que no corresponden 
al titular de la cuenta corriente bajo la cual opera el librado a fin de cumplir con el mandato 
realizado por el librador a favor del tenedor. 
 
el tema propuesto reviste un aspecto sumamente actual, por cuanto nuestra legislación vigente, 
especialmente la Ley de Cheques, no contempla ninguna acción civil expresamente señalada; 
únicamente se hace brevemente referencia a estas  en el inciso segundo del artículo 57 de este 
cuerpo legal sin entrar en mayores detalle de estas acciones legalmente procedentes,  a fin de que 
por medio de estas se proceda a obtener el resarcimiento del perjuicio ocasionado al patrimonio del 
legítimo tenedor de un cheque que se ha visto perjudicado por el girado al momento de entregarle 
este con conocimiento  o sin él que  el contrato de Cuenta Correntista que mantenía con una 
Institución Bancaria habilitada para tal actividad, se ha dado por terminado por cualesquiera de las 
causas establecidas  en la ley y que serán analizadas a profundidad una vez se desarrolle el tema 
propuesto, ya que en la actualidad la Acción plenamente señalada por la normativa legal, es la 
Acción penal fijada en el tipo de Estafa, en donde lleva aparejada una pena, sin embargo se debe 
reconocer que en ocasiones una persona no quiere verse involucrado en una acción penal en calidad 
de denunciante, siendo preferible para ella una acción civil, encaminada solo a recuperar su bien 
patrimonial afectado. 
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 CAPITULO II. MARCO TEÓRICO 
Conceptos de protesto 
El protesto de un cheque es el acto que ejecuta el girado,  cuya finalidad es facultar para que el 
legítimo tenedor de este título valor ejerza ante la función jurisdiccional la respectiva acción para 
ejecutar su cobro, por cuanto se ha determinado de una manera clara y formal el no pago de este 
instrumento bancario. 
 
El Doctor Zabala Baquerizo, citado en la obra del Doctor Alejandro Lazo Mora considera: 
 
 “…  Se conoce como protesto al acto privativo del librado (banco), insolemne, por el cual 
se declara en forma auténtica que al tiempo de la presentación del cheque no existían total o 
parcialmente los fondos para cancelar la cantidad que aparece en el documento protestado. 
Por tanto, el protesto es una simple manifestación de conocimiento por la cual el librado 
informa que no paga el cheque porque el librador no lo ha provisto de fondos suficientes y 
disponibles. El protesto, en caso alguno, es una manifestación de voluntad del librado; es 
solo una manifestación de conocimiento”  (2014, pág. 291). 
 
En otras palabras, el protesto es el acto de prueba acerca de la negativa del pago por parte del 
girado, es decir, es el medio por el cual se acredita en forma auténtica que el título valor no ha sido 
pagado. 
 
El Diccionario Jurídico de Cabanellas, nos acerca al concepto de protesto, al considerar lo 
siguiente:  
 
“En el Derecho Mercantil, requerimiento notarial que se hace para justificar que no se ha 
querido aceptar o pagar una letra de cambio para reservar así los derechos del tenedor, 
contra el librador, endosantes, avalistas e intervinientes. El documento o instrumento que 
acredita este acto. Testimonio escrito que libra el notario de tal protesto o requerimiento”. 
(2010). 
 
El Doctor José García Falconi, (1982) con acertado criterio define al protesto de la siguiente 
manera: “El protesto del cheque, es la consecuencia del NO Pago del mismo. Podríamos definir de 
la siguiente manera. Es un acto, por el cual, el Banco Girado deja testimonio del NO Pago del 
cheque”  (1982). 
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En este sentido, es necesario llegar a establecer las implicaciones jurídicas que están aparejadas al 
protesto, siguiendo los criterios emitidos en líneas anteriores; así tenemos: 
 
 Que el cheque es válido jurídicamente como cheque.- es importante llegar a establecer que 
únicamente se puede protestar un cheque, cuando este es considerado como tal desde el 
contexto jurídico comercial, es decir, ha cumplido con los requisitos de fondo y forma para 
convertirse en un título valor, siendo así los requisitos llamados de fondo tenemos como 
acertadamente lo manifiesta el señor Doctor William López Arévalo en lo siguiente: 
 
“Denominados también requisitos intrínsecos. Constituyen los requisitos de existencia y 
validez del acto. Son los indispensables para que el acto o contrato nazca a la vida jurídica 
y garantizan su eficacia jurídica, pero su omisión lo vicia y permite invalidarlo, es decir son 
los requisitos de fondo, de esencia. 
Estos requisitos para la validez de la declaración de voluntad, son los comunes a todo acto 
jurídico: capacidad, consentimiento, objeto lícito y causa lícita”  (2011, pág. 353). 
 
Los requisitos de forma o formales, conocidos también como extrínsecos, es decir, las 
formalidades exigidas por la ley para que el cheque sea válido, son todos aquellos 
establecidos en el artículo 1 de la Ley de Cheques a los cuales me referiré brevemente con 
un pequeño comentario de cada uno de ellos: 
 
1. La denominación de cheque, inserta en el texto mismo del documento y expresada 
en el idioma empleado para su redacción; 
Constituye un específico elemento identificador que permite a este título valor identificarlo 
de los demás documentos cambiarios, por medio de este las partes intervinientes se 
inteligencian de los derechos y obligaciones emanados de éste. 
 
2.  El mandato puro y simple de pagar una suma determinada de dinero; 
La esencia del cheque es que no está sujeto a ningún plazo o condición, la orden de pago 
siempre será incondicional, pura y simple y naturalmente consiste en dinero en efectivo. 
Respecto a este requisito de forma es importante puntualizar que esta suma de dinero que 
se hace constar en números y letras  no siempre guarda una absoluta conformidad entre la 
una y la otra; en este caso el girado debe pagar la suma determinada en letras antes que la 
de los números cuando exista disconformidad entre ellas, y si existiera varias sumas en 
letras y varias sumas en números, valdrá por la suma menor. 
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3. El nombre de quien debe pagar, o girado; 
El girado se constituye en la Institución del Sistema Financiero facultada para realizar el 
contrato de cuenta correntista con el girador, es decir, el banco. 
Es el girado quien está en la obligación de una vez presentado el cheque para su cobro, 
pagarlo o protestarlo, exigencia fundamentada en la seguridad jurídica y cambiaria del 
cheque, por cuanto, este es un instrumento de pago, que se asemeja al dinero en efectivo 
 
4. La indicación del lugar del pago; 
La Ley de cheques si bien no lo consiente de forma expresa, indirectamente consiente que 
no es un requisito esencial para la validez del cheque, al enunciar lo siguiente:  
 
“Art. 2.-A falta de indicación especial, el lugar designado al lado del nombre del girado se 
reputará ser el lugar del pago. Cuando estén designados varios lugares al lado del nombre 
del girado, el cheque será pagadero en el primer lugar mencionado” 
 
Con lo manifestado la Ley nos indica claramente que este requisito puede suplirse de 
acuerdo a las reglas señaladas. 
 
5. La indicación de la fecha y del lugar de la emisión del cheque; y, 
 
Como se anotó en líneas anteriores, el lugar de emisión del cheque es más bien de 
importancia relativa, ya que si analizamos este aspecto nos encontramos ante lo siguiente.- 
que el cheque puede ser girado en una parte de nuestro país por asuntos comerciales, pero 
presentado al cobro en otro lugar del Ecuador, por lo que no podríamos hablar de 
competencia territorial para entablar cualquier acción civil, por ende el lugar de emisión no 
siempre coincide con el del domicilio del demandado para efectos de la acción cambiaria o 
extra cambiaria, como lo analizaré más adelante. 
 
El aspecto que si reviste importancia es la fecha de emisión del cheque, ya que por medio 
de esta podemos establecer la caducidad o prescripción de la cambiaria, por cuanto la ley 
ha establecido plazos para su presentación así como para el pago, y para ejercitar las 
acciones a las que se crea asistido el tenedor del cheque. Además podemos llegar a 






6. La firma de quien expide el cheque o girador. 
Este se constituye en una formalidad esencial para la validez del cheque, por cuanto el 
girador que es el creador del documento se obliga por medio de su firma, y si no hay firma, 
significa que no hay girador y menos aún existe el cheque. 
 
Una vez que el cheque ha cumplido con estos requisitos exigidos y determinados por la ley, 
adquiere totalmente la característica de “Cheque”, exigible ante la función jurisdiccional en 
caso de falta de pago del mismo cuando ha sido girado contra una cuenta cerrada, mediante 
la correspondiente  acción civil, las mismas que serán abordadas más adelante. 
 
 Que el cheque ha sido presentado al girado cuando era exigible.- de igual forma, para que 
proceda a realizarse el protesto es necesario que el cheque  haya sido presentado dentro del 
plazo legal establecido en el artículo 25 de la Ley de cheques, esto es veinte días los 
cheques girados y pagaderos en el Ecuador y noventa días los cheques girados en el 
exterior y pagaderos en el Ecuador, contados en ambos casos a partir de la fecha de 
emisión. 
 
 Que a la fecha de exigibilidad, la cuenta estaba cerrada o cancelada.- es de este aspecto 
previo al protesto del cheque de donde nacen propiamente las acciones civiles que serán 
analizadas en el capítulo respectivo, por cuanto presentado el cheque dentro del plazo legal 
y siendo dentro del mismo, protestado el título valor nos estaría facultando el girador para 
demandar en juicio civil a fin de obtener el importe total del cheque más los daños y 
perjuicios que se hubieren provocado, además de los respectivos intereses calculados en 
base a la tabla publicada anualmente por el Banco Central del Ecuador. 
 
 Que se torna exigible en la vía judicial.- En efecto la constancia de la falta de pago puesta 
por el girado en el reverso del cheque es el requisito ineludible, para el ejercicio de la 
acción jurisdiccional que tiene el legítimo tenedor impago. 
 
2.1.1 Requisitos del Protesto 
Las formalidades exigidas por nuestra legislación para que el protesto tenga pleno valor legal y 
faculte al tenedor de esta cambiaria ejercer las acciones determinadas en la ley, son las siguientes: 
 
a) La nota o certificación del protesto debe hacerse constar en el reverso del documento en 
forma clara y legible; 
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b) El protesto debe hacerse constar el tiempo de la negativa de pago, esto es, el día y hora en 
la que se lo realiza, este requisito sirve de base para establecer  la procedencia de la acción 
de cobro y si ha operado la prescripción; 
c)  Debe contener la firma del Girado; a fin de establecer de una manera objetiva la 
certificación de que efectivamente se ha producido el protesto de este título valor; y, 
d) Debe señalarse la causa de la negativa de pago. 
 
Como se demuestra con lo anotado, nuestro ordenamiento jurídico recoge de una manera clara y 
concreta los requisitos que deben considerarse al momento de realizar el protesto de un cheque, por 
cuanto, este es el requisito SINE QUA NON, que debe preceder a cualesquiera de las acciones 
civiles que serán detalladas más adelante, a los que me referiré brevemente, para obtener una 
noción precisa de la importancia de cada uno de ellos: 
 
 La nota o certificación del protesto debe constar en el reverso del cheque en forma clara y 
legible: es lógico determinar que mediante esta formalidad se logrará establecer 
diáfanamente la negativa de pago que hace el girado, cuando es imposible cubrir el importe 
del cheque, específicamente en el caso que nos ocupa se da cuando la cuenta corriente que 
mantenía el girador con el girado ha dejado de existir por haber sido cancelada,  por 
cualesquiera de las razones establecidas en la Ley de Cheques y su respectivo reglamento. 
Al considerar los aspectos de clara y legible, nos llega al entendimiento que esta nota de 
protesto debe ser totalmente comprensible y explícita, de tal suerte que la sola lectura de la 
misma nos lleve al convencimiento de que la falta de pago se ha realizado por cuanto la 
cuenta no estaba vigente al momento de la presentación al cobro de este título valor, por 
estar cerrada o cancelada. 
 
 El protesto debe hacerse constar al tiempo de la negativa de pago: al referirnos a esta 
formalidad, es necesario hacer notar que todas las obligaciones prescriben con el transcurso 
del tiempo, y no puede ser diferente con las obligaciones emanadas del cheque, por tal 
motivo el girado debe hacer notar claramente la fecha en la que el título valor se presentó 
en ventanilla para su cobro y no fue pagado, esto faculta al legítimo tenedor a exigir el 
reconocimiento del derecho vulnerado ante el órgano jurisdiccional correspondiente. 
En este momento es necesario fijar dos posibilidades que serán debidamente consideradas 
por el juzgador a fin de legitimar la procedencia de la acción civil que se derive por la falta 
de pago y que están consagradas en la ley que regula la materia, estos a mi entender son los 
siguientes: 
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Que el cheque se haya presentado para su cobro fuera del plazo legal establecido en 
el Artículo 25 de la Ley de Cheques, en donde además se debe establecer si la 
cuenta estaba cerrada al momento en que se giró el documento, a fin de establecer 
la acción civil correspondiente, de las cuales se detallarán más adelante. 
 
El otro momento que debe determinarse y que deriva de la fecha establecida en el 
protesto del cheque, sirve para calcular el tiempo que ha transcurrido desde su 
presentación al cobro  con el momento en que se intenta la acción judicial para 
efectos de establecer si ha prescito o no la dicha acción, de allí su importancia, ya 
que como lo mencioné anteriormente toda acción es susceptible de prescribir con 
los requisitos y condiciones legales y procedimentales consagradas en la ley.  
(Lazo Mora, 2014, págs. 291-294). 
 
 Debe contener la firma del Girado: esta formalidad permite conocer objetivamente que el 
cheque ha sido presentado para su cobro ante la Institución del Sistema Financiero 
habilitada para esta transacción comercial, entidad responsable ante el girador, la misma 
que no ha pagado el cheque  por estar cerrada la cuenta o haber sido cancelada la misma, es 
decir, legítima la acción del tenedor del cheque al momento de intentar la acción judicial 
correspondiente.  (Ley de Cheques, 2002) 
 
 Debe señalarse la causa de la negativa de pago: la constancia de la causa o razón esgrimida 
por el girado, y mediante la cual ha levantado el protesto del cheque, permite establecer 
exactamente la acción que debe seguir el legítimo tenedor del cheque, por cuanto existen 
varias razones por las cuales se puede protestar un cheque, entre estas por falta  o 
insuficiencia de fondos, firmas inconformes, etc., en donde procederían acciones de 
diferente trámite, en el caso que nos ocupa el girado debe hacer constar que el cheque no 
ha sido pagado por estar cerrada o cancelada la cuenta corriente que se mantenía en virtud 
de un contrato celebrado entre el girador y el girado. 
 
 Que se notifique con el protesto: La Ley de Cheques en su artículo 43, manifiesta:  
 
“El portador o tenedor dará aviso de la falta de pago a su endosante y al girador, dentro de 
los cuatro días hábiles siguientes a la fecha del protesto. Dentro de los dos días hábiles 
siguientes a la fecha en que el endosante haya recibido el aviso, deberá comunicarlo a su 
vez al endosante anterior indicándole los nombres y direcciones de aquellos que hubieren 
dado los avisos precedentes, y así sucesivamente hasta llegar al girador. Los plazos 
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anteriormente mencionados correrán desde el momento en que se recibe el aviso 
precedente”. 
 
Este se considera como requisito indispensable a fin de entablar las acciones correspondientes 
derivadas  protesto por cuenta cerrada, notificando al girador u endosantes, dándole aviso de la 
falta de pago del cheque, requisito que está en consideración que previo a iniciar un largo 
juicio, se pueda llegar a un arreglo con el girador o endosante que están en la obligación de 
honrar la deuda para con el acreedor, y que una vez satisfecha no hay nada que reclamar contra 
estos. 
 
También nos encontramos frente a la necesidad del principio de legítima defensa, por cuanto es 
posible que el girador u endosante no tengan conocimiento que la cuenta ha sido cerrada o 
cancelada, habiendo obrado de buena fe al momento de emitir la cambiaria. 
 
Es necesario señalar la trascendencia de estas formalidades, por cuanto, mediante estas es 
posible determinar la razón por la cual se ha producido el protesto, a fin de llegar a determinar 
cuáles son las acciones que asisten a su legítimo tenedor, dependiendo de estas causas, así 
tenemos: 
 
 Protesto por falta de fondos, que consiste en la inexistencia de fondos del girador en 
poder del girado para el pago del cheque, o porque no se le ha concedido un sobre giro; 
 Protesto por orden de no pago, que se produce cuando el girador ha dejado sin efecto o 
revoca  la orden de pago que debe realizar el banco; 
 Protesto por mal extendido, se verifica cuando el girador ha cometido un error en la 
emisión de cheque, sin poder establecerse este error como indicio de mala fe en contra 
del emisor; 
 Protesto por firma disconforme, se produce cuando el girado al momento de 
presentarse el cheque para el cobro, llega a establecer que la firma estampada en el 
documento no corresponde con la registrada en el sistema del banco al momento de 
celebrarse el contrato de cuenta correntista; 
 Protesto por falta de firma del girador, no se producen normalmente, por cuanto es 
conocido que el girador siempre debe firmar el título valor al momento de su emisión, 
ya que la falta de esta no produce ningún derecho de cobro; 
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 Protesto por falta de firma registrada, se da como resultado de la completa 
disconformidad que existe entre la firma del girador en el documento con la registrada 
en el sistema del girado; 
 Protesto por cuenta cerrada, es el tema que nos atañe directamente por cuanto es la 
base misma de esta tesis, y consiste en la negativa de paga por parte del girado, por 
cuanto el contrato de cuenta corriente ha sido cancelado o es inexistente, por 
cualesquiera de las circunstancias que serán detalladas más adelante, con todos los 
efectos jurídicos que nacen de acto proveniente de la Institución del Sistema financiero 
facultada para realizar este giro comercial. 
Es necesario recalcar la trascendencia del protesto ya que  dado  el carácter inexcusable 
e ineludible del mismo para mantener la eficacia de las acciones típicas provenientes 
del cheque girado contra una cuenta cerrada y  que emergen de este  título valor sujeto 
a este trámite, es imprescindible para nuestra legislación, por cuanto la ley no admite 
que se dispense por circunstancia alguna, de ahí la importancia que prevé la norma 
sobre el diligenciamiento de éste trámite a fin de obtener el reconocimiento 
jurisdiccional sobre el bien patrimonial afectado, bien patrimonial estrictamente 
protegido por nuestro ordenamiento jurídico. 
 
2.1.2 Consecuencias Jurídicas del Protesto. 
Conforme lo anotado en líneas anteriores, el protesto del cheque, es el requisito inexcusable a favor 
de su legítimo tenedor sin el cual no es posible demandar al girador o endosante a fin de obtener el 
reconocimiento del bien patrimonial afectado, entonces, al insertarse la cláusula ya nombrada el 
protesto se exige como condición previa al ejercicio de cualquier acción contra los obligados del 
cheque. En este sentido, se desprenden algunos efectos inherentes a la acción cambiaria y ejercicio 
de acciones conexas.  
 
La principal consecuencia en esta materia consiste en que el protesto es condición esencial para 
poder ejercer las acciones cambiarias propias de este título valor. Por tal razón, el artículo 41de la 
Ley de Cheques determina: 
 
“Artículo. 41.- Ley de Cheques.-  Acciones por falta de pago. Forma de acreditar el 
protesto.- El portador o tenedor podrá ejercitar sus acciones contra el girador, los 
endosantes y los demás obligados, cuando presentado el cheque en tiempo hábil, no fuere 
pagado, siempre que la falta de pago se acredite por protesto…” (Ley de Cheques, 2002). 
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Se desprenden, por lo tanto, dos efectos básicos: Probatorio por vía directa y demostrativa a favor 
del legítimo tenedor en contra del girador, endosante y demás personas obligadas conforme al 
título, es decir, que la ley otorga al protesto una función probatoria y una conservativa de los 
derechos del tenedor del título. Probatoria, en cuanto acredita que el obligado o los obligados no 
cumplieron las obligaciones respectivas, haciendo posible al tenedor ejercitar las acciones 
correspondientes. Conservativa, en cuanto sin ese acto se pierden las acciones propias de los títulos 
valores. 
 
Las acciones civiles que asisten al legítimo tenedor de la cambiaria cuando ha precedido el protesto 
en cuenta cerrada son las siguientes: 
 
ACCION VERBAL SUMARIA.- La Ley de Cheques en el artículo 57 inciso segundo establece: 
“…En los demás casos, salvo disposición legal en contrario, el pago de un cheque podrá 
reclamarse en juicio verbal sumario…” (CPCE, 2011). 
 
De esta disposición se colige, que al no encontrarnos frente a un cheque protestado por 
insuficiencia de fondos, en donde procede un juicio ejecutivo, sino más bien a un cheque 
protestado por cuenta cerrada, se puede intentar la acción verbal sumaria con la finalidad de 
obtener judicialmente el pago de un cheque girado contra una cuenta cerrada, con los 
correspondientes intereses y costas procesales a cargo del deudor. 
 
A más de lo anotado, es preciso señalar la procedencia del juicio verbal sumario, correspondiente a 
la Indemnización de Daños y Perjuicios procedentes de una acción de carácter penal, como tal que 
es el delito de Estafa, procedente cuando se ha presentado la correspondiente denuncia ante el 
Ministerio Público (Fiscalía), al tratarse de un delito de Acción Penal Pública de Instancia 
particular. 
 
En este caso pueden suceder dos casos, ambos determinados en el Código de Procedimiento Penal. 
Que una vez presentada la denuncia, el afectado se presente en calidad de Acusador Particular, aquí 
se radica la competencia ante el Tribunal del cual emanó la respectiva sentencia mediante la cual se 
declaró el estado de culpabilidad de girador del cheque, a fin de obtener el reconocimiento de los 
correspondientes daños y perjuicios ordenados en la misma sentencia. 
 
El otro caso se produce cuando presentada la denuncia, el afectado no se haya presentado en 
calidad de Acusador Particular, en este momento de igual manera procede la Acción Civil para 
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demandar por los Daños y Perjuicios causados, que deben ser reconocidos por el sancionado con la 
pena por el delito cometido,  radicando la competencia en este caso ante el Juez de lo Civil a la que 
se le haya radicado previo el sorteo de ley. 
 
En estos dos casos podemos hablar de un requisito de prejudicialidad penal, ya que es preciso que 
para iniciar la acción correspondiente por los daños y perjuicios causados, es menester que exista 
primero una sentencia ejecutoriada, mediante la cual se haya declarado la culpabilidad previa 
fórmula de juicio del girador del documento cartular. 
 
Esto se relaciona intrínsecamente con las acciones por daños y perjuicios a que tenga derecho el 
legítimo tenedor del cheque. 
 
Adicional a estas acciones de carácter eminentemente económico, ya que se busca obtener el 
resarcimiento del derecho patrimonial vulnerado,  cabe la acción por Daño Moral, la misma que 
será analizada con más detenimiento en el capítulo correspondiente, la misma que sin embargo de 
perseguir una medida favorable relacionada con el dinero, se mira como una compensación por el 
daño extrapatrimonial causado, y que ha afectado al fuero interno del legítimo tenedor del cheque 
cuando la acción del girador, le ha ocasionado un sufrimiento psicológico interno, que le ha 
provocado un grave daño en su psiquis, con fundamento en el Art. 2214 del Código Civil. (CCE, 
2010). 
 
ACCION ORDINARIA.- El inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Cheques manifiesta: 
“…La acción de enriquecimiento ilícito prescribe en el plazo de un año a partir de la fecha en que 
hayan prescrito las acciones indicadas en los incisos anteriores de éste artículo…” 
 
Es clara la manifestación de la ley al conceder al tenedor del cheque esta acción extra cambiaria de 
Enriquecimiento Injusto, considerando que no es justificable que el girador u endosante incremente 
su patrimonio en forma injustificada, en detrimento del patrimonio del tenedor de la cambiaria 
(CPCE, 2011). 
 
ACCION POR DAÑO MORAL.- El artículo  2214 del Código Civil establece:  
“El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, está obligado a la 
indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito…” 
Además de lo señalado, el artículo Art. 2229 Ibidem señala: 
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“… Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona 
debe ser reparado por ésta...” 
 
De estas disposiciones se desprende que es plenamente procedente una Acción por Daño Moral 
justificable por el daño ocasionado en el patrimonio del tenedor del cheque girado contra una 
cuenta cerrada, ya sea porque en sí es un delito girar este documento contra una cuenta cerrada o 
porque se ha afectado enormemente al patrimonio del tenedor del cheque, conforme se detallará 
cuando se analice más profundamente la Acción Ordinaria por Daño Moral.  
 
En el aspecto enunciado, estaríamos entrando en el campo de las obligaciones, nacidas de las 
fuentes de éstas conforme lo determina el Código Civil en el Artículo 1453, por cuanto por un 
hecho suyo, es decir, del girador, ha nacido la obligación a favor del legítimo tenedor del 
documento cartular, al momento mismo de girar el título valor contra una cuenta cerrada, ya sea 
con conocimiento o sin él de la sanción impuesta por autoridad competente, y éste mismo hecho ha 
causado daño a otra persona en el bien jurídicamente protegido que vendría a constituirse en su 
patrimonio, lo que genera acciones en caminadas a obtener el resarcimiento del daño causado, a 
través de cualesquiera de las formas que serán analizadas más adelante. 
 
2.1.3 Falta de Protesto del Cheque 
En efecto, conforme lo analizado en líneas anteriores, si el protesto tiene como función probar que 
el girado no pagó el cheque presentado dentro del plazo establecido por la ley para su cobro, a fin 
de seguir las acciones determinadas por la Ley,   de omitirse esta solemnidad indispensable, traerá 
indudablemente una consecuencia funesta para el tenedor, por cuanto no podrá demostrarla falta de  
pago del cheque y la razón por la que se levantó el protesto, siendo el caso que nos ocupa por 
Cuenta Cerrada;  Así las cosas, le será imposible  accionar contra el girador y tampoco podrá 
probarles a los demás obligados la falta de pago del girado. 
 
De allí se deriva la importancia del Protesto, por cuanto sin este trámite administrativo que sirve 
como habilitante le será imposible al legítimo tenedor del cheque obtener el reconocimiento de su 
derecho patrimonial vulnerado. 
 
2.1.4 Cheque Protestado por Cuenta Cerrada 
Partiendo del concepto inicial ya enunciado, siendo el protesto la notificación realizada por el 
girado, mediante la cual se hace conocer que el cheque no ha sido pagado por cualesquiera de  las 
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razones establecidas en la ley, el protesto del cheque por cuenta cerrada nos restringe el ámbito de 
conocimiento de estas, ya que vendría a constituirse en la notificación que realiza el girado sobre la 
imposibilidad de pagar el cheque presentado para su cobro por cuanto la cuenta contra la cual se 
giro el cheque no se encontraba activa ni operando al momento de su presentación, ya sea con 
conocimiento o sin conocimiento del girador. 
 
Al respecto el Reglamento a la Ley de Cheques, en su artículo 2, al referirse a la cuenta cerrada, 
establece: 
 
“Cuenta Corriente Cerrada.- Es aquella cuenta corriente sobre la que, por disposición de la 
Superintendencia de Bancos y Seguros, no se puede girar ni pagar cheques, ni registrar 
otros movimientos de captaciones o retiros, debido a que su titular, girador, firma conjunta 
o firma autorizada ha sido sancionado por el incumplimiento de disposiciones legales o 
reglamentarias”. (2002). 
 
De lo emanado de la letra de la Ley, se desprende que los bancos están en la obligación de notificar 
a la Superintendencia de Bancos y Seguros sobre las cuentas corrientes que están inhabilitadas para 
realizar los giros correspondientes a fin que esta disponga la prohibición de los movimientos de la 
cuenta afectada, considerándose esta disposición como una formalidad más, a fin de seguir las 
acciones civiles que correspondan al legítimo tenedor para obtener el reconocimiento judicial del 
bien patrimonial afectado, en concordancia con el Art. Art. 58 Ibídem.  (Decreto Ejecutivo No. 
1852. RO/ 475, 1994). 
 
En conclusión, el protesto del cheque es la base fundamental misma de las reclamaciones civiles a 
las que se crea asistido el legítimo tenedor del cheque frente al girador, en donde en el caso 
especial que se analiza cabe inclusive la acción penal por estafa cuando se logra determinar que la 
emisión del cheque se la realizó cuando la cuenta se encontraba cerrada, por cuanto se demuestra 
que el girador actuó de mala fe y con pleno conocimiento del perjuicio que le iba ocasionar a quien 
de buena fe aceptó este medio de pago por los servicios prestados, mercadería entregada o por una 
deuda contraída con una causa y objeto lícito. 
 
Sin embargo de lo mencionado en cuanto a la procedencia del delito de estafa cuando se ha girado 
un cheque con pleno conocimiento de que la cuenta estaba cerrada, es necesario recordar que la 
consecuencia lógica de esta acción penal sería de tipo punitivo, es decir, se busca escarmentar al 
sujeto activo imponiéndole la respectiva penal por el delito cometido; a diferencia de la acción civil 
que busca el reconocimiento del derecho vulnerado y amparado por la Constitución y la Ley, 
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traducido como la recuperación del patrimonio afectado, esto es, el valor del cheque, a más de los 
correspondientes intereses, costas, daños y perjuicios sufridos en relación con el daño causado, lo 
que ciertamente busca el perjudicado del acto ilegal del girador. 
 
Acciones civiles que serán analizadas con detenimiento en el capítulo respectivo. 
 
2.2 La acción civil 
El vocablo acción proviene del latín “actio”, que significa ejercer, realizar, es el efecto de hacer, la 
posibilidad de ejecutar alguna cosa. 
 
“La acción es toda actividad o acto humano, es un movimiento corporal causado por un acto de 
voluntad, libre de violencia física…(2010, pág. 165) 
 
Para VÉSCOVI, “la acción consiste en el poder (abstracto) de reclamar determinado 
derecho (concreto) ante la jurisdicción (el Poder Judicial o tribunales), y ese poder 
determinar la obligación del órgano jurisdiccional de atenderlo, de darle movimiento, de 
poner en marcha el proceso, por lo que en definitiva quien ejerce el poder tendrá respuesta: 
la sentencia”. (es.scribd.com, 2013) 
 
Sigue diciendo el autor, que la acción consiste en reclamar un derecho ante el órgano jurisdiccional 
y obtener, como resultado, el proceso, que debe terminar con una sentencia, por lo que la finalidad, 
es tener acceso a la jurisdicción, siendo el famoso derecho de acceso al tribunal, a ser escuchado, a 
que se tramite un proceso para dilucidar la cuestión planteada. 
 
Concluye el autor conceptuando a la acción, como un derecho subjetivo procesal, y por 
consiguiente, autónomo e instrumental, o el poder abstracto de reclamar ante el juez (el órgano 
jurisdiccional del Estado) un determinado derecho concreto, que se llama pretensión. 
 
Todas las acciones civiles que asisten al legítimo tenedor de un cheque, están amparadas en la 
seguridad jurídica otorgada por nuestra Carta Magna, seguridad que se hace efectiva al momento 
de presentar ante el órgano jurisdiccional competente el requerimiento de respeto al derecho 
conculcado, siendo así en su artículo 11, numeral 1 señala: 
20 
“Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las 
autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento.  (CRE, 2008, pág. 21) 
 
En concordancia con esta disposición, el numeral 1 del Art. 76 ibídem manifiesta: 
 
“Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las 
normas y los derechos de las partes”.  
 
En el numeral 3 del mismo artículo, establece claramente la obligación que tienen los servidores 
judiciales como garantistas del debido proceso a fin de aplicar directa e inmediatamente los 
derechos y garantías establecidos en nuestra Constitución, sin que pueda alegarse falta de norma 
jurídica que justifique la violación o desconocimiento de estos derechos. 
 
En el numeral 1 del Art. 86 Ibídem, al hablar de las garantías jurisdiccionales nuestra Carta Magna 
establece: 
 
“Cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá proponer las 
acciones previstas en la Constitución”. (CRE, 2008, pág. 63). 
 
En este mismo artículo nos habla sobre las reglas de competencia y procedimiento que deben 
guardarse en todo proceso judicial a fin de precautelar los derechos de las partes procesales, una 
vez que han acudido al órgano judicial correspondiente a hacer valer sus derechos. 
 
Consiguientemente es  necesario analizar lo concerniente a las consideraciones previas de lo 
considerado como acción, para de esta premisa establecer en forma motivada y fehaciente lo 
relacionado con la Acción Civil y más aún la responsabilidad civil, por cuanto sin esta no 
podríamos llegar a concebir acción de ninguna naturaleza a fin de satisfacer el perjuicio irrogado en 
contra del legítimo tenedor de la cambiaria; siendo así, podemos definir como acción a toda 
actividad o acto humano causado en un marco  de voluntad, libre de violencia física, proveniente en 
primer lugar de una fase interna o subjetiva que se exterioriza en un comportamiento corporal de 
cualesquier naturaleza y que produce efectos en el medio o las personas. 
 
Me permito citar lo manifestado por el diccionario Eclesiástico, citado en la obra del maestro señor 
Doctor José García Falconí; que en relación con la noción de acto y responsabilidad señala lo 
siguiente: 
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“El fundamento supremo de la responsabilidad es el principio de causalidad aplicado a las 
relaciones del acto humano; el efecto procede de la causa y pertenece a su causa; de donde 
se sigue que quien libremente posee o ejecuta un acto no puede sustraerse en razón de la 
causa a las consecuencias o efectos del mismo, y tiene que responder de ellas como de cosa 
propia “ agrega “La responsabilidad civil, que lo mismo puede nacer de un contrato que no 
se cumple o de otro acto cualquiera no penado por la Ley, pero que produce pérdidas o 
menoscabo en los derechos de un tercero, que de un delito, comprende y se hace efectiva 
según los casos, por tres distintos medios: la restitución, la reparación del daño causado y la 
indemnización de perjuicios”.  
 
En base a lo señalado, se pueden distinguir las siguientes características de la Acción: 
 
 La acción es un derecho anterior al proceso.- esta característica se basa en la pre existencia 
del derecho violado, siendo en este caso la falta de pago de cheque por haberse protestado 
por cuenta cerrada, es el acto mismo del girador que emitió el cheque cono conocimiento o 
sin él de que la cuenta contra la cual giro el cheque no estaba vigente al momento de 
haberse presentado al girado para el cobro del mismo; es decir, sin este acto ilegítimo no 
podría haberse configurado ninguna pretensión del justo tenedor en contra del girador u 
endosante según corresponda. 
 La acción es un derecho subjetivo.-   Por cuanto nace del fuero interno del perjudicado, y 
no al objeto en sí, por cuanto este se cree afectado por el acto ilegítimo del girador y por 
medio de la existencia de este derecho se solicita al estado que ejerza la actividad 
jurisdiccional mediante el debido proceso, cuyas consideraciones previas Constitucionales 
en donde se funda la relación con el estado al existir una reciprocidad de derechos y 
obligaciones, disposiciones que ya fueron señaladas anteriormente y serán analizadas en 
forma concreta en el capítulo correspondiente. 
 La acción es un derecho subjetivo procesal.- Siendo un derecho subjetivo, es decir, se 
refiere al fuero interno del accionante y no al objeto en sí, da lugar a que se inicie la tutela 
jurídica por intermedio del aparato estatal correspondiente, en donde una vez iniciada la 
acción, se aplicará un proceso judicial a fin de obtener el reconocimiento del derecho 
vulnerado. 
 La acción es un derecho público.- Es público en el sentido que su finalidad es la 
satisfacción del interés general sobre el particular, mediante la composición de los pleitos y 
el mantenimiento del orden y paz social, evitando la justicia por la propia mano 
del hombre. 
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 La acción es un derecho autónomo.- La acción va dirigida a que nazca o se inicie el 
proceso, no habrá este último sin el ejercicio del primero, esto es que el proceso se 
subordina a la acción, por cuanto es preciso que en primer lugar exista un derecho 
subjetivo transgredido  que fundamente la acción, lo que se deriva en el correspondiente 
proceso una vez que se haga efectivo el derecho por parte del titular del mismo.  
 
De igual manera la autonomía se refleja  toda vez que es independiente del derecho material o 
de la relación sustancial sobre la cual se pide la declaración de certeza, por lo que la acción 
siempre tiene una misma naturaleza o contenido; la prestación de la jurisdicción, mientras que 
la relación material es diversa o variada; 
 
 La acción es de carácter abstracto.- Por cuanto debe ventilarse ante el órgano judicial 
correspondiente para establecer si se ha violentado el derecho o si se ha intentado una 
acción de manera injusta, buscando perjudicar a otro. 
 La acción es diferente a la pretensión.- puesto que esta última se dirige contra el adversario 
y para obtener una prestación individualizada de los órganos jurisdiccionales. 
 
La doctrina considera  que la acción es en todo caso el correlativo del deber jurisdiccional, de 
índole público, específicamente procesal, estructurado sobre la base de que la ley protege en 
abstracto al titular de un derecho subjetivo sustancial; el cual tiene como sujeto activo la persona y 
como pasivo al Estado; cuyo objeto es la prestación de la jurisdicción y su causa o finalidad, es la 
solución de los conflictos o litigios; y que se materializa constitucionalmente a través de cuatro 
elementos que son: 
 
- El derecho de acceder a un proceso; 
- El derecho a que se adelante un debido proceso; 
- El derecho a que se decida el fondo o mérito; y 





2.2.1 Clasificación de las Acciones 
Las acciones, atendiendo a la clase de jurisdicción y al tipo de proceso pueden clasificarse en 
ordinarias y especiales: 
 
 Las primeras son llevadas ante los órganos jurisdiccionales ordinarios y mediante los 
procedimientos de esta índole, tales como las llevadas en sede civil, mercantil y penal; 
 
 Las segundas, son llevadas ante tribunales de jurisdicción especial, bien mediante                                              
procedimientos ordinarios o especiales, tales como los tramitados en sede contencioso 
administrativo, tránsito, laboral, bancario, de protección del niño y del adolescente, entre otros. 
 
Ahora, dependiendo del tipo de derecho que se haga valer en el proceso, las acciones pueden 
clasificarse en reales, personales o mixtas, mobiliarios e inmobiliarias, estas últimas tomando en 
consideración el tipo de bien que se encuentre en litigio. 
 
Atendiendo a la naturaleza del fallo que llegue a dictarse en el proceso, las acciones pueden 
clasificarse en: 
 
Declarativas, que son aquellas que logran la afirmación de la existencia o inexistencia de un 
derecho, las cuales no requieren ejecución, ya que ellas mismas son la ejecución del fallo;  
 
Constitutivas, que son aquellas que crean, modifican o extinguen una determinada relación jurídica;  
Las de condena, que son aquellas que presuponen la existencia de voluntad de la ley que impone al 
demandado la obligación de una prestación que puede ser de dar, hacer, o no hacer, conforme a la 
obligación, cuyo cumplimiento es reclamado en el proceso. 
 
Existen otros tipos de acciones, tales como las ejecutivas, que son aquellas fundamentadas en 
títulos de carácter ejecutivo, y mediante la cual se solicita el cumplimiento de una obligación; 
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Cautelares, que son aquellas constituidas por las medidas provisionales que dictan los jueces para 
el aseguramiento de un derecho o de una defensa;  
 
Singulares, las que se intentan contra bienes del deudor para obtener el pago completo 
del crédito de un solo ejecutante;  
 
Concúrsales, que son aquellas en las cuales existen diversos ejecutantes con sus 
respectivos créditos, quienes ejercitan una acción conjunta para liquidar el patrimonio del deudor y 
obtener la cancelación de su acreencia (concurso de acreedores en materia civil  o en materia 
mercantil. 
 
2.3 Concepto de Acción Civil 
Todo acto del ser humano lleva aparejado ciertas condiciones mediante las cuales se puede llegar a 
establecer la relación jurídica con otra persona cuando el acto u omisión así lo determina, ya sea 
por convención de las partes o por la sola disposición de la ley. 
 
“En estas relaciones jurídicas sociales radican los elementos para exigir que se cumplan las 
condiciones pactadas o se compela a un individuo que por su acto u omisión ha ocasionado 
daño a otro o lo ha injuriado en sus derechos sean estos reales o personales”  (Troya 
Cevallos, 1978) 
 
Estas acciones pueden ser de carácter civil o de carácter penal: 
 
En las primeras lo que se persigue es el reconocimiento del derecho vulnerado, es más bien de 
caracterización económica; mientras que en las segundas la finalidad es conseguir un castigo para 
quien por su acción u omisión ha causado daño a otro. 
 
Lo que debe ponderarse al momento de encontrarse frente  a estas dos posibilidades es la necesidad 
inmediata del perjudicado por dicho acto u omisión, esto es, persigue el resarcimiento del perjuicio 
causado o persigue una pena contra el ofensor. 
 
Por la naturaleza de la temática propuesta, serán plenamente analizadas las Acciones Civiles 
provenientes del cheque girado contra una cuenta cerrada, con la finalidad de darlas a conocer en 
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todo su universo, por cuanto a mi entender deben ser utilizadas en forma preferente a las acciones 
penales cuando la situación así lo demande. 
 
A fin de establecer claramente las bases que serán pilar fundamental al momento de entablar las 
acciones de carácter civil que asisten al legítimo tenedor del cheque girado en cuenta cerrada, me 
permito enunciar los siguientes conceptos de Acción Civil: 
 
Podemos manifestar que la Acción Civil es La que corresponde a una persona para exigir 
judicialmente sus derechos de índole privada, utilizando el aparato estatal (Función Judicial), esta 
acción  nace para que actor, pueda obtener la restitución de la cosa, la reparación del daño, y la 
indemnización de perjuicios causados por al acto ilícito entablada al efecto por el perjudicado, o en 
falta de aquel por quien se crea con derecho a fin de el reconocimiento del derecho o resarcimiento 
del perjuicio patrimonial causado. 
 
El Diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia,    nos da a conocer lo siguiente: 
 
“…Acción Civil es la que compete a uno para reclamar sus cosas o sus intereses 
pecuniarios…” 
“La acción civil nace del derecho en la cosa y de las mismas fuentes que la obligación, esto 
es, no solo de los contratos, cuasi contratos, pactos deliberados y de la ley, sino también de 
los delitos y cuasi delitos…” (Escriche, 1847 ). 
 
Sobre este tema se ahondará al momento de desarrollar lo concerniente a los efectos y 
consecuencias de la Cuenta Cerrada y el cheque girado contra una  cuenta cerrada. 
 
2.3.1 Características de la Acción Civil 
Es necesario señalar las siguientes características que a mi entender son naturales a todas las 
acciones seguidas por vía civil a fin de obtener el reconocimiento de un derecho o cumplimiento de 
una obligación, con los correspondientes daños y perjuicios por las consecuencias del acto ilegal 
cometido contra el patrimonio de una persona: 
 
 La acción civil se ejerce por el interesado.- Esto es, que es privativo el ejercicio de su 
acción únicamente al titular del derecho, sin que otra persona del conjunto social pueda 
hacer las veces de tal o en su representación sin estar facultada para ello; 
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 La acción civil puede intentarse contra el obligado y sus herederos.- Esta no se extingue 
por la muerte del obligado principal, por cuanto la ley prevé que dicha obligación puede 
intentar hacerse efectiva incluso ante la posteridad del deudor, con los requisitos legales 
exigidos por nuestra legislación, determinados en el libro tercero del Código Civil; 
 La acción civil no perjudica a la acción penal.- Esta característica se establece por cuanto 
existen momentos en los cuales el delito o cuasi delito encierra en su esencia la existencia 
de acciones civiles y penales, en donde es facultad del titular del derecho vulnerado seguir 
la que mejor convenga a sus intereses, sin que por ello pierda la posibilidad de seguir la 
acción penal correspondiente. 
Cuando así sea el caso no será procedente alegar cosa juzgada o litis pendencia, por 
cuanto si bien es cierto pueden nacer de la misma obligación no se entiende que persiguen 
el mismo fin, por cuanto la civil persigue el resarcimiento del perjuicio causado y la penal 
presupone una sanción corporal a quien con su acto u omisión irrogó daño a otro. 
 Las acciones civiles son prescriptibles.- La procedencia de la prescripción de las acciones 
está establecida en el título final del libro cuarto del Código Civil, en donde se determinan 
las condiciones para que opere la prescripción de las acciones por no haberse ejercido los 
derechos que correspondieren durante un determinado lapso de tiempo o cuando otra 
persona ha ejercido dichos derechos sin estar en representación de otra. 
En relación a esto, citaré un comentario manifestado por el señor Doctor Gustavo Endara 
Moncayo al decir “todo prescribe con el paso del tiempo” 
 La renuncia de la acción civil solo perjudica al renunciante.- La lógica de esta 
característica se da por cuanto, no existe un bien social que con su vulneración cause 
alarma en la sociedad y que su persecución se realice de oficio a través del aparato 
investigador estatal, siendo tal el Ministerio Público. Esta acción es más bien patrimonial 
en donde se busca la reparación económica del daño causado, por este motivo al ser de 
competencia del agraviado, la relación lógica es que su renuncia solo lo perjudique a él, 
una vez que la realice de forma expresa, esto es dando su consentimiento ante el juzgador 
con el correspondiente reconocimiento de firma y rúbrica en el escrito de desistimiento. 
 
Me permito citar lo manifestado por Joaquín Escriche, quien dice: 
 
“La acción civil, en general, era en Derecho Romano, y es en nuestro derecho, la que 
compete a un individuo o particular para reclamar lo que le pertenece con sus frutos o 
intereses, por efecto del derecho en la cosa o del dominio; y bajo este concepto abraza las 
acciones reales, y el derecho de pedir lo que se le debe,  a causa de las obligaciones 
contraídas por medio de contratos o cuasi contratos. Llámese así mismo acción civil la que 
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compete a un individuo para reclamar la restitución del objeto de que se le privó o las 
indemnizaciones pecuniarias o la reparación de los daños y perjuicios que se le causaron 
por medio de la violación de la ley cometida en menoscabo de los intereses pecuniarios del 
reclamante, y bajo este concepto nace de los delitos y cuasi delitos” (Escriche, 1847 ). 
 
Podemos señalar que en el caso de las acciones civiles del cheque cuando se lo protestado por 
haber sido girado contra una cuenta cerrada, nos encontraríamos frente a las llamadas Acciones 
Persecutorias de la Cosa, que son aquellas en las que el demandante exige el reconocimiento de 
aquello que se le debe, que le falta o se le ha quitado de su patrimonio, claramente establecido en el 
tema a desarrollar, en donde se presume la existencia de un crédito a favor de una persona a quien 
no se le ha pagado lo que se le debe al encontrarse con que el medio de pago señalado para el 
efecto ha sido protestado por la no vigencia del contrato en relación. 
 
2.3.2 La Acción Civil Por Cheque. 
De conformidad con lo mencionado en los Arts. 41, 45, 44 inciso final y 57, de la codificación a la 
Ley de Cheques, se infiere que una vez que el cheque ha sido presentado para el pago al banco 
girado, antes de que caduque el derecho patrimonial del tenedor legítimo y se lo protestado por 
cualesquiera de las causas establecidas en la mencionada ley, el beneficiario puede ejercer distintas 
acciones de carácter civil, nacidas del documento mismo, para que éste pueda exigir u obtener del 
librador u endosante el cumplimiento de la obligación o pago del valor total del cheque, más los 
intereses legales a partir de la fecha del protesto, con las costas de estas notificaciones, costas 
procesales y daños y perjuicios (ordenados mediante sentencia ejecutoriada), a que tenga derecho el 
legítimo tenedor de la cambiaria. 
 
De lo mencionado se llega a establecer que la acción civil es accesoria al derecho patrimonial del 
legítimo tenedor del cheque, por cuanto si esta derecho ha prescrito o el documento como título 
exigible ha caducado, carece de acción civil alguna. 
 
Se puede señalar, en base a lo mencionado anteriormente que la acción civil para el legítimo 
tenedor se constituye en el derecho que tiene para acudir ante el órgano jurisdiccional 
correspondiente haciendo efectiva la actividad procesal  en contra del girador, endosante o 
corresponsables solidarios del pago del cheque, con la finalidad de obtener el reconocimiento del 
derecho patrimonial vulnerado, es decir, obtener la tutela jurídica del aparato estatal para obligarlo 
judicialmente al pago de la obligación contraída, intereses,  costas procesales e indemnización de 
daños y perjuicios que correspondieren. 
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De lo anotado se puede concluir que para la existencia de las acciones civiles derivadas del cheque 
protestado por cuenta cerrada, debe cumplir con los siguientes presupuestos: a) Que el cheque ha 
sido presentado dentro del plazo legal establecido en el Art. 25 de la Codificación a la Ley de 
Cheques, b) Que el cheque ha sido protestado por cuenta cerrada, c) Que no se trate de un cheque 
con firma falsificada del cuenta correntista. 
 
2.4 Personas sujetas a la responsabilidad civil 
La responsabilidad civil puede ser contractual o extracontractual; es contractual si el daño se deriva 
del incumplimiento de una obligación previa establecida en un contrato. Es extracontractual en la 
que se sitúa una responsabilidad derivada de un ilícito penal si una persona produce a otra un daño 
sin que exista entre ellos un ligamen contractual anterior. En ambas todo daño que emerja de la 
actuación humana ilícita es susceptible de reparación y de todo quien pone en circulación un 
incumplimiento o un riesgo ha de soportar sus consecuencias de naturaleza jurídica. 
 
Se puede señalar que la responsabilidad civil es la obligación que recae sobre una persona de 
reparar el daño que ha causado a otro, sea en naturaleza o bien por un equivalente monetario, 
habitualmente mediante el pago de una indemnización de perjuicios. Díez-Picazo define la 
responsabilidad como “la sujeción de una persona que vulnera un deber de conducta impuesto en 
interés de otro sujeto a la obligación de reparar el daño producido”. Aunque la persona que 
responde suele ser la causante del daño, es posible que se haga responsable a una persona distinta 
del autor del daño, caso en el que se habla de responsabilidad por hechos ajenos, como ocurre, por 
ejemplo, cuando a los padres se les hace responder de los daños causados por sus hijos o al 
propietario del vehículo de los daños causados por el conductor con motivo de la circulación. 
 
La responsabilidad civil puede ser contractual o extracontractual. Cuando la norma jurídica violada 
es una ley (en sentido amplio), se habla de responsabilidad extracontractual, la cual a su vez puede 
ser o bien delictual o penal (si el daño causado fue debido a una acción tipificada como delito) o 
cuasi-delictual o no dolosa, si el perjuicio se originó en una falta involuntaria. Cuando la norma 
jurídica transgredida es una obligación establecida en una declaración de voluntad particular 







2.4.1 Responsabilidad Civil Contractual 
Las obligaciones se clasifican habitualmente como de medios y de resultados, y esto tiene una gran 
importancia al determinar la responsabilidad civil contractual. El incumplimiento, que es uno de los 
requisitos básicos para que la responsabilidad se produzca, dependerá de la clase de obligación. 
 
 Cuando una norma o un contrato obligan a una persona a alguna cosa determinada, sea ésta 
una acción o una abstención (hacer o no hacer algo), esta obligación se considera de 
resultado. Tal es el caso de un transportista que se obliga a llevar determinada mercancía a 
un destino en particular. Aquí la responsabilidad es prácticamente automática, pues la 
víctima sólo debe probar que el resultado no ha sido alcanzado, y entonces el demandado 
no podrá escapar a dicha responsabilidad, excepto si puede probar que el perjuicio proviene 
de una causa ajena, por ejemplo, que se debe a un caso fortuito o de fuerza mayor. 
 Por otra parte, en aquellos casos en que una norma o un contrato sólo obligan al deudor a 
actuar con prudencia y diligencia, la obligación es considerada de medios. Este es el caso 
de la obligación que tiene un médico respecto a su paciente: el médico no tiene la 
obligación de sanarlo, sino de poner sus mejores oficios y conocimientos al servicio del 
paciente, es decir, de actuar en forma prudente y diligente (aunque hay excepciones, pues 
en algunos casos el médico asume una obligación de resultado, como ocurre en la cirugía 
estética voluntaria). En estos casos, la carga de la prueba le corresponde a la víctima o 
demandante, quien deberá probar que el agente fue negligente o imprudente al cumplir sus 
obligaciones. 
 
2.4.2 Responsabilidad Civil Extracontractual 
Surge cuando el daño o perjuicio causado no tiene su origen en una relación contractual, sino en 
cualquier otro tipo de actividad. 
 
La responsabilidad extracontractual puede definirse como aquella que existe cuando una persona 
causa, ya sea por sí misma, por medio de otra de la que responde, por una cosa de su propiedad o 
de que se sirve, un daño a otra persona, respecto de la cual no estaba ligada por un vínculo 
obligatorio anterior relacionado con el daño producido, esta área del derecho civil también se 
conoce como delitos y cuasidelitos civiles (fuentes de las obligaciones). Las fuentes principales de 
las obligaciones extracontractuales son el hecho ilícito y la gestión de negocios. 
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Un caso de responsabilidad extracontractual es el que puede surgir por los daños y perjuicios 
causados a terceros como consecuencia de actividades que crean riesgos a personas ajenas a la 
misma, como la conducción de un automóvil o el desarrollo de una actividad industrial. 
 
Otro supuesto es el de la responsabilidad por daños causados por bienes propios: cuando se 
desprende un elemento de un edificio y causa lesiones a quien pasa por debajo; cuando alguien 
sufre un accidente por el mal estado del suelo. También se es responsable por los daños y perjuicios 
que originen los animales de los que se sea propietario. 
 
La responsabilidad puede tener su origen en actos de otra persona, por la que hay que responder: un 
padre es responsable de los daños y perjuicios que cause su hijo menor de edad; un empresario, de 
los que causen sus empleados. 
 
2.4.3 Objetivo de la Responsabilidad Civil 
El objetivo principal de la responsabilidad civil es procurar la reparación, que consiste en 
restablecer el equilibrio que existía entre el patrimonio del autor del daño y el patrimonio de la 
víctima antes de sufrir el perjuicio. La responsabilidad civil posee un aspecto preventivo, que lleva 
a los ciudadanos a actuar con prudencia para evitar comprometer su responsabilidad; y un aspecto 
punitivo, de pena pecuniaria. 
 
El rol preventivo puede discutirse en realidad, toda vez que un sistema de responsabilidad basado 
en factores subjetivos de atribución no favorece la prevención. Más aún, los sistemas de 
responsabilidad que basan su forma institucional en un daño causado y los sistemas realmente 
preventivos son de carácter residual o subsidiario. Así, algunos propugnan que son los duros 
términos de los sistemas objetivos de responsabilidad los que, basados en una sanción difícilmente 
excusable, favorecen realmente la prevención. 
 
2.4.4 Requisitos de la Responsabilidad Civil 
Doctrinaria, legal y jurisprudencialmente, se pueden distinguir los siguientes requisitos para llegar 
a establecer la existencia de Responsabilidad Civil, en base de la cual el deudor debe satisfacer 
cabalmente el perjuicio causado por el incumplimiento de la obligación, siendo en este caso, pagar 
una determinada suma de dinero por medio del documento cambiario entregado para el efecto, 
estas son las siguientes: 
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a) hecho 
b) perjuicio  
c) culpa  
d) relación de causalidad entre la culpa y el perjuicio. 
 
Hecho.- Para que surja responsabilidad, es necesario que exista un acto, por eso se considera que 
los pensamientos y las ideas del hombre mientras no se exterioricen, no son tomadas en cuenta por 
el derecho; y para que un acto externo se considere como acción es necesario el concurso de la 
voluntad. 
 
En nuestra legislación, se necesita la voluntad como elemento indispensable para que exista un 
acto; así se desprende del Código Civil cuando establece en los artículos 1461 y siguientes que, 
para que un acto o “declaración de voluntad” obligue a una persona es necesario que dicho acto 
tenga consentimiento y que ese consentimiento no esté viciado. 
 
La doctrina jurídica en general, y entre ellos el tratadista Antolisei citado por Mosset indican que la 
acción tiene dos elementos: “a) un elemento interior o psíquico; y, b) un elemento exterior o físico, 
que es la manifestación a través de un hecho; y que la acción a su vez puede presentarse en dos 
formas: una positiva y una negativa (omisión)”.  
 
En este punto es conveniente citar al jurista ecuatoriano Dr. Rodrigo Jijón, quien señala lo 
siguiente: “Para que un hecho genere obligación de reparar los daños y perjuicios que cause, es 
necesario que el hecho provenga o sea imputable a un ser humano; debe además, ser voluntario, y 
tiene que ser ilícito”. En nuestro sistema del Código Civil ecuatoriano, la responsabilidad puede 
provenir de un hecho propio, de un hecho ajeno o de un hecho causado por animales o por cosas. 
 
Responsabilidad por un hecho propio.- La regla general es que quien tiene capacidad para obrar 
puede asumir responsabilidad civil. Sin embargo en materia extracontractual, el juez puede 
considerar que un menor de dieciséis años, pero mayor de siete, obró con discernimiento y 
obligarlo a responder con sus bienes al tenor de lo señalado en el segundo párrafo del artículo 2219 
del Código Civil.  
 
Por otro lado, la persona jurídica asume responsabilidad propia por los actos de sus órganos 
competentes. Pero si los actos se han ejecutado incumpliendo los estatutos, las personas jurídicas 
pueden repetir el pago contra los funcionarios que efectuaron el pago. 
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Responsabilidad por hechos ajenos.- Esta se encuentra consagrada en el artículo 2220 del Código 
Civil que establece que “Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones, sino del 
hecho de los que estuvieren a su cuidado”. 
 
En el caso de los dementes, de los infantes o menores sin discernimiento, sus actos no son ilícitos 
por lo que la responsabilidad no proviene del acto del incapaz sino de la negligencia o culpa del 
responsable a su cuidado. 
 
 La responsabilidad por daños causados por animales y por las cosas, se encuentra regulada por los 
artículos 2226 y siguientes del Código Civil ecuatoriano. 
 
 b) Perjuicio o daño.- Uno de los elementos centrales de la responsabilidad civil es el perjuicio, es 
decir, que exista un daño a los intereses de una persona, pero este daño puede ser a sus intereses 
materiales (a los bienes); o morales (extrapatrimoniales). 
 
Nuestro Código Civil no define lo que es el daño pero se refiere expresamente a él en el artículo 
2214, cuando se refiere a los delitos y cuasidelitos y dice “El que ha cometido un delito o 
cuasidelito que ha inferido daño a otro, está obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena 
que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito”. 
 
Con la consideración anterior, definimos al daño como: la pérdida o menoscabo, perturbación o 
molestia de un interés legítimo ante el ordenamiento normativo, así dicho interés, atendido su 
reconocimiento y amparo jurídico, represente o no un derecho subjetivo. En términos sencillos 
daño quiere decir, menoscabo, perjuicio, detrimento, que por acción de otro se recibe en la persona 
o en los bienes. 
 
2.4.4.1 Clases de perjuicio o daño 
1. Perjuicio o daño material.- Es el daño que se ocasiona a los derechos pecuniarios de una persona. 
El artículo 1572 establece los dos elementos que integran el daño patrimonial: el daño emergente, 
que es el perjuicio efectivamente sufrido o empobrecimiento real del patrimonio, y el lucro cesante 
que es la ganancia que se dejó de percibir a consecuencia del acto ilícito. El mismo artículo señala 
que existe el derecho a la indemnización por daño emergente y lucro cesante a menos que la ley 
limite al daño emergente.  (CPP, 2010). 
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Requisitos o caracteres.- Para que haya lugar a la reparación de este tipo de perjuicio, deben 
existir los siguientes requisitos: el perjuicio debe ser cierto; el perjuicio debe ser subsistente, es 
decir que no debe haber sido reparado ya, el daño debe ser personal y debe afectar un interés 
legítimo. 
 
El perjuicio debe ser cierto.- Su realización debe ser cierta. Si es solamente hipotética, eventual, no 
puede quedar comprometida ninguna responsabilidad. 
 
 Un perjuicio futuro puede ser cierto: La doctrina señala que no es necesario que el daño ya se haya 
producido, pues desde el momento en que se tiene certeza de que se producirá en el futuro y puede 
cuantificarse, la víctima tiene derecho a exigir la reparación, es decir no se necesita que sea actual 
el daño. 
 
 La pérdida de una probabilidad no constituye un perjuicio eventual, sino un perjuicio cierto. Por 
ejemplo, Al abogado que no interpone un recurso de apelación porque ha dejado transcurrir el 
plazo, su cliente puede demandarlo por responsabilidad civil. La base de la responsabilidad del 
abogado está dada por la pérdida de una probabilidad, el cliente podía haber obtenido la reforma 
del fallo. 
 
 El perjuicio no debe haber sido aún reparado.- Si la víctima es indemnizada, el perjuicio ha 
desaparecido, por ello no cabe demandar de nuevo su reparación.  
 
 El daño debe ser personal.- Significa que quien puede demandar la indemnización es quien ha 
sufrido el daño. En el sistema de responsabilidad contractual, quien puede demandar es el acreedor 
que ha sufrido perjuicios por la demora o incumplimiento del deudor. Los sucesores o cesionarios 
de los derechos del acreedor, por norma general, sucederán también en su derecho a reclamar 
indemnizaciones por daños y perjuicios. 
 
 Perjuicio o daño moral 
 
Según los hermanos Mazeaud, “el perjuicio moral es aquel que no se traduce en una pérdida de 
dinero, porque atenta contra un derecho extrapatrimonial”. (ISSUU, 2011) 
 
Muchas veces el perjuicio moral aparece acompañado del perjuicio material, y en otros casos no, 
así parecen dos tipos o categorías de responsabilidad moral, por ejemplo: 
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- Unos unidos a un perjuicio material.- Los que afectan a la parte social del patrimonio 
moral, alcanzan a una persona en su honor, su reputación, su consideración, los 
padecimientos físicos, las heridas que causan lesiones estéticas. 
- Los que están exentos del perjuicio material.- Los atentados contra los sentimientos 
morales y religiosos. Los atentados contra la parte afectiva del patrimonio moral. 
 
El daño moral se encuentra regulado en el artículo 2231 y siguientes del Código Civil y establecen 
que “Las imputaciones injuriosas contra la honra o el crédito de una persona dan derecho para 
demandar indemnización pecuniaria, no sólo si se prueba daño emergente o lucro cesante, sino 
también perjuicio moral”. (CCE, 2010) 
 
2.4.4.2 La culpa 
La culpa es otro de los elementos importantes de la responsabilidad civil y los hermanos Mazeaud 
la definen como “Un error tal de conducta, que no se habría cometido por una persona cuidadosa, 
situada en las mismas circunstancias “externas” que el demandado”. 
 
La doctrina tradicional sostiene que para que exista responsabilidad es necesario que exista la 
culpa, no se puede concebir responsabilidad sin culpa, pero esta tesis ha sido combatida por los 
partidarios de las teorías objetivas.  
 
Teoría subjetiva.- Esta teoría establece como elemento fundamental de la responsabilidad civil la 
culpa. Así nuestra legislación presupone una conducta culposa o dolosa del acusante para que éste 
asuma la obligación de reparar daños y perjuicios. 
 
El Código Civil en el artículo 29 se refiere a las especies de culpa y define al dolo como la 
intención positiva de irrogar injuria a la persona o propiedad de otro.   (CCE, 2010) 
 
El artículo 2229 del Código Civil establece que “por regla general todo daño que pueda imputarse 
a malicia o negligencia de otra persona debe ser reparado por ésta”. 
 
En lo relacionado a los contratos, el Código Civil señala una relación entre el beneficio que reporta 
el contrato y el grado de culpa por el que el deudor debe responder. (Art. 1563). 
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Teoría objetiva, teoría del riesgo, “de lege ferenda” o negación de la culpa.- Esta teoría nació como 
una necesidad de dispensar a los obreros, víctimas de los accidentes de trabajo, de la prueba, 
imposible con frecuencia, de una culpa del patrono. A partir de ahí se elaboró la teoría del riesgo.  
En nuestro ordenamiento jurídico, para que exista responsabilidad civil es necesario que exista 
culpa, pero hay casos excepcionales en los cuales es necesario que se admita una responsabilidad 
fuera de toda culpa, como es el caso de los accidentes de trabajo.  
 
2.4.4.3 Relación de causalidad 
 Otro elemento constitutivo de la responsabilidad civil es la relación de causalidad, esto es “la 
conexión de un hecho dañoso con el sujeto a quien se le atribuye”. 
 Para que exista relación de causalidad es necesario que el hecho sea la causa directa y necesaria 
del daño, independientemente si el daño pueda ser atribuible a una pluralidad de causas, de tal 
forma que si una de ellas hubiere faltado, no se hubiera producido el daño. 
De todo lo anotado, podemos colegir, que las personas sujetas a la Responsabilidad Civil son todas 
aquellas a las que la ley les faculta para adquirir obligaciones, en pleno goce de su capacidad legal, 
siendo obvio que se exceptúan aquellas determinadas en el Artículo 1463 del Código Civil, que 
enumera aquellos que adolecen de incapacidades absolutas o relativas.   
 
2.5 Independencia de la Responsabilidad Civil 
De acuerdo a lo señalado en líneas anteriores, la responsabilidad civil es una sanción que consiste 
en la obligación de reparar el daño causado a otro. 
 
Este daño lleva en su naturaleza características propias e inherentes al perjuicio sufrido, siendo por 
tal  estas características de diversa índole confundiéndose en varios casos con responsabilidades 
que por su naturaleza no buscan solo la reparación del perjuicio sufrido, sino más bien imponer una 
sanción de carácter personal al ofensor, en este momento estaríamos frente a la responsabilidad 
penal. 
 
A este respecto, la doctrina considera que debido al daño causado, el afectado puede intentar dos 
acciones diferentes por su naturaleza, la acción civil, que busca la reparación económica del 
perjuicio causado o la acción penal que busca imponer una pena corporal al ofensor, pudiendo 
coincidir las dos acciones pero no identificarse o confundirse la una con la otra. 
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Las diferencias se encuentran teniendo en consideración a la persona contra la cual va dirigida la 
acción, en los móviles del resultado y en atención al sujeto pasivo mismo que puede ser la sociedad 
o un particular. 
 
Esto significa que existen casos en los cuales no se puede dejar pasar por alto la acción civil, como 
cuando el delito o cuasidelito se comete contra cualesquiera de las Instituciones del Estado, pero si 
es posible elegir la acción más conveniente de acuerdo a los intereses del afectado por este delito o 
cuasidelito, por cuanto la responsabilidad civil no analiza la personalidad del sujeto ni las 
circunstancias de su obrar, sino su resultado, no atiende al perjuicio social sino al daño privado, 
dependiendo la reparación de la importancia del daño causado de acuerdo a la finalidad del 
accionante. 
 
Cabe recordar para ahondar sobre esta característica que el derecho penal prevé la antijuridicidad 
formal, plasmado en el principio de legalidad, en donde nadie podrá ser reprimido por un acto que 
no se halle expresamente establecido en la ley penal; el derecho civil  admite una serie abierta de 
actos ilícitos, por cuanto es imposible prever todos los deberes jurídicos cuyas violaciones 
engendran responsabilidad. 
 
Con los antecedentes señalados resultan obvio colegir, que las acciones derivados de un delito o 
cuasidelito que afecte a los intereses de un particular es totalmente independiente de la 
responsabilidad penal, por cuanto es facultad del afectado intentar hacer valer sus derechos de la 
forma que más estime conveniente a sus intereses, cuando el delito o cuasidelito a afectado a sus 
bienes patrimoniales, de los cuales el estado no se vea afectado de ninguna manera, enmarcado 
dentro del principio rector dado  por la seguridad jurídica y social que otorga la Constitución del 
Estado a todas las personas por igual;  pudiendo inclusive en ciertos casos intentar ambas acciones 
de manera independiente, como cuando se ha girado un cheque contra una cuenta cerrada, tema 
materia de mi estudio, y que será analizado en el correspondiente capítulo. 
 
2.6 El cheque disoluto por cuenta cerrada 
De acuerdo a la Definición que sobre la cuenta cerrada realiza la Ley de Cheques, es aquella: 
 
“Es aquella cuenta corriente sobre la que, por disposición de la Superintendencia de Bancos 
y Seguros, no se puede girar ni pagar cheques, ni registrar otros movimientos de 
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captaciones o retiros, debido a que su titular, girador, firma conjunta o firma autorizada ha 
sido sancionado por el incumplimiento de disposiciones legales o reglamentarias” (2011). 
 
De acuerdo a la definición mencionada podemos precisar que al existir en cierre de la cuenta 
corriente que mantenía el girador del cheque con la entidad bancaria, este no podía girar de ninguna 
manera cheques contra la mencionada cuenta, por cuanto se encontraba imposibilitado para realizar 
este giro debido a una sanción impuesta por haber incumplido las disposiciones constantes en la ley 
de cheques y que serán analizadas más adelante. 
 
A este respecto es necesario analizar dos aspectos a considerarse y que tiene que ver estrictamente 
al momento en que se ha cerrado la cuenta corriente que se mantenía con la mencionada Institución 
Bancaria: 
 
El primero de ellos responde a la posibilidad que el cheque haya sido girado cuando el girador no 
tenía conocimiento del cierre de su cuenta corriente; o cuando a la fecha de la emisión del cheque 
esta se encontraba habilitada y el cierre de cuenta sobrevino con posterioridad al giro del 
documento, en estos casos no cabría hablar de un delito de estafa, por cuanto la sanción al cuenta 
correntista se dio con posterioridad a la emisión del cheque. 
 
En este caso el cheque por el solo hecho de no haber sido pagado al momento de su presentación al 
cobro, ya es un título viciado que hace prueba en contra del girador para las acciones civiles que 
correspondan al tenedor de buena fe. 
 
El segundo caso ocurre al tratarse de un cheque girado contra una cuenta cerrada, cuando al 
momento de la emisión del cheque, la cuenta ya se había sido cerrada como sanción al cuenta 
correntista que por disposición de la ley y mediante una Resolución previa de la Superintendencia 
de Bancos y Seguros se hizo merecedor de esta sanción, en este momento no importan las 
condiciones del plazo de presentación del cheque a fin de establecer además de la acción penal 
correspondiente por el delito de estafa, tipificado y sancionado en el Código Penal, la acción civil 
pertinente para obtener el cobro del cheque con las respectivas costas, gastos e intereses que 
correspondieren.  (Decreto Ejecutivo No. 1852. RO/ 475, 1994). 
 
Este cheque al igual que el anterior caso señalado, es viciado y hace prueba en contra del girador o 
endosante según correspondiere, a fin de entablar las acciones penales o en sentido estricto por la 
naturaleza del tema propuesto, las acciones civiles a que haya lugar. 
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De lo anotado se puede concluir, que el cheque girado contra una cuenta cerrada, encierra una 
plena característica de corrompido, que degrada la confianza a la fe pública y que hace posible que 
el tenedor de buena fe, en estricto apego a la ley, en base a la protección que brinda el estado 
Constitucional Garantista de Derechos, pueda obtener vía judicial el reconocimiento del derecho 
patrimonial vulnerado. 
 
2.6.1 Consecuencias de la Cuenta Cerrada 
Las consecuencias inmediatas de la cuenta cerrada, es que inhabilita a una persona que habiendo 
sido titular de un contrato de cuenta corriente para el giro de cheques, por el hecho de la sanción 
impuesta mediante  Resolución de la Superintendencia de Bancos y Seguros, con conocimiento de 
la Institución bancaria en la que se mantenía esta cuenta corriente. 
 
Es necesario hacer notar que precediendo el cierre de la cuenta corriente y estando vigente esta 
inhabilitación al titular de la misma por el tiempo determinado en la sanción, de llegarse a girar un 
cheque contra esta cuenta cerrada, se hace responsable el girador civilmente por la obligación 
contraída al pago del importe del cheque, al de los intereses a la tasa máxima establecida por el 
Banco Central del Ecuador, gastos procesales, de notificación al girador que el cheque ha sido 
protestado por cuenta cerrada, y los correspondientes daños y perjuicios a que hubiere lugar; 
además deja abierta la posibilidad a que dependiendo de la voluntad del legítimo tenedor pueda 
ejercerse la acción penal por estafa. Características y Efectos de la Cuenta Cerrada. 
 
Partiendo del concepto anteriormente anotado, podemos señalar las siguientes características de la 
Cuenta Corriente Cerrada: 
 
a) Es una Resolución unilateral de la Superintendencia de Bancos y Seguros, en base a la cual 
se le prohíbe a una persona sea titular, girador, firma conjunta o firma autorizada girar este 
medio de pago por incumplimiento de disposiciones legales o reglamentarias; 
b) Procede una vez que el banco con el que se mantenía el contrato de cuenta corriente, ha 
notificado a la Superintendencia de Bancos y Seguros sobre el incumplimiento en el que ha 
incurrido el titular, girador, firma conjunta o firma autorizada; 
c) Es una medida preventiva, mediante la cual se protege al Sistema Financiero Nacional y al 
posible beneficiario, contra la posibilidad de ser perjudicado en sus derechos patrimoniales; 
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d) Es una medida sancionadora al titular, girador, firma conjunta o firma autorizada, que le 
imposibilita realizar transacciones bancarias, sean captaciones o retiros, a más del giro de 
cheques como medio de pago; 
e) Al ser un abuso del derecho del titular, girador, firma conjunta o firma autorizada, 
mediante el cual vulnera la fe pública, se prevé la posibilidad de obtener vía judicial del 
reconocimiento del derecho insatisfecho; 
f) No es susceptible de oposición del titular, girador, firma conjunta o firma autorizada, una 
vez que se le haya establecido la sanción; 
g) Una vez cumplido con el plazo de sanción puede volver a recuperar la calidad para volver a 
realizar transacciones bancarias y pago con cheques. 
Es necesario anotar, que el Art. 64 del Reglamento a la Ley de cheques, establece que 
  
“Tratándose una persona natural facultada por empresas, fundaciones u otras sociedades, en 
calidad de firma autorizada, que ha dejado de tener tal calidad, no será sancionada de 
acuerdo a lo anotado en líneas anteriores, una vez que se le notifique al banco este cambio 
en la nómina de firmas y en el evento que ya se le haya impuesto esta sanción, la misma 
quedará sin efecto a petición fundamentada del banco o por disposición del órgano de 
control correspondiente, enviando las respectivas notificaciones sobre el cese de las 
medidas tomadas en contra del girador con firma autorizada”. 
 
Entre los efectos de la Cuenta Cerrada, se pueden distinguir los siguientes: 
 
a) Las personas sancionadas con el cierre de sus cuentas quedan inhabilitadas para girar 
cheques en representación de terceros o como firma autorizada. 
b) Ningún banco podrá abrir cuentas corrientes durante el tiempo de la sanción a quienes se 
encuentren inhabilitados. 
c) Se le sanciona al titular, girador, firma conjunta o firma autorizada a la multa establecida 
en el Art. 31 de la Ley de Cheques, en concordancia con el Art. 59 de su Reglamento, la 
misma que es el pago del 10% del valor girado;  
d) Inhabilita al titular, girador, firma conjunta o firma autorizada con la excepción establecida 
en el Art. 64 del Reglamento a la Ley de cheques, al manejo de todas las cuentas corrientes 
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abiertas  a su nombre durante un tiempo determinado de acuerdo a la reincidencia que haya 
demostrado en sus relaciones con los beneficiarios y con el banco, que puede ser: 
“Si posee una cuenta corriente en el periodo de una año con dos cheques protestados la 
inhabilidad durará un mes; 
Si posee dos cuentas corrientes hasta cuatro cheques en un año la inhabilidad durará un 
mes; 
Si posee una cuenta corriente, ha sido rehabilitado por primera vez y se protestan tres 
cheques por el lapso de un año contados a partir de la fecha del primer protesto, la 
inhabilidad durará un año, además de pagar la multa establecida en el Art. 31 de la Ley de 
Cheques, en concordancia con el Art. 59 de su Reglamento; 
Si posee más de una cuenta corriente, ha sido rehabilitado por primera vez y se le protestan 
seis cheques en el periodo de un año contado desde la fecha del primer protesto, además de 
pagar la multa del 10% del valor del cheque, la inhabilidad durará un año; 
Si posee una cuenta corriente y ha sido rehabilitado por segunda ocasión, si se protestan 
hasta dos cheques en un año, a más de las sanciones anotadas anteriormente, la inhabilidad 
durará tres años; 
Si posee más de una cuenta corriente, y ha sido rehabilitado por segunda ocasión, si se 
protestan al menos cuatro cheques, a más de las sanciones establecidas anteriormente, la 
inhabilidad durará tres años”. 
e) Si conocía el titular, girador, firma conjunta o firma autorizada del cierre de la cuenta 
corriente, se enmarca en el tipo penal de estafa, a más de las acciones civiles a las que haya 
lugar para obtener judicialmente el pago total del cheque, intereses legales, daños y 
perjuicios causados, costas procesales y honorarios profesionales; 
f) Si no conocía del cierre de la cuenta corriente, se hace responsable pago total del cheque, 
intereses legales, daños y perjuicios causados, costas procesales y honorarios profesionales, 
reclamados vía civil. 
 
Es preciso anotar, que de conformidad con el Art. 69 del Reglamento a la Ley de Cheques; 
 
 “Los bancos no podrán cerrar las cuentas corrientes de las Instituciones del Sector Público, 
en caso de protesto por falta o insuficiencia de fondos, debiendo notificar a la Contraloría 
General del Estado, a la Superintendencia de Bancos y Seguros y al Representante Legal de 
la entidad titular de la cuenta corriente, dentro de los ocho días siguientes a la fecha del 
protesto” 
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Lo cual vendría a constituirse en una excepción a favor del estado, en base a la seguridad de la 
cosa pública, que este afectada. 
 
2.7 Las acciones civiles del cheque 
El término "acción" proviene del vocablo latino actio, y como expresa Véscovi, todos los autores 
citan al famoso texto de Celso que sirvió por siglos para definir la acción: nihil aliud est actio quam 
ius persequendi in iudicio quod sibi debeatuf, que significa: La acción no es sino el derecho a 
perseguir en juicio lo que se nos debe, en otros términos, como expresa el citado autor, quien tiene 
el derecho tiene la acción. 
 
En base   a lo anotado, podemos establecer que la acción civil emanada del cheque girado contra 
una cuenta cerrada, proviene estrictamente del derecho nacido del cheque mismo, es decir, del 
documento. 
 
Este derecho protegido por la ley al considerar al cheque no como un instrumento de crédito, sino 
como un medio de pago, que para algunos tratadistas se constituye como dinero en efectivo mismo, 
debido a su corta vida en el mundo comercial, a diferencia por ejemplo de la Letra de Cambio, que 
si en considerado como un instrumento de crédito, que tiene una amplia vida comercial debido a su 
facilidad de circulación y endoso.  (Orbe, Héctor F. , 1989, pág. 193) 
 
En virtud de lo señalado, la normativa legal vigente en nuestro país, y en muchos países del mundo 
protege al tenedor de buena fe contra los abusos que puedan generarse de parte del titular, girador, 
firma conjunta o firma autorizada de este medio de pago que se transforma inmediatamente en 
dinero al momento de su presentación ante la Institución del Sistema Financiero facultada para 
realizar estos movimientos económicos, y que se constituye en el girado. 
 
Las acciones civiles provenientes del cheque protestado son las siguientes: 
 
a) Acción Ejecutiva; 
b) Acción Verbal Sumaria; 
c) Acción Ordinaria por Enriquecimiento Injusto; y, 
d) La acción por daño Moral. 
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Sin embargo de lo señalado, me referiré estrictamente a las acciones civiles derivadas a las 
acciones Civiles Provenientes del Cheque Protestado por Cuenta Cerrada, que a mi entender son las 
siguientes: 
 
a) Acción Verbal Sumaria; 
b) Acción Ordinaria por enriquecimiento Injusto; y, 
c) Acción Por Daño Moral. 
 
En necesario hacer notar que no será materia de mi estudio el Juicio Ejecutivo, por cuanto 
siguiendo estrictamente la letra de la Ley determinada en el Art. 57 de la Ley de Cheques, 
aunque un poco ambiguo establece: 
 
“Art. 57.- Acciones civil y penal.- El cheque no pagado por falta o insuficiencia de fondos 
y protestado dentro del plazo de presentación, constituye título ejecutivo…” 
En los demás casos, salvo disposición legal en contrario, el pago de un cheque podrá 
reclamarse en juicio verbal sumario” 
La acción civil intentada para el pago de un cheque, no perjudica la acción penal 
correspondiente.” (2002). 
 
De lo anotado, se colige, en el sentido estricto del contenido de la ley, que el protesto de un 
cheque por la falta o insuficiencia de fondos, presentado dentro del plazo legal determinado en 
el Art.25 de la Ley de Cheques, faculta al legítimo tenedor a seguir la acción ejecutiva para 
ejecutar el cobro de este título valor; pero no menciona en este inciso al cheque protestado por 
cuenta cerrada, que es una figura totalmente diferente al de la falta o insuficiencia de fondos, 
ya que esta se da mediante una Resolución de la Superintendencia de Bancos y Seguros, como 
una sanción al cuenta correntista que ha infringido la ley o reglamentos expedidos para el 
efecto del movimiento de una cuenta corriente, como no ocurre cuando el protesto se ha 
realizado por falta o insuficiencia de fondos. 
 
En virtud de esto y retomando lo atinente a las acciones civiles del cheque protestado por 
cuenta cerrada tenemos: 
 
a) Acción Verbal Sumaria.- Procede cuando se ha presentado el cheque dentro del plazo de 
presentación, y se lo ha protestado por una causa diferente a la falta de provisión de fondos, 
43 
como cuando entre otras circunstancias o defectos de fondo o de forma se lo ha protestado 
por cuenta cerrada. 
 
Procede además la acción verbal sumaria, cuando el cheque ha sido presentado fuera del plazo 
legal para su cobro y ha sido protestado por falta o insuficiencia de fondos. 
 
b) Acción por enriquecimiento Injusto.- Establecida en el inciso final del Art. 50 de la Ley de 
cheques, el cual sin embargo habla erróneamente del “Enriquecimiento Ilícito”, palabra 
que tiene otras connotaciones jurídicas que más cabrían en el campo penal. 
 
Esta es una acción extra cartácea, sustentada en la equidad y la justicia, la cual permite al 
legítimo tenedor del cheque cuando hubieren prescrito las acciones anteriores, demandar al 
girador que se hubiere enriquecido injustamente en su perjuicio. 
 
c) La acción por Daño Moral.- La acción por daño moral procede únicamente cuando el 
girador haya causado un perjuicio de gran relevancia en contra del patrimonio del tenedor 
legitimado del documento cartular, perjuicio que le ha ocasionado serias alteraciones en la 
psiquis del perjudicado por cuanto esta es una acción que busca obtener una medida 
compensatoria al daño extrapatrimonial causado como será analizado en la procedencia de 
esta acción. 
 
Además es procedente la Acción por Daño Moral, cuando el girador del cheque, ha sido 
sancionado por el tipo penal de estafa ante el órgano de la función judicial con competencia en 
razón de las personas, el territorio y la materia, por cuanto, esta nace del delito cometido, 
siendo el mismo, el giro del cheque contra una cuenta cerrada, con pleno conocimiento de la 
sanción impuesta por la Superintendencia de Bancos y Seguros, circunstancia que deberá ser 
debidamente comprobada ante el correspondiente juzgador.  
 
La doctrina considera que aún existe una acción ordinaria procedente cuando el cheque ha 
dejado de tener esta naturaleza, es decir, se ha constituido en un simple recibo, pero sin 
embargo de estar considerada como una de las acciones civiles derivadas del cheque, no me 
referiré a ella, por cuanto se dirige a los casos de cheques posdatados o posfechados, es decir 




2.7.1 Acción Verbal Sumaria Requisitos 
El juicio Verbal Sumario, por su naturaleza se constituye en un proceso de conocimiento, a 
diferencia del Juicio Ejecutivo, que es de Ejecución; mediante el cual se persigue una sentencia 
declarativa de derechos, sin embargo de que esta sentencia se ejecuta de la misma manera que la 
dictada en un juicio ejecutivo, siguiendo una vez ejecutoriada la sentencia en trámite de la vía de 
apremio  desde ese estado, persiguiendo los bienes que el deudor tenga en su dominio, con el cual 
responder por la obligación contraída. 
 
El juicio verbal sumario, es procedente de conformidad con lo establecido en el Art. 828 del 
Código de Procedimiento Civil, en los siguientes casos: 
 
a) “Los que por disposición expresa de la Ley, deban sustanciarse verbal y sumariamente; 
b) Los que por convenio de las partes deben someterse al trámite del juicio verbal sumario, 
como procedimiento declarativo; y, 
c) Los de liquidación de intereses, frutos, daños y perjuicios ordenados en sentencia 
ejecutoriada”. 
 
De lo anotado se desprende que es plenamente procedente el trámite verbal sumario para obtener 
judicialmente el reconocimiento del importe del cheque protestado por haberse girado contra una 
cuenta cerrada, de acuerdo a lo determinado en el Art. 843 del Código de Procedimiento Civil, en 
concordancia con el inciso segundo del Art. 57 de la Ley de Cheques, siendo inclusive procedente 
este trámite en los siguientes casos:  
 
Los defectos de forma por inexistencia de los elementos esenciales del cheque, que generan 
acción verbal sumaria. 
 
a) “El libramiento del cheque en cuenta cerrada; 
b) El libramiento del cheque sin fecha de emisión; 
c) El libramiento del cheque sin indicación del lugar de libramiento; 
d) La inexistencia de la firma del librador en el cheque; 
e) Cuando  no consta escrita la denominación del cheque en el instrumento librado; 
f) Cuando la firma del librador titular de la cuenta corriente, no corresponde a la que tiene 
registrada en el banco; 
g) Cuando no consta la designación del banco girado; 
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h) Cuando el cheque es librado en procuración del titular de la cuenta corriente y la 
autorización no ha sido comunicada al banco girado; 
i) El cheque librado por el titular de la cuenta corriente, pero en la firma no consta la 
rúbrica registrada en el banco girado; 
j) El cheque girado por el titular de la cuenta corriente, pero que ha alterado su firma; y, 
a) La acción verbal sumaria reclamando el pago de la indemnización de perjuicios, 
ocasionados por la negligencia en dar aviso del protesto del cheque, en el plazo previsto 




Los defectos de forma por alteración de los elementos esenciales del cheque, que generan 
acción verbal sumaria. 
 
b) Las alteraciones por deterioro del cheque, siempre que resulten ilegibles los elementos 
esenciales del cheque, como consecuencias de la alteración; 
c) Las alteraciones del texto de los elementos esenciales del cheque, por tachaduras, 
enmendaduras o sobre escrituras en el texto original; 
d) Cuando el banco girado se niega al pago aduciendo defectos de forma sin haberlos, 
perdiéndose como consecuencia los fondos depositados en el banco; en este caso al acción 
verbal sumaria se sigue contra el girado por los daos y perjuicios ocasionados; y, 
e) La acción verbal sumaria por la revocatoria del cheque.  (Abarca, 2011) 
 
Por último debo señalar, que la acción civil intentada para el cobro de un cheque, es totalmente 
independiente de la acción penal a que tenga lugar, por haberse demostrado el dolo al momento 
del giro del documento cartular, esto es, se ha girado a sabiendas de que la cuenta está cerrada, 
de acuerdo a lo estipulado en el inciso final del Art. 57 de la Ley de Cheques. 
 
2.7.2 Acción por Enriquecimiento Injustificado Requisitos 
En primer lugar en necesario realizar una aclaración, tomando como base de la misma la palabra 
“ilícito”, utilizada en la codificación de la Ley de cheques, palabra que no está bien utilizada al 
momento de referirse a esta acción extra cambiaria, por cuanto el Diccionario de Derecho Usual 
Tomo II de Guillermo  Cabanellas, en relación con estos vocablos, señala: 
 
“INJUSTO.- Contrario a la justicia, a la razón o al derecho”. 
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“ILÍCITO.- Lo prohibido por la ley a causa de oponerse a la justicia, a la equidad, a la razón a a 
las buenas costumbres…” (Cabanellas, 2010). 
 
En base a esta diferencia marcada en una forma abismal, el vocablo correcto que debe relacionarse 
con esta acción extra cambiaria es el de ENRIQUECIMIENTO INJUSTO O INJUSTIFICADO y 
no como se hace constar ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO. 
 
Procede cuando se han extinguido por medio de la prescripción las obligaciones cambiarias 
emanadas del protesto del cheque, esto es la acción ejecutiva y la verbal sumaria, por lo que esta es 
una acción netamente extra cambiaria. 
 
Esta es considerada por los tratadistas como una acción que sale del nexo cartular, ya que el título –
si puede considerarse como tal- no es más que un simple medio de prueba que solo vincula al 
demandado en virtud del incremento injusto de su patrimonio en detrimento del patrimonio del 
legítimo tenedor del cheque. 
 
Las condiciones que deben existir para entablar la acción ordinaria por Enriquecimiento Injusto son 
las siguientes: 
 
a) La pérdida de las demás acciones cambiarias, ya sea por prescripción o por caducidad; 
b) La falta de acción causal; es decir, que no se pueda sustituir la acción cambiaria perdida, 
por la acción causal, ya por que ésta última no proceda, ya por que no existe acción causal 
o ya por haberse extinguido la obligación por novación; y, 
c) Que exista el enriquecimiento indebido del demandado y el correlativo empobrecimiento 
del tenedor. 
 
De lo anotado se establece que el objeto de la acción extra cambiaría por enriquecimiento 
injusto, se constituye bajo un principio de justicia y equidad, es evitar que el tenedor del 
cheque quede indefenso y se empobrezca a favor del girador del título valor que se enriquece 
sin causa justa, por la sola pérdida de las acciones cambiarias contra los obligados cambiarias. 
 
Esta acción de acuerdo a lo establecido en inciso final del Art. 50 de la Ley de Cheques, 
prescribe en el plazo de un año a partir de la fecha en que hayan prescrito las acciones 
anteriores, esto es si el legítimo tenedor tiene seis meses a partir de la fecha del protesto para 
entablar la acción verbal sumaria, se contaría un año con seis meses a partir de la fecha del 
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protesto del cheque girado contra una cuenta cerrada para hablar de la prescripción de la acción 
extra cambiaría por enriquecimiento injusto.  
 
2.7.3 Acción por Daño Moral Casos 
Al respecto, lo primero que debe recordarse y destacarse es que  el derecho a exigir indemnización, 
por parte de quién ha sufrido un daño moral, existe únicamente cuando ese daño es consecuencia 
de un delito o cuasidelito civil, igual rige para el delito doloso o culposo en lo penal. 
 
Así lo establece el Código Civil en su Art. 2214, que determina: 
 
“Art. 2214.- Efectos del hecho ilícito.- El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido 
daño a otro, está obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes 
por el delito o cuasidelito”.  
 
En concordancia con este artículo, me permito transcribir lo manifestado por el Art. 2229 ibídem, 
que manifiesta: 
 
“Art. 2229.- Reparación del daño.- Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o 
negligencia de otra persona debe ser reparado por ésta”. 
 
El mismo Código Civil, en su Art. 2232, ya se refiere a los daños morales concretamente, 
señalando la posibilidad a ejercer ésta acción de carácter civil y trámite ordinario por quien hubiere 
sufrido daños meramente morales, que son detallados más adelante en el inciso final del mismo 
Art., el mismo que manifiesta: 
 
 “… y, en general, sufrimientos físicos o síquicos como angustia, ansiedad, humillaciones u 
ofensas semejantes”. 
 
De lo anotado se desprende, que la acción civil por daño moral procede en todos los casos en que 
una persona haya sufrido una afectación en su fuero interno, más conocido para el derecho actual 
como Bienes extra patrimoniales, que son todos aquellos bienes que pertenecen intrínsecamente a 
una persona y que no pueden ser evaluados económicamente, por cuanto proceden de la psiquis de 
un individuo. 
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Se considera que por la naturaleza misma del daño moral, que como se dejó anotado afecta a un 
individuo en su fuero externo, no cabría hablar de daño moral en casos en que tal situación o 
afectación pudiera ser evaluada económicamente, es decir, reemplazada o puesto su equivalente en 
dinero, por cuanto esta situación saldría totalmente de la esfera del daño moral. 
 
Pero que sucede, cuando el daño ocasionado en de tal gravedad que le ha originado al afectado una 
grave perturbación psicológica, la misma que afecta enormemente sus relaciones personales y 
familiares. 
 
Es necesario recalcar y sin la menor duda al respecto, que la tranquilidad y paz interna de una 
persona está íntimamente ligada a sus bienes, por lo que una afectación a estos, necesariamente 
ocasionará un sentimiento de ansiedad y de angustia, con lo que estaríamos frente a la esfera del 
daño moral. 
 
En este momento es preciso realizar una diferenciación, y es que, para hablar del daño moral 
procedente de una relación jurídica que puede ser valuada de manera económica, es a mi criterio un 
requisito indispensable de NECESIDAD y DEPENDENCIA, esto es, que su medio de subsistencia 
esté ligado íntimamente con el daño causado, de tal suerte que sea sumamente difícil suplirlo de 
otra manera, es decir, que dependa totalmente de éste, siendo el mismo su modus vivendi. 
 
En todos estos caos, y una vez que se ha demandado por daño moral, la indemnización no 
representa en estos casos equivalencia económica sino COMPENSACION O SATISFACCION. 
A este respecto y debido a la preocupación generalizada que ha ocasionado este apasionante tema, 
me permito citar lo manifestado por la Nueva Enciclopedia Jurídica F., al tratar sobre los Daños y 
Perjuicios expresa: 
 
 "Deberán ser considerados como indemnizables los daños causados en  las personas, bien 
en su libertad, en su salud, su honra, etc?. Esta es la debatida cuestión de la reparación del 
daño moral: los tratadistas han polemizado, quizá con exceso sobre la "pecunia doloris"; 
pero parece ser que en la moderna doctrina se ha llegado a una distinción particularmente 
exacta. Se ha distinguido entre aquellos daños morales que representan en definitiva un 
interés económico y los daños morales. strictus sensu. Sobre los primeros no hay problema; 
la doctrina general entiende que deben ser resarcibles. El verdadero problema surge en 
aquéllos casos que no producen repercusión económica inmediata” 
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"La tesis que sostiene que estos daños son indemnizables, considera "que si la ley ordena el 
resarcimiento de los daños causados en el patrimonio, no debe exceptuar los causados al 
patrimonio más sagrado, que es el patrimonio moral".  (Seix, 1982) 
 
Por lo anotado, debe diferenciarse totalmente, lo atinente a la acción por daños y perjuicios, que 
también será analizada brevemente, por cuanto es parte de las acciones que tienden a obtener el 
reconocimiento del importe del cheque, a más de otros rubros que serán detallados en el capítulo 
respectivo, en donde se tomarán en cuenta el daño emergente y el lucro cesante, con la acción por 
daño moral, en donde no se persigue una indemnización de esta naturaleza, sino más bien una 













 CAPITULO III.  TRAMITE DE LAS ACCIONES VERBAL 
SUMARIA, ENRIQUECIMIENTO INJUSTO Y  DAÑO MORAL 
PROVENIENTES DEL CHEQUE GIRADO EN CUENTA 
CERRADA 
3.1 El juicio verbal sumario 
El Art. 57 del Código Adjetivo Civil, define al “JUICIO” como “…la contienda legal sometida a la 
resolución de los jueces”.  
 
Hay autores que incluyen este proceso entre los especiales; pretenden que se encargue entre las 
cuestiones simples, las que por su naturaleza especial, deben solucionar con urgencia, como 
propuesta a los trámites largos, llenos de formalidades, gastos e inconvenientes de otros 
procedimientos, especialmente el ordinario. 
 
Deben ser juicios  en donde se omiten las solemnidades del ordinario y que se atienen a la 
averiguación de la verdad judicial por medos más breves y sencillos sin menoscabo de las 
formalidades esenciales y garantías de defensa para las partes, generalmente para reglar los juicios 
de poca cuantía y a fin de que no se consuma el valor de la cosa litigiosa con los gastos judiciales o 
costas del pleito. 
 
De acuerdo a las particularidades del Juicio verbal sumario, podemos señalar, que este proceso es 
en cierta medida más simplificado que el proceso ordinario, en tanto no es tan demorado en su 
tramitación, por lo menos esto se establece en las características establecidas en el Código de 
Procedimiento Civil a partir del Art. 828 hasta el Art. 847 del citado cuerpo legal, sin embargo en 
la práctica nos encontramos ante un engorroso y retardado procedimiento que en nada beneficia a 
los litigantes, o más concretamente a quien propone la demanda en base a un justo derecho asistido; 
sin embargo de lo anotado, podemos señalar que el juicio Verbal Sumario nació para: 
 
 Acortar plazos, y reducir apelaciones interlocutorias y recursos; 
 Conceder al juez la dirección del proceso para repudiar actuaciones superfluas; 
 Suprimir las formalidades innecesarias, respetando las esenciales, para averiguar la verdad; 
 Admitir las formalidades accidentales o accesorias de puro derecho positivo que sean útiles 
para una decisión justa; 
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 Suprimir los actos que han sido impuestos con tanta generosidad y amplitud, buscando la 
economía procesal, la brevedad y la celeridad; 
 Liberar de la litis contestatio; 
 Que el juez pueda cerrar audiencias y dictar sentencias cuando el asunto ha sido 
debidamente probado. 
 
3.1.1 Las características del juicio verbal sumario son: 
 Resumir y compendiar el procedimiento común; 
 Afianzar la justicia; 
 Establecer una correlación entre el fin y los medios; 
 Se instruye y ventila rápidamente; 
 Las pruebas sean verbales y sus resultados consten en un acta; 
 Es breve y sencillo: se admite la demanda y su justificación y se decide sobre ella en 
audiencia verbal; 
 Busca la justicia de paz o equidad 
 Es un juicio declarativo o sea destinado a obtener el reconocimiento de un derecho; 
 Es un juicio especial, porque sólo se lo aplica cuando así lo expresa la Ley en forma 
expresa; 
 Es un juicio extraordinario o sui-generis desde el punto de vista de su estructura; 
 Es un juicio en teoría por lo menos breve, por ser verbal y sumario, ya que se reduce a 
demanda, citación, audiencia de conciliación y contestación a la demanda, término de 
prueba de seis (6) días y sentencia; 
 Las Cortes Superiores que conocen en segunda instancia de esta clase de procesos, deben 
fallar según lo actuado; 
 Es un juicio concentrado, esto es tanto la cuestión principal como la accesoria deben 
resolver en sentencia. 
 
Si comparamos las peculiaridades y los actos procesales que se realizan en este proceso con lo 
postulado en la doctrina veremos que coinciden en muy poco. 
El lenguaje verbal le dice a este juicio que no es verbal ni sumario y es cierto. Ninguna diligencia 
es verbal ni siquiera la audiencia de conciliación y contestación a la demanda pues aun ésta se 
reduce a escrito, las pruebas no se recogen en un solo acto y en una sola acta. Tampoco es sumario, 
es decir breve, reducido, ajeno a las formalidades. 
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3.1.2 Casos que se tramitan en Juicio Verbal Sumario 
El señor Lic. Rodrigo Aulestia en su obra señala las siguientes: 
 
“El Art. 843 del Código de Procedimiento Civil determina las demandas que por 
disposición de la ley o por convención de las partes deben sujetarse a este trámite, a saber: 
 Las de liquidación de intereses, frutos, daños y perjuicios, ordenadas en sentencia 
ejecutoriada; 
 Las controversias relativas a predios urbanos entre arrendador y arrendatario o 
subarrendatario; y, 
 Los asuntos comerciales que no tuviesen procedimiento especial. 
- El Art. 48 del Código de Procedimiento Civil, indica que "los frutos serán liquidados en 
juicio verbal sumario". 
 La calificación de créditos cuando no hubiere acuerdo (Art. 556 Código de Procedimiento 
Civil). 
 En el juicio de Partición, al existir objeciones sobre las hijuelas, aquellas se tramitan en 
juicio verbal sumario (Art. 664 Código de Procedimiento Civil). 
 La mayoría de los juicios posesorios. 
 Lo relativo a la administración, durante el juicio de Partición, será conocido en juicio 
Verbal Sumario (Art. 869 Código de Procedimiento Civil 
 Los juicios posesorios relativos a conservar o recuperar la posesión de bienes raíces o de 
derechos reales constituidos en ellos y las denuncias de obra nueva o de obra vieja, de que 
habla el Título XI del Libro II del Código Civil, están sujetas al trámite verbal sumario. 
 Como excepción, indicaremos el caso del Art. 706 que trata del "Despojo Violento", 
conforme al Art. 992 del Código Civil, en que su sustanciación es sumarísima. 
 Los relativos a servidumbre (Art. 707 Código de Procedimiento Civil.) 
 Todos los incidentes que se presentaren en juicio (a excepción del verbal sumario y del 
ejecutivo, entre otros) (Art. 1068 Código de Procedimiento Civil). 
 Las acciones de Inquilinato Art. 39 de la Ley de Inquilinato). 
 Las objeciones que se presenten respecto al pago del seguro, cuando no existiere acuerdo 
con el asegurado o beneficiario (Art. 100, inciso 4to. de la Ley de Compañías de Seguros). 
  La oposición a la inscripción de una Marca (Art. 19 de la Ley de Marcas de Fábrica). (Hoy 
regulada por la decisión 313 del Acuerdo de Cartagena para el Régimen Común). 
 Infracciones que atenten contra los Derechos de Autor, literales a); b); e); h; i) del Art. 117 
de la Ley de Derechos del Autor (Art. 121 Ley de Derechos el Autor). 
- El pago de cheques que no sea por insuficiencia de fondos ni antedatado o, por 
enriquecimiento ilícito Art.57, inciso segundo de la Ley de Cheques, tales como: 
53 
 Perdida causada por falsificación (demanda contra el girado. Art. 60). 
 Pago de cheque en cuenta cerrada (Art. 57 inciso segundo). 
 Cheque revocado por orden del girador (Art. 27). 
 Oposición a la constitución de Patrimonio Familiar (Art. 864 Código Civil). 
 Nulidad y recisión y cualquier otro litigio que existiere sobre la Constitución de Patrimonio 
familiar (Arts. 864, 867, y 870 del Código Civil). 
  Las demandas de divorcio por cualquiera de las causales del Art. 109 del Código Civil 
(Art. 118 Código Civil). 
 Las impugnaciones de que trata el Art. 291 de la Ley de Compañías. 
  El cobro de Vales y demás documentos mercantiles que no tengan trámite especial”. 
(1994). 
 
De acuerdo a lo mencionado, se puede colegir que las acciones verbales sumarias tienen un amplio 
campo de conocimiento, en donde se tramitan juicios que por su concepción y característica deben 
tener un proceso sumario y rápido, por cuanto su fuente radica en derechos ya existentes y que no 
es necesario declararlos mediante un proceso de conocimiento que corresponde a los juicios 
ordinarios, sino más bien perfeccionar su ejecución a través del órgano judicial competente. 
 
En relación a la Acción Verbal Sumaria procedente del protesto realizado en un cheque girado 
contra una cuenta cerrada, puedo señalar que el desconocimiento generalizado en casi todas las 
esferas sociales sobre cuáles son las acciones que tiene el legítimo tenedor de un cheque, cuando 
este ha sido girado en cuenta cerrada, hace necesaria la exposición de este tema sobre la mesa 
jurídica, bajo el aspecto investigativo y correspondiente propuesta, sobre este importante problema 
jurídico comercial. 
 
Dentro del convivir jurídico diario es común encontrarnos en las estanterías en donde se archivan 
los diversos procesos en la Función Judicial, causas que se ejercitan por haberse girado un cheque 
sin provisión de fondos, mirado este documento como un título valor exigible su cobro ya sea por 
vía ejecutiva, verbal sumaria u ordinaria, dependiente del tiempo en el cual se haya intentado esta 
acción civil en contra del girador del cheque, pero que decir, cuando se ha girado este contra una 
cuenta cerrada, ¿cuál es la acción que más conviene seguir a fin de obtener el reconocimiento del 
derecho patrimonial vulnerado?.  
 
Es menester aclarar que siempre que nos encontramos con este problema, la primera opción que 
planteamos y  se nos  plantea, reviste una característica netamente penal, bajo el tipo de Estafa, sin 
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lugar a dudas que cuando se nos ha girado este título valor contra una Cuenta Cerrada, de acuerdo a 
nuestra legislación, se le tipifica como un delito de estafa, pesquisable de oficio. 
 
Sin embargo de aquello, nuestra legislación recoge en su normativa otras acciones que se pueden 
seguir en contra del librador de un cheque en cuenta cerrada. Estas acciones son como tal, 
netamente diferentes a la planteada en líneas anteriores, es decir, la acción penal,  y serán materia 
de mi investigación y correspondiente propuesta de normativa adecuada, mediante la cual se pueda 
acudir directamente sin necesidad de regirse por leyes supletorias a las determinadas en la Ley de 
Cheques, tales como el Código de Procedimiento Civil, en donde se encuentran plasmadas estas 
acciones de carácter netamente civil y que buscan, no sancionar a la persona misma del girador de 
este título valor, que actualmente, de acuerdo  a no pocos tratadistas y abogados en libre ejercicio 
de la profesión se debe mirar no como un documento, sino como dinero en efectivo para los fines 
legales que este concepto encierra en su misma naturaleza 
 
En lo que respecta a la Procedencia del Juicio Verbal Sumario procedente de un Cheque girado 
contra una cuenta cerrada, se puede afirmar que el cheque es en esencia un título de crédito, de la 
especie de los papeles de comercio, de naturaleza jurídica estrictamente cambiaria, sujeto a un 
proceso del mismo orden, esta naturaleza se traduce como el derecho o poder de hacer valer ante un 
órgano jurisdiccional y frente a una persona distinta una pretensión jurídica que se designa 
“cambiaria”, o extra cambiaria, de acuerdo a la normativa legal y las condiciones intrínsecas que 
encierra este título valor,  en razón de que tiene por título o fundamento exclusivo y excluyente, 
una relación documental instrumentada en un papel de comercio. 
 
Sin embargo de ser utilizado como medio de pago, es necesario aclarar que el cheque no puede 
considerarse como pago en dinero en efectivo, por cuanto solo este  último extingue totalmente la 
obligación contraída entre librador y tomador o beneficiario, por cuanto, no produce los mismos 
efectos jurídicos que el pago realizado en moneda del curso legal, en efecto, el que paga una deuda 
con un cheque en vez de hacerlo con moneda circulante no se libera frente a su acreedor. 
En base a esto y a otros aspectos que revisten este importante tema, la ley concede acciones civiles 
encaminadas a recuperar el derecho patrimonial afectado y vulnerado, atacando directamente y 
luego de un proceso judicial a los bienes del librador hasta por el monto de la afectación, sin incluir 
los gastos que demanden el respectivo proceso hasta su culminación. 
 
Por medio del estudio de este título valor, su importancia, características, efectos comerciales y 
jurídicos, y acciones legales prevista en las normas jurídicas, llegaremos a determinar cuál es el 
camino más rápido, seguro y legal al momento de hacer respetar, para cualesquiera de las partes 
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intervinientes en esta relación jurídica los derechos que son representados por el documento 
mismo, que es la base SINE QUA NON, para establecer dicha relación,  ya que el derecho  nace 
del documento, y no el documento del derecho. 
 
Por lo señalado y por cuanto el cheque nunca ha dejado de ser uno de los papeles  del tipo de Título 
Valor, siendo el medio más utilizado en la gran mayoría de la sociedad a fin de satisfacer 
obligaciones de carácter económico e inclusive laboral,  el tema propuesto reviste un aspecto 
sumamente actual, por cuanto nuestra legislación vigente, especialmente la Ley de Cheques, no 
contempla ninguna acción civil expresamente señalada; únicamente se hace brevemente referencia 
a estas  en el inciso segundo del artículo 57 de este cuerpo legal sin entrar en mayores detalle de 
estas acciones legalmente procedentes,  a fin de que por medio de estas se proceda a obtener el 
resarcimiento del perjuicio ocasionado al patrimonio del legítimo tenedor de un cheque que se ha 
visto perjudicado por el girado al momento de entregarle este con conocimiento  o sin él que  el 
contrato de Cuenta Correntista que mantenía con una Institución Bancaria habilitada para tal 
actividad, se ha dado por terminado por cualesquiera de las causas establecidas  en la ley y que 
serán analizadas a profundidad una vez se desarrolle el tema propuesto, ya que en la actualidad la 
Acción plenamente señalada por la normativa legal, es la Acción penal fijada en el tipo de Estafa, 
en donde lleva aparejada una pena, sin embargo se debe reconocer que en ocasiones una persona no 
quiere verse involucrado en una acción penal en calidad de denunciante, siendo preferible para ella 
una acción civil, encaminada solo a recuperar su bien patrimonial afectado. 
 
Dentro de este contexto, se puede diferenciar otra acción, que si bien es cierto nace propiamente de 
la acción penal, y por lo tanto deberíamos considerar un aspecto de prejudicialidad penal, esto es 
que primero es necesario obtener sentencia ejecutoriada en el fuero penal, para con esta sentencia 
recurrir al fuero civil, para que mediante un proceso verbal sumario planteado ante el Juez o 
Tribunal de quien emanó la Resolución, se reconozca a favor del acreedor vencedor del juicio las 
correspondientes indemnizaciones por daños y perjuicios a las que haya lugar, por los daños 
ocasionados al patrimonio del legítimo tenedor del título valor, base de la acción, propiamente 
estamos hablando del Juicio por Daños y Perjuicios que nace de la acción penal de Estafa, que por 
ser proveniente del documento cartular, también será analizada brevemente en lo atinente al 
procedimiento de la acción verbal sumaria, estableciendo brevemente la procedencia de la acción 
penal y correspondiente acción verbal sumaria por el acto ilícito que ejecutó el girador del cheque 
que emitió el documento a sabiendas que la cuenta corriente que pudo hacer originado al título 






Para Chiovenda, el accionante puede tener interés en hacer cesar la incertidumbre para hacer 
seguro el goce de los bienes garantizados por una norma de ley “se requiere que exista la voluntad 
de la ley que sea causa legítima y que se tenga interés en obrar”. 
 
Davis Echandia.- “Proceso declarativo puro…Cuando el interesado solicita al Juez que 
declare la existencia o la inexistencia de un derecho por relación jurídica sin que se trate de 
imponer al demandado ninguna responsabilidad ni de negar incumplimiento, ni de pedir 
que se modifique una relación jurídica existente; o que se constituya una nueva…” 
 
Carnelutti; “Juicio de conocimiento el de mera declaración de certeza cuando la existencia 
de la relación declarada por el Jueza es independiente de esa su declaración; convierte la 
norma jurídica en precepto relativo al caso deducido en el proceso…”. 
 
En conclusión, y de acuerdo con lo señalado por el DR. Rubén Morán Sarmiento; “en esta 
clase de procesos declarativos, los hechos están garantizados por normas jurídicas, claras y 
precisas; pero se necesita que el Juez con su decisión confirme esta situación jurídica 
determinada; decisión del Juez que no va a provocar ninguna situación adversa en contra 
del demandado; por ejemplo a una persona le interesa aclarar los linderos de sus predios; 
aclaración que contará con la presencia de los propietarios colindantes; pero que bien puede 
no tener consecuencia de imposición, condena en contra los colindantes, no obstante que la 
pretensión o aspiración se orienta contra ellos. Esa declaración contiene un reconocimiento 
al derecho del actor” 
 
3.1.4 Requisitos para su procedencia 
Los requisitos que deben considerarse para que proceda la Acción Verbal Sumaria cuando se ha 
girado un cheque contra una cuenta cerrada, a fin de obtener el reconocimiento del valor del 
cheque, intereses al máximo legal establecido por el Directorio del Banco Central del Ecuador, 
Costas Procesales y Honorarios del Abogado Defensor, son los siguientes: 
 
a) El cheque debe reunir los requisitos establecidos en el Art. 1 de la Ley de Cheques, que son 
los siguientes: 
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“1.-  La denominación de cheque, inserta en el texto mismo del documento y expresada en 
el idioma empleado para su redacción; 2.-  El mandato puro y simple de pagar una suma 
determinada de dinero; 3.- El nombre de quien debe pagar, o girado; 4.- La indicación del 
lugar del pago; 5.- La indicación de la fecha y del lugar de la emisión del cheque; y, 6.- La 
firma de quien expide el cheque o girador”. 
 
De esto se colige, que primeramente el cheque debe constituirse en jurídicamente válido, a fin 
de demandar civilmente mediante un Juicio Verbal Sumario, para obtener el reconocimiento 
del derecho patrimonial conculcado.  
 
b) Que el Protesto se levante por estar la cuenta cerrada.- Esto es, que se desprenda de la 
razón  inserta al reverso del cheque, colocada por el girado, de manera comprensible y 
legible en idioma castellano, que permita al Juzgador establecer diáfanamente, que el 
cheque no fue pagado por cuanto al momento de acercarse el legítimo tenedor del 
documento, la cuenta corriente estaba cerrada, en virtud de la sanción impuesta  por la 
entidad competente, siendo en este caso la Superintendencia de Bancos y Seguros; 
Es necesario recalcar, que el protesto debe contener los siguientes requisitos, que a nuestro 
entender son; 1.-  la nota o certificación del protesto debe hacerse constar en el reverso del 
documento en forma clara y legible, 2.- el protesto debe hacerse constar el tiempo de la 
negativa de pago, esto es, el día y hora en la que se lo realiza, 3. - debe contener la firma 
del Girado; 4.-   debe señalarse la causa de la negativa de pago. 
c) Que el Protesto sea notificado al girador.- El Art. 43 de la Ley de Cheques, al hacer 
relación a la notificación que debe realizarse a endosante y al girador, determina “…El 
portador o tenedor dará aviso de la falta de pago a su endosante y al girador, dentro de 
los cuatro días hábiles siguientes a la fecha del protesto…”. 
 
Sin embargo de hacer constar este requisito, es necesario hacer notar, que el mismo no resulta 
imprescindible para iniciar la acción en contra del girador u endosante, de acuerdo a lo señalado al 
tenor literal del mismo Art. 43, en donde determina: “…Quien no haga la notificación en el plazo 
anteriormente indicado, no pierde sus derechos; no obstante, es responsable, si a ello hubiere 
lugar, del perjuicio causado por su negligencia, sin que el resarcimiento pueda exceder del 
importe del cheque…” 
 
De lo anotado se desprende que este requisito, sirve más bien para precautelar de la mejor manera 
los intereses del legítimo tenedor del documento cartular, ya que no es propicio entregarle 
elementos al endosante o girador, para que intente soslayar la tutela jurídica que entrega el estado 
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al titular de la acción cambiaria o extra cambiaria, a través de subterfugios o tecnicismos de la ley, 
lo que podría ocurrir de no cumplirse con esta formalidad. 
 
d) Que la acción sea exigible por esta vía de acuerdo a las reglas generales de la prescripción.- 
El Art. 50 de la Ley de cheques manifiesta: “…Las acciones que corresponden al portador 
o tenedor contra el girador, los endosantes y demás obligados, prescriben a los seis meses, 
contados desde la expiración del plazo de presentación…”  
 
Esta disposición de los seis meses se extiende a las acciones que tengan los obligados entres sí, 
al momento que uno de ellos ha cubierto la totalidad del cheque. 
 
De lo anotado se desprende, que el tiempo para reclamar por vía verbal sumaria, es el de seis 
meses, contados a partir de la expiración del plazo de presentación al cobro del cheque, lo que 
tomando en cuenta los plazos determinados en el Art. 25 Ibídem, sería de seis meses con veinte 
días, tratándose de cheques girados y pagaderos en el Ecuador; y de seis meses con noventa 
días, los cheques girados en el exterior y pagaderos en el Ecuador, contados desde la fecha de 
su emisión. 
 
e) Que la Acción sea exigible, por no haberse operado la caducidad del documento.- 
Doctrinariamente, legal y jurisprudencialmente hablando, prescriben las acciones judiciales 
encaminadas a obtener el reconocimiento de un determinado derecho; y al momento de 
hablar de caducidad, estamos ingresando al mundo intrínseco del documento mismo, esto 
es, que este se haya presentado cuando aún era exigible el derecho emanado de él, por estar 
dentro de los plazos determinados para su presentación al cobro ante el girado, es decir, 
técnica y estrictamente hablando, es necesario que el documento guarde la plena validez 
jurídica, no por sus requisitos de fondo y forma que le dan vida al cheque, sino por el 
tiempo dentro del cual debe hacerse efectivo o debe intentarse su ejercicio cambiario 
económico ante el girado,  para de esta manera, si no se paga a su presentación, el legítimo 
tenedor tenga el pleno derecho de ejercitar las acciones a las que se crea asistido por el 
protesto del cheque. 
 
f) Que dicha obligación proceda de un objeto licito.- El Art. 1461 del Código Civil en el libro 
cuarto, al hablar de los actos y declaraciones de voluntad, manifiesta: “…Para que una 
persona se obligue a otra por un acto o declaración de voluntad es necesario…”  
“…3. Que recaiga sobre un objeto lícito…” 
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Esto se debe entender como la necesidad que dicha obligación recaiga o haya recaído sobre 
una cosa cuyo comercio no esté prohibido por la ley, por estar considerado como ilícito, es 
decir, prohibido su adquisición por la normativa legal, tal es el caso de una obligación 
contraída para pagar por droga o cualquier otro alcaloide.  
 
g) Que dicha obligación tenga una causa lícita.- en el mismo Art., se determina:  
“…Que tenga una causa lícita…” 
 
Se entiende como causa lícita al origen mismo de la obligación, es decir, que esta no provenga al 
igual que el ejemplo anterior de ninguna transacción comercial que haya tenido como fuente a un 
negocio de los prohibidos por la ley y que no generan obligación civil alguna, como en el caso de 
los juegos y las apuestas, ya que en caso de suceder esto, bien podría ser planteado como excepción 
por parte del demandado, lo que ocasionaría un largo proceso tendiente a demostrar cada una de las 
afirmaciones ante el juzgador, lo que vendría a desnaturalizar esta acción. 
 
Creo necesario señalar que el mismo libro cuarto del Código Civil manifiesta en su 
Artículo. 1453, al referirse a las fuentes de las obligaciones: “…Las obligaciones nacen, ya 
del concurso real de las voluntades de dos o más personas, como en los contratos o 
convenciones; ya de un hecho voluntario de la persona que se obliga, como en la 
aceptación de una herencia o legado y en todos los cuasicontratos…” 
 
Refiriéndome al caso en concreto, puedo señalar que la obligación contraída de un cheque, puede 
ser considerada como un contrato en su esencia, ya que al nacimiento de este título valor siempre 
ha precedido una declaración de voluntad de los intervinientes, el girador ha manifestado su 
voluntad que se hace efectiva por medio del giro del cheque,  como medio de pago por cualquier 
bien o servicio, sin importar si el contrato es real, solemne o consensual; en tanto que el tenedor o 
beneficiario, acepta el cheque como medio de pago por dicho bien o servicio, estableciéndose en 
este momento la relación contractual entre el girador y el beneficiario, lo que otorga derechos y 
obligaciones entre estos. 
 




“…Derechos personales o créditos son los que solo pueden reclamarse de ciertas personas 
que, por un hecho suyo o la sola disposición de la ley, han contraído las obligaciones 
correlativas; como el que tiene el prestamista contra su deudor, por el dinero prestado…” 
 
En este artículo radica la base mediante la cual se puede ejercer la acción civil verbal sumaria 
correspondiente a fin de obtener el reconocimiento del derecho patrimonial afectado al constituirse 
este crédito en un derecho personal que solo puede reclamarse en este caso al deudor que contrajo 
la obligación en el momento en que el cheque fue protestado por encontrarse la cuenta cerrada, de 
este derecho nace la acción personal. 
 
3.2 TRAMITE 
El Artículo.- 75 de la Constitución del Ecuador señala: 
 
“Art. 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, 
imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 
inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las 
resoluciones judiciales será sancionado por la ley” 
 
De esto se colige, que es deber primordial del estado velar por los intereses de cada uno de los 
asociados, a través del libre acceso a la justicia, como medio para garantizar los derechos 
consagrados y protegidos por la Constitución. 
 
El Trámite o procedimiento que debe seguirse al entablar una acción de carácter verbal sumaria, 
como todo juicio principia por la demanda; que de conformidad con lo establecido por el Art. 66 
del Código de Procedimiento Civil es: 
 
“Demanda es el acto en que el demandante deduce su acción o formula la solicitud o reclamación 
que ha de ser materia principal del fallo” 
 
Esto es, que por medio de ésta se pone en conocimiento del órgano  judicial competente de acuerdo 
con las reglas de la jurisdicción y la competencia, la solicitud o reclamo, para que sea éste luego de 
cumplir con todas las formalidades inherentes al objeto mismo del reclamo o petición resuelva o 
emita su dictamen de acuerdo a las pruebas aportadas durante el juicio. 
61 
De lo anotado se colige, que la actuación judicial principia por medio de la demanda con un acto de 
parte, es decir, que solo le compete el derecho para presentar la misma al directamente interesado 
en la reclamación del derecho vulnerado, el mismo que puede rehusar a iniciar la respectiva acción, 
por cuanto en el derecho civil, el aparato estatal no puede actuar de oficio, o a sus herederos de 
conformidad con lo señalado en el Art. 36 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Al tratarse de personas incapaces, deben ser debidamente representados por otro que tenga su plena 
capacidad legal y que guarde estrecha relación con quien propone la demanda – esto también se 
relaciona con el demandado, en lo referente a quienes pueden intervenir en los juicios-, a este 
respecto el Arts. 33 y 34 del Código de Procedimiento Civil refiriéndose a quienes son incapaces 
para comparecer a juicio, señalan: 
 
1 “…el menor de edad y todos cuantos se hallen bajo tutela o curaduría, a no ser que lo hagan 
por medio de su representante legal… 
2 Las personas jurídicas a no ser por medio de su representante legal…” 
 
Lo señalado guarda estrecha relación con las reglas generales a las que hace referencia el Código 
Civil en sus Arts. 1461, 1462 y 1463, en donde determina las clases de incapacidades y sus efectos 
en los actos y declaraciones de voluntad, que deben ser observados en todas y cada una de las 
relaciones jurídicas sociales. 
 
Puedo concluir, que el requisito esencial de la demanda es que se declare un efecto jurídico de 
sentencia, es decir, deducir la pretensión. El juez para alcanzar esa pretensión abre el proceso, pero 
no porque lo pida así el demandante, sino por la demanda del demandante. 
 
3.2.1 Requisitos de la demanda 
A fin de lograr que el aparato judicial se ponga en movimiento, es necesario cumplir con 
determinados requisitos o formalidades, expresamente señalados en la ley, por cuanto sin embargo 
que el Juez es un funcionario considerado por nuestra Constitución como Garantista de Derechos, 
también es preciso recalcar, que éste no conoce en primera instancia ningún aspecto del derecho 
presuntamente vulnerado, por esta razón es necesario que se le hagan conocer los mayores detalles 
de la pretensión para así formarse un juicio de valor sobre el derecho reclamado, siendo así, nuestra 
legislación contempla los siguientes requisitos, sin los cuales el Juez mandará que se complete la 
demanda, bajo prevenciones de ley, que no significa otra cosa que advertir al actor que de no acatar 
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esta disposición no se tramitará su acción, estas formalidades establecidas en el Art. 67 del Código 
de Procedimiento Civil son: 
 
1.  “La designación del juez ante quien se la propone; 
2. Los nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los nombres completos 
del demandado; 
3. Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión; 
4. La cosa, cantidad o hecho que se exige; 
5. La determinación de la cuantía; 
6. La especificación del trámite que debe darse a la causa; 
7. La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del lugar donde debe 
notificarse al actor; y, 
8. Los demás requisitos que la ley exija para cada caso”. 
 
De acuerdo a lo manifestado por el Art. 68 ibídem, a la demanda se  deberán acompañar los 
siguientes documentos: 
 
 “1.- El poder para intervenir en el juicio, cuando se actuare por medio de apoderado; 
2.- La prueba de representación del actor si se tratare de persona natural incapaz; 
3.- La prueba de la representación de la persona jurídica, si ésta figurare como actora; 
4.- Los documentos y las pruebas de carácter preparatorio que se pretendiere hacer valer en 
el juicio y que se encontraren en poder del actor; y, 
5.- Los demás documentos exigidos por la ley para cada caso”. 
 
MODELO DE DEMANDA POR JUICIO VERBAL SUMARIO PROCEDENTE DE 
CHEQUE PROTESTADO POR CUENTA CERRADA. 
SEÑOR JUEZ DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
NN, de 50 años de edad, de estado civil casado, de ocupación comerciante, domiciliado en esta 
ciudad de Quito, Provincia de Pichincha, comparezco ante usted con la siguiente demanda: 
PRIMERO: NOMBRES DEL DEMANDADO.- 
El demandado responde a los nombres de XY. 
SEGUNDO: FUNDAMENTOS DE HECHO.- 
Del cheque que acompaño al libelo de mi demanda, vendrá a su conocimiento señor Juez, que soy 
legítimo tenedor del documento cartular Nro. 0000, de la cuenta corriente Nro. 111111, del Banco 
del Pichincha S.A., por el valor de TRES MIL DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMERICA, el mismo que al momento de ser presentado al cobro en la ventanilla del 
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Banco Girado, dentro del término legal establecido para el efecto resultó PROTESTADO POR 
CUENTA CERRADA, conforme la razón sentada en el anverso del mismo por el girado. 
Acompaño además al libelo de mi demanda señor Juez, la constancia de la notificación del protesto 
realizada al girador a través del Banco Girado, la misma que se la realizó por escrito en el 
domicilio del emisor del documento cartular materia de la presente demanda. 
TERCERO: FUNDAMENTOS DE DERECHO.- 
Fundamento mi demanda de conformidad con lo establecido en los Arts. 18, 24, 25, 57 y más 
pertinentes  de la Ley de Cheques, en concordancia con el Art. 828 y siguientes del Código de 
Procedimiento Civil. 
Alega expresamente Señor Juez, que se dé cumplimiento a lo establecido en el Art. 280 del Código 
de Procedimiento Civil, en lo que fuere pertinente. 
CUARTO: PETICION.- 
Con los antecedentes expuestos demando al señor NN, a lo siguiente: 
1.- Al pago del valor constante en el Cheque, esto es la cantidad de TRES MIL DOLARES DE 
LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA; 
2.- Al pago de los intereses legales establecidos desde el protesto del cheque; 
3.- Al pago del valor correspondiente por mora; 
4.- Al pago de Costas procesales; y, 
5.- Al pago de los honorarios de mi Abogado Defensor. 
Ofrezco reconocer pagos parciales que se justifiquen legalmente. 
Solicito Señor Juez, que dejando fotocopias debidamente certificadas en Autos, se ordene el 
desglose del cheque aparejado a la demanda. 
QUINTO: CUANTIA.- 
La cuantía la fijo en la cantidad de TRES MIL QUINIENTOS DOLARES DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE NORTEAMERICA. 
SEXTO: TRAMITE.- 
El trámite que debe darse a la presente causa es el Verbal Sumario. 
SEPTIMO: CITACION.- 
Al demandado se lo citará con el contenido de ésta demanda y la providencia de calificación 
recaída en ella en su domicilio ubicado en la Av. S/N 000 y S/N, de esta ciudad de Quito, Provincia 
de Pichincha, o en lugar que indicaré personalmente al señor actuario. 
Notificaciones que me correspondan las recibiré en la casilla judicial Nro. 111, perteneciente a mi 
Abogado Defensor señor Doctor Fernando Rivera C., profesional a quien faculto para que a mi 
nombre y representación suscriba cuantos escritos fueren necesarios en defensa de mis legítimos 
derechos. 
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Firmo conjuntamente con mi Abogado Defensor. 
 
F. Abogado F. CLIENTE 
La demanda se presenta en la oficina de sorteos de la Función Judicial, con las correspondiente 
copias de la misma, a fin de que se radique la competencia en uno de los Juzgados de lo Civil y 
Mercantil del Cantón en el que se encuentre el domicilio del demandado, de acuerdo a la 
información constante en el cheque, en lo referente al lugar en que se ha girado el cheque, de 
conformidad con la Ley de Cheques. 
 
MODELO DE CALIFICACION DE LA DEMANDA. 
(Lugar y fecha) 
A: ACTOR. 
Dr. DEFENSOR. 
En el Juicio Verbal Sumario No. 000-000-000, que sigue NN en contra de YY, hay lo siguiente: 
JUZGADO PRIMERO DE LO CIVIL DE PICHINCHA.- Lugar, Fecha, Hora.- VISTOS: Avoco 
conocimiento de la presente causa, en virtud del sorteo de ley, en mi calidad de Juez Titular de esta 
judicatura, en lo principal, la demanda que antecede es clara, precisa y reúne los requisitos de ley, 
por consiguiente al ser procedente al trámite verbal sumario, cítese al demandado señor YY, en el 
domicilio señalado para el efecto.- Dejándose copia certificadas del cheque materia de la presente 
causa, ordenase el desglose del mismo.- Tómese en cuenta el domicilio judicial señalado por el 
accionante, así como la autorización conferida a su Abogado defensor, así como la documentación 
adjunta. Notifíquese.- f).- XX, JUEZ. 




Sin embargo de lo señalado, si faltare cualesquiera de los requisitos legales señalados 
anteriormente, el Juez mandará a completar la demanda por el término perentorio de tres días, 
durante los cuales, el actor deberá consignar los datos requeridos por el Juzgador, bajo 
prevenciones de ley, lo que significa que si el accionante no cumple con estos, el Juez se abstendrá 
de tramitar la demanda y ordenará su archivo, mandando además que se devuelvan los documentos 
adjuntos a la demanda; conforme lo determina el Art. 69 del Código de Procedimiento Civil; esta 
Resolución podrá ser apelada obviamente por el actor. 
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Es importante señalar, que el juzgador debe ser en extremo prolijo al momento de hacer cumplir 
con éste requisito procesal, por cuanto, si el tribunal de alzada observa omisión de alguna 
solemnidad se transforma en este momento en causa para que éste sea sancionado por el Director 
Provincial del Consejo de la Judicatura, con una de las siguientes sanciones: 
 
a) Amonestación por escrito, cuando incurriera por primera vez  en esta falta; 
b) Multa equivalente al 10% de la remuneración del Juez o Jueza, cuando se trate de una 
segunda ocasión; 
c) Suspensión; y, 
d) Destitución. 
 
3.2.2 Efectos de la demanda 
Los efectos de la demanda, una vez calificada, conforme a la ley y la doctrina son los siguientes: 
 
1-. Efectos materiales.-  
 
son todos aquellos efectos que por su naturaleza atacan directamente a la facultad misma de 
proponer la acción, ya sea por el transcurso del tiempo o por que haya cesado la causa para 
proponer esta clase de acción, es decir, suspende la caducidad e interrumpe el plazo de 
prescripción. La caducidad se suspende siempre y cuando lo estime la sentencia. La interrupción de 
la prescripción se produce por su ejercicio ante los tribunales, por reclamación extrajudicial del 
acreedor y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda del deudor. Si no obtenemos una 
sentencia favorable los efectos desaparecen, ya que va a ser la sentencia la que va a decir si se van 
a producir esos efectos materiales. 
 
Cabe destacar, que la sola presentación y calificación de la demanda, no interrumpe por si misma el 
plazo de prescripción de acuerdo a las reglas que tratan sobre esta, consagrados en los Arts. 2392 y 
siguientes del título XL, del libro cuarto Código Civil, por cuanto ésta interrupción se produce con 
la Citación a la demanda, que es el acto procesal mediante el cual se le hace conocer al demandado 
la acción que se ha iniciado en su contra, así lo determina el Art. 97, literal 2, del tema que no 





2-. Efectos procesales 
Los efectos de la presentación de la demanda exteriorización del conflicto entre particulares y que 
dicho conflicto va a entrar a debatirse ante un Tribunal o Juzgado. Ese conflicto entre particulares 
entra en la esfera pública y va a empezar a pender del Ordenamiento Público y esto es a lo que se 
conoce con la denominación de litispendencia. 
 
La litispendencia marca el inicio del proceso. El derecho lo que aspira es que la situación subjetiva 
y objetiva, cuando se inicia el proceso, no se altere durante el desarrollo del juicio, en este mismo 
contexto se abre la imposibilidad de abrir otro proceso con las mismas partes y el mismo objeto, 
tanto durante la celebración de ese proceso como cuando haya terminado con sentencia firme de 
cosa juzgada. 
 
Además, se crea el deber del Tribunal o Juzgado de incoar ese derecho para cumplir la tutela 
efectiva, creando también el deber de ordenar el proceso y del fallo, y la obligación del órgano 
judicial de advertir a la partes de los defectos, omisiones o imprecisiones en que haya incurrido al 
redactar la demanda. 
 
3.3 Citación y notificación. 
El Art. 73 del Código de Procedimiento Civil señala:  
 
“Citación es el acto por el cual se hace saber al demandado el contenido de la demanda o del acto 
preparatorio y las providencias recaídas en esos escritos” 
 
De lo señalado por la letra de la Ley,  
 
La citación es un acto procesal complejo, mediante la cual se emplaza al demandado para que dé 
contestación a la demanda. Este acto procesal es formalidad necesaria para la validez del juicio y es 
además, garantía esencial del principio del contradictorio, pues por un lado la parte queda a 
derecho y por el otro cumple con la función comunicacional de enterar al demandado que se ha 
iniciado un juicio en su contra y del contenido del mismo.  
 
La citación es entonces, manifestación esencial de la garantía del derecho a la defensa y elemento 
básico del debido proceso, sin el cual todo el proceso adolece de nulidad absoluta, desde el 
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momento en que se ha omitido este acto que le da vida y validez procesal al juicio mismo, sin la 
que es totalmente inexistente. 
Al respecto la Constitución del Ecuador, al referirse a los Derechos de Protección señala: 
 
“Art. 75.-Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, 
imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 
inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las 
resoluciones judiciales será sancionado por la ley”. 
 
De la misma manera, y con el mismo sentido determina: 
 
“Art. 76.-En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
básicas: 
 
1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de 
las normas y los derechos de las partes. 
 
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
 
a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento, 
b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa,  
c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones, 
d) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistida y 
replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir las que se 
presenten en su contra”. 
 
Lo señalado por nuestra Carta Magna, se ajusta estrictamente a lo atinente al debido proceso y al 
principio de contradicción, principio que está íntimamente ligado a la importancia que tiene el acto 
procesal de la citación con la demanda al demandado, acto sin el cual el proceso no nace a la vida 
jurídica, acarreando su nulidad desde el momento en que se produjo la omisión a ésta solemnidad 




3.3.1 Formas de Citación. 
Siendo la citación, a mi criterio, el acto procesal más importante que debe llevarse a cabo en todo 
proceso judicial, nuestra legislación contempla las siguientes clases de Citación, establecidas y 
detalladas en los Arts. 73 al 98 del Código de Procedimiento Civil. 
 
3.3.2 Citación por Boleta 
El Código de Procedimiento Civil en su Art. 77 establece:  
"Si no se encontrare a la persona que debe ser citada, se la citará por boleta dejada en la 
correspondiente habitación, a cualquier individuo de su familia o de servicio. La boleta 
expresará el contenido del pedimento, la orden o proveído dela  Jueza o del Juez,  y la fecha 
en que se hace la citación; y si no a quien entregarla, se la fijará en las puertas de la referida 
habitación, y el actuario o el citador, sentará la diligencia correspondiente. 
La persona que reciba la boleta suscribirá la diligencia, y si ella, por cualquier motivo, no lo 
hiciere, el funcionario respectivo, sentará la razón del caso y la suscribirá. 
La citación a un comerciante o al representante de una compañía de comercio, podrá 
también hacerse en el respectivo establecimiento de comercio en horas hábiles y siempre 
que estuviere abierto. 
Si no se encontrare a la persona que deba ser citada, se lo hará por boleta que se entregará a 
cualquiera de sus auxiliares o dependientes. 
Se extiende a este caso la obligación prescrita al actuario o citador en el Art. 76 Ibidem. 
El actuario o el citador tendrá la obligación de cerciorarse de la verdad de que se trata la 
respectiva habitación o establecimiento de comercio para hacer allí la citación en forma 
legal". 
 
En la especie, la Citación por boleta debe realizarse por tres ocasiones, dejadas en el mismo lugar 
en el que se dejó la primera, sin importar en estas ocasiones si la citación se le entrega a la misma 
persona que recibió en primer lugar, o a otra diferente, lo que reviste importancia, es que el 
funcionario Citador se cerciore si el lugar en el que se dejan estas, corresponde a la residencia del 




3.3.3 Citación en Persona 
El Art. 93 del Código de Procedimiento Civil señala: 
 "En todo juicio, la citación se hará en la persona del demandado o de su procurador; mas si 
no se pudiere ser personal, según el Art. 77, se hará por tres boletas, en tres distintos días, 
salvo los casos de los Arts. 82 y 86. 
El actuario o citador dejará la primera boleta en la habitación del que deba ser citado, 
cerciorándose de este particular. Si éste cambiare de habitación, o se ausentare, las otras 
dos boletas pueden dejarse en el mismo lugar en el cual se dejó la primera". 
En este caso, la Citación en persona es considerada como el acto procesal, mediante el cual se le 
hace conocer personalmente al demandado sobre la acción iniciada en su contra, esto es, que la 
misma se le entrega en las manos del demandado para los efectos procesales correspondientes, y 
que no son otros que prevenirle sobre la obligación que tiene de señalar casillero judicial dentro en 
el lugar en el que se le citó con la demanda para la defensa dentro de la misma, nombrando un 
abogado defensor que le patrocine en la causa incoada en su contra.. 
 
Las mismas consideraciones se tomarán en cuenta para todas las formas de citación practicadas 
dentro de una causa. 
 
3.3.4 Citación por la Prensa 
El Art. 82del Código de Procedimiento Civil señala:  
"A personas cuya individualidad o residencia sea imposible determinar se citará por tres 
publicaciones que se harán, cada una de ellas en fecha distinta, en un periódico de amplia 
circulación del lugar; de no haberlo, se hará en un periódico de la capital de la provincia, 
así mismo de amplia circulación nacional, que la Jueza o el Juez señale. 
La publicación contendrá un extracto de la demanda o solicitud pertinente, y de la provincia 
respectiva. 
La afirmación de que es imposible determinar la individualidad o residencia de quien deba 
ser citado lo hará el solicitante bajo juramento sin el cumplimiento de cuyo requisito, la 
Jueza o el Juez no admitirá la solicitud. 
Cuando deba citarse a herederos, a los conocidos se citará personalmente o por boleta y a 
los desconocidos o cuya residencia fuere imposible determinar, en la forma prevista por los 
incisos precedentes. 
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Los citados que no comparecieren veinte días después de la última publicación, podrán ser 
considerados o declarados rebeldes". 
Pera ello el domicilio o residencia del demandado no debe ser conocido, esto es que exista 
ignorancia invencible sobre el verdadero domicilio del demandado. 
 
Tiene que probarse que se hicieron las diligencias para el efecto, porque se supone que el actor es 
el primer interesado en extremar las precauciones con el objeto de evitar la nulidad, de lo contrario 
sería fomentar eventuales actitudes de mala fe que colocan al demandado en una posición injusta, 
privado del derecho de defensa. 
 
El actor debe manifestar bajo juramento, que ha realizado sin éxito las gestiones tendientes a 
conocer el domicilio de la persona a quien se debe citar. 
 
De este modo la citación con la demanda le impone al demandado la carga de la defensa, esto es se 
somete a la jurisdicción del Juez con deberes, cargas y facultades que la Ley confiere y las 
sanciones consiguientes. 
 
La citación por la prensa es procedente en los siguientes casos: 
 
1.- Cuando la demanda se dirige contra personas cuya individualidad se desconoce; 
2.- Cuando el actor no puede determinar el lugar de residencia del demandado; 
3.- Cuando debe citarse a herederos 
 
La apreciación de la validez de la citación con la demanda debe hacerse con criterio restrictivo, por 
su particular importancia para el desarrollo normal del proceso y por estar involucrado en ello la 
garantía de la defensa en juicio. El acto mediante el cual tiene lugar la citación del demandado, 
motiva que la Ley disponga que sea practicada en el domicilio y la rodea de formalidades 
específicas, conforme lo señalan los artículos citados. 
 
Cabe destacar, que de acuerdo con las Resoluciones emanadas por la Ex Corte Suprema de Justicia, 
la afirmación bajo juramento que realiza el actor dentro de un juicio de que es imposible 
“determinar” e “individualizar” el domicilio y residencia del demandado, no es suficiente para que 
la Jueza o el Juez, califiquen la demanda; por cuanto, se debe agotar de la manera más conducente 
e idónea las averiguaciones que alega el accionante, probándose estas de manera documentada, así 
lo establecen las Resoluciones 159-2001, 127-2002 y 258-2001, es decir, se deben adjuntar al 
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proceso medios adecuados que permitan al juzgador tener la certeza de que es verdad tal 
afirmación. 
 
Estas Resoluciones son de carácter obligatorio y vinculante a la naturaleza de todos los procesos 
judiciales en los cuales se invoque lo establecido en el Art. 82 del Código de Procedimiento Civil, 
por lo que de acuerdo con el Art. 19 de la Ley de Casación: 
 
“Todas las sentencias de Casación serán obligatoriamente publicadas en su parte dispositiva 
en el Registro Oficial y constituirán precedente para la aplicación de la ley…”. 
La triple reiteración de un fallo de casación constituye precedente jurisprudencial 
obligatorio y vinculante para la interpretación y aplicación de las leyes, excepto para la 
propia Corte Suprema de Justicia” 
 
Una vez cumplido con el acto procesal de la Citación de la Demanda, da inicio al proceso, o en 
otras palabras se “traba la litis”, siendo los efectos mismos de la Citación los siguientes, de 
acuerdo con el Art. 97 del Código de Procedimiento Civil: 
 
“Art. 97.-Son efectos de la citación: 
1.- Dar prevención en el juicio al juez que mande hacerla; 
2.- Interrumpir la prescripción; 
3.- Obligar al citado a comparecer ante el juez para deducir excepciones; 
4.- Constituir al demandado poseedor de mala fe, e impedir que haga suyos los frutos de la 
cosa que se le demanda, según lo dispuesto en el Código Civil; y, 
5.- Constituir al deudor en mora, según lo prevenido en el mismo Código”. 
 
Esto es, que una vez cumplida con esta formalidad procesal, y al dar inicio al proceso, el 
demandado en el pleno ejercicio de su Derecho a la Legítima Defensa, está en la plena facultad 
legal de comparecer al juicio y proponer las excepciones a las que se crea asistido, de acuerdo con 
el derecho que esté en litigio, las mismas que serán analizadas más adelante dentro de éste mismo 
capítulo. 
 
Es importante señalar, que como derecho de carácter civil, es propio de su naturaleza ejercitar la 
acción correspondiente para obtener su reconocimiento, por cuanto a diferencia de la esfera penal, 
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el juez no puede actuar de oficio, la misma regla se aplica cuando quien comparece a la acción 
deducida es el demandado, es decir, es facultativo si éste presenta sus excepciones o se defiende o 
caso contrario a pesar de estar legal y debidamente citado no comparece a juicio, a presentar sus 
respectivos alegatos y pruebas que desvirtúen las razones que propiciaron este enjuiciamiento civil. 
El efecto del silencio del demandado puede ser total si no contesta la demanda, o parcial si omite 
expedirse sobre algún hecho o documento citado por el actor. En el caso de silencio respecto a 
documentos, se lo tendrán por admitidos. Por otro lado, en caso de silencio sobre hechos, el juez no 
se encuentra obligado a tenerlos por admitidos. Se rige por la libre apreciación judicial de acuerdo 
a las pruebas y elementos de convicción que las partes ofrezcan. 
 
Aquí nos encontramos frente a la Rebeldía Procesal, que es la incomparecencia del demandado en 
el proceso y puede ser debida a una situación involuntaria porque éste no ha tenido conocimiento 
de la demanda ni del proceso. Basta el elemento objetivo de la incomparecencia inicial del 
demandado para que sea declarado en rebeldía, pero no es lo mismo la rebeldía propiamente dicha 
que su ausencia involuntaria debida a causas que no le son imputables (fuerza mayor, 
desconocimiento de la demanda y del pleito, cambio de domicilio antes de la citación o 
emplazamiento, etc.) o que obedecen a una infracción de las normas que sobre citaciones y 
emplazamientos contiene la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
 
La rebeldía del demandado no implica allanamiento ni reconocimiento tácito de las pretensiones 
ejercitadas por la parte actora; la parte actora o demandante se beneficia porque dicha rebeldía del 
demandado va acompañada de una lógica reducción de su actividad probatoria y una menor 
rigurosidad en la valoración de la prueba aportada por ésta, convirtiéndose en una situación de 
cómoda defensa de sus pretensiones. 
 
La rebeldía debe ser declarada judicialmente. 
 
Sólo debería considerarse como rebelde al demandado ausente por propia voluntad y no al que no 
acude al llamamiento por causa que no pueda serle imputada y, por ello, se halla privado de su 
derecho fundamental a la defensa, audiencia y contradicción. Aunque la ley no lo diga 
expresamente, también distingue al rebelde voluntario del involuntario, y a éste le permite 
recuperar las oportunidades procesales de defensa y audiencia aun cuando comparezca con 
posterioridad al término del emplazamiento; así, le otorga ampliamente el derecho a la prueba en la 
segunda instancia si comparece en la primera después del período de prueba, según lo establecido 
en el inciso final del Art. 81 del Código de Procedimiento Civil,  en otras ocasiones le restituye los 
plazos para realizar aquellos actos que precluyeron por causa de fuerza mayor, sin que ello 
73 
implique retroceder el procedimiento ni la sustanciación del pleito; en otras puede obtener la 
rescisión de la sentencia firme y la restitución del proceso. La Ley es respetuosa con los derechos 
fundamentales de defensa, audiencia y contradicción recogidos en el artículo 76 de la Constitución 
del Ecuador, sin los cuales no existiría la tutela judicial. 
 
La doctrina internacionalista ha elaborado un concepto propio de la rebeldía procesal, en orden al 
reconocimiento de resoluciones judiciales extranjeras, al distinguir entre la rebeldía involuntaria, en 
la que el emplazamiento y citación del demandado al litigio no han sido realizados debidamente, de 
aquélla situación que se califica de rebeldía táctica o de conveniencia, en la cual existe plena 
constancia de que el demandado ha tenido conocimiento preciso de la existencia del litigio y ha 
optado por no comparecer o por no hacerlo en la forma legalmente establecida. 
 
3.4 La Notificación 
El inciso segundo del Art. 73 del Código de Procedimiento Civil establece: 
 
“…Notificación es el acto por el cual se pone en conocimiento de las partes, o de otras 
personas o funcionarios, en su caso, las sentencias, autos y demás providencias judiciales, o 
se hace saber a quién debe cumplir una orden o aceptar un nombramiento, expedidos por la 
Jueza o el juez…”. 
Etimológicamente, proviene del latín notificare, derivado, a su vez, de notus, que significa 
“conocido”, y de facere, que quiere decir “hacer”.  
 
En consecuencia, notificación es el acto de hacer conocido, poner en conocimiento o hacer conocer 
algo. Se trata en definitiva, de un acto de comunicación.  
 
Ahora bien, cuando lo que se trata de hacer conocido a alguna de las partes o a un tercero, es un 
acto del tribunal, se está en presencia de un acto de comunicación procesal, que se denomina 
notificación.  
 
Como los actos de un Juzgado o Tribunal, se denominan genéricamente resoluciones judiciales, 
resulta que la gran mayoría de los tratadistas, coinciden en sus definiciones en el carácter esencial 
de toda notificación, cual es el de poner en conocimiento de las partes, terceros e interesados una 
resolución judicial.  
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Habitualmente las expresiones “citación”, que es el acto por el que se hace conocer a una persona 
sobre la acción que se ha planteado en su contra, y mediante la cual el juez ordena a las partes o a 
los terceros que comparezcan ante él en un momento determinado o término; “emplazamiento”, 
que es el acto por el cual el tribunal ordena a las partes o a los terceros que comparezcan ante él en 
un lapso de tiempo o plazo; y “requerimiento”, que es el acto por el cual el tribunal ordena a las 
partes o a los terceros hacer o no hacer alguna cosa determinada, que no consista en una 
comparecencia ante él, suelen ser consideradas por parte de la doctrina como especies de 
notificación, aunque en realidad según muchos tratadistas, se trata de actos de distinta naturaleza, 
siendo mi criterio compartido el de aquellos que opinan que las expresiones anotadas anteriormente 
son de carácter distinto en virtud que cada una de ellas siguen una finalidad particular. 
 
Las notificaciones judiciales permiten materializar dentro del proceso el principio de la 
bilateralidad de la audiencia, puesto que al poner en conocimiento de las partes una resolución 
judicial les posibilita ejercer respecto de estas sus derechos; en definitiva, ejercer su posibilidad a 
ser oído.  
 
Los artículos 84, 85, 90 y 91 del Código de Procedimiento Civil, establecen tres principios 
generales aplicables a toda notificación:  
 
“1º.- Las resoluciones judiciales sólo producen efecto en virtud de notificación hecha con 
arreglo a la ley; 2º Para la validez de la notificación no se requiere el consentimiento del 
notificado; 3º En el acto de la notificación no se admite declaración alguna del notificado”.  
 
Exceptuando los casos en que se declare rebelde a quien no compareció a juicio, con la finalidad de 
declarar la nulidad de todo lo actuado, siguiendo reglas concretas en cuanto a lo dispuesto en lo 
referente a la Citación. 
 
Para los efectos procesales, debe dejarse constancia escrita en el proceso del acto procesal de 
notificación, de acuerdo con el Art. 74 del Código de Procedimiento Civil lo que se realiza 
mediante una certificación o acta de haber efectuado la diligencia, a tantas sean las partes que 
intervengan en el proceso, la misma que debe ser firmada por el actuario, para posteriormente a 
través de la oficina de notificación de la Función Judicial, se ponga en conocimiento de las partes 




Requisitos de la Notificación: 
 
De Conformidad con el Art. 98 del Código de Procedimiento Civil, son los siguientes:  
 
“Art. 98.- El actuario fijará diariamente, hasta las nueve horas, en el lugar donde funcionen 
los casilleros judiciales, un boletín sobre las providencias que se hubieren dictado en el día 
hábil precedente, en el cual se harán constar: 
1.- La fecha de emisión del boletín; 
2.- Los nombres del actor y del demandado; 
3.- La determinación, en la forma más resumida, de la providencia dictada; y, 
4.- La firma del actuario. 
Se dejará un duplicado del boletín, autorizado por el actuario, para el archivo, que podrá ser 
examinado por las partes o por sus defensores.  
En el boletín no se publicará lo concerniente a medidas preventivas o al embargo, mientras 
no se hubieren cumplido”. 
 
3.5 Contestación a la demanda 
La contestación  a la demanda, es el acto mediante el cual el demandado alega, en el proceso 
iniciado en su contra, aquellas defensas que intente hacer valer contra la pretensión procesal. 
Procesalmente, deberá determinar los hechos sobre los cuales deberá producirse la prueba, y todas 
aquellas alegaciones que deberán evacuarse mientras dure el juicio, a fin de desvirtuar los hechos 
por los cuales se ha producido el enjuiciamiento civil. 
 
Desde el punto de vista formal la contestación a la demanda puede producir los siguientes efectos: 
En el Juicio Verbal Sumario, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 830 del Código de 
Procedimiento Civil, la Contestación a la Demanda se la realizará en la misma Audiencia señalada 
para el efecto, que por la naturaleza de este juicio es conocida formalmente como: AUDIENCIA 
DE CONCILIACION Y CONTESTACION A LA DEMANDA. 
La finalidad de esta Audiencia es tratar de llegar a un Acuerdo que será impulsado por la Jueza o el 
Juez, sin recaer éste en prevaricato, para de esta manera dar por finalizado al juicio por medio de 
este acuerdo suscrito entre las partes procesales. 
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De no llegar a ningún acuerdo en ésta Audiencia de Conciliación y Contestación a la Demanda, el 
demandado podrá proponer las excepciones sean estas dilatorias o perentorias a las que se crea 
asistido, trabándose de ésta manera la litis, y abriéndose la causa a prueba por el término de seis 
días. 
 
Como se señaló anteriormente, una vez realizada la citación con la demanda al demandado, se 
inicia el proceso, siendo facultad del accionado, el contestar a la demanda, allanándose a la misma,  
deducir excepciones, o simplemente no comparecer a juicio, con lo que se declarará en rebeldía.  
Más adelante me referiré detalladamente a cada una de las posibilidades procesales que tiene el 
demandado, siendo en este momento relevante referirme a la comparecencia del demandado de 
manera controvertida. 
 
3.5.1 Requisitos y Formas de la Contestación a la demanda: 
Posibilidades que enfrenta el demandado al comparecer a juicio: 
 El demandado deberá reconocer o negar categóricamente cada uno de los hechos expuestos 
en la demanda, pudiendo su silencio y sus respuestas evasivas o la negativa meramente 
general, ser estimadas como reconocimiento de la verdad de los hechos, así lo establece el 
Art. 103 del Código de Procedimiento Civil que establece: 
 
“Art. 103.- La falta de contestación a la demanda, o de pronunciamiento expreso sobre las 
pretensiones del actor, será apreciada por la Jueza o el juez como indicio en contra del 
demandado, y se considerará como negativa simple de los fundamentos de la demanda, 
salvo disposición contraria”. 
 Especificar con claridad los hechos que alegare como fundamento de su defensa, de 
conformidad con lo establecido en el Art. 833 del Código de Procedimiento Civil, 
observando lo establecido en el Art. 102 Ibidem; 
 Agregar la prueba documental que estuviere en su poder, y en caso de no tenerla a su 
disposición, individualizarlo indicando su contenido, lugar, archivo, oficina pública y 





3.5.2  Efectos de Incontestación de Demanda 
decurso del proceso. En el supuesto de que el demandado no niegue categóricamente los hechos 
expresados en la demanda, el juez puede estimar su silencio, sus respuestas evasivas o su negativa 
general como un reconocimiento de la verdad de los hechos. 
El silencio del demandado puede ser total o parcial, según deje de contestar la demanda o no. 
Si no contesta la demanda pero comparece al proceso, el régimen de notificaciones será igual, pero 
si no contesta, ni comparece se lo declarará en rebeldía con los correspondientes efectos procesales, 
por cuanto la rebeldía no interrumpe el normal 
 
3.6 El  allanamiento 
Es una de las actitudes posibles que el demandado puede asumir frente a la demanda y consiste en 
la declaración, en cuya virtud reconoce que es fundada la pretensión interpuesta por el actor. 
Los efectos del allanamiento son: 
a) El hecho de que el demandado se allane a la pretensión del actor no exime al juez de la 
obligación de dictar sentencia sobre el fondo del asunto.  
b) No obstante el juez no está obligado a dictar sentencia acorde a la petición formulada en la 
demanda.  
 
3.7 LA REBELDIA 
La rebeldía procesal es la incomparecencia del demandado en el proceso y puede ser debida a 
una situación involuntaria porque éste no ha tenido conocimiento de la demanda ni del proceso. 
Basta el elemento objetivo de la incomparecencia inicial del demandado para que sea declarado 
en rebeldía, pero no es lo mismo la rebeldía propiamente dicha que su ausencia involuntaria 
debida a causas que no le son imputables (fuerza mayor, desconocimiento de la demanda y del 
pleito, cambio de domicilio antes de la citación o emplazamiento, etc.) o que obedecen a una 
infracción de las normas que sobre citaciones y emplazamientos contiene la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. 
 
La rebeldía del demandado no implica allanamiento ni reconocimiento tácito de las 
pretensiones ejercitadas por la parte actora; la parte actora o demandante se beneficia porque 
dicha rebeldía del demandado va acompañada de una lógica reducción de su actividad 
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probatoria y una menor rigurosidad en la valoración de la prueba aportada por ésta, 
convirtiéndose en una situación de cómoda defensa de sus pretensiones. 
 
La rebeldía lógicamente considerada dentro de un proceso judicial, debe ser declarada 
judicialmente, al momento en que el Juzgador emite su Resolución. 
 
Ante estas posibilidades que se enfrenta el demandado ante un proceso declarativo de derechos, 
que es en la especie que nos ocupa, volveremos a estudiar el procedimiento que se sigue ante 
los juzgados de lo Civil y Mercantil (próximamente unidades judiciales), cuando el demandado 
comparece al juicio, de acuerdo al principio de inmediación procesal: 
Al iniciar la demanda con la citación el demandado comparece al juicio fijando casillero 
judicial, a fin de recibir las notificaciones que le correspondan en la causa iniciada en su contra; 
por razones procesales y de táctica jurídica del demandado, a fin de preparar las excepciones 
que serán deducidas en la AUDIENCIA DE CONCILIACION Y CONTESTACION A LA 
DEMANDA, el primer acto procesal fijando casilla judicial se presenta de la siguiente manera: 
 
MODELO DE COMPARECENCIA DEL DEMANDADO FIJANDO CASILLA JUDICIAL. 
JUZGADO QUINTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO.000-000-WW. 
NN, dentro del juicio verbal sumario propuesto en mi contra por el señor YY, comparezco y digo: 
En lo principal notificaciones que me correspondan, las recibiré en la casilla judicial Nro. 111, 
perteneciente a mi Abogado defensor señor Doctor XY, profesional a quien faculto suscribir a mi 
nombre y representación cuantos escritos fueren necesarios en defensa de mis legítimos derechos. 
Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
Casillero Judicial electrónico: 11111@11111.foroabogados.ec 
Firmo conjuntamente con mi abogado defensor. 
XY                                                                                                        NN. 
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MODELO DE AUTO ACEPTANDO LA COMPARECENCIA DEL DEMANDADO POR 
EL JUZGADO 
JUICIO NRO.000-111-11111 
RESP.: DR. BB 
En el juicio No. 000-111-11111 que sigue NN en contra de XY, hay lo siguiente: 
 
JUZGADO QUINTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA.- Quito, lunes 1 de julio 
del 2012, las 16h25.- VISTOS: Agréguese al proceso el escrito presentado por el demandado NN, 
tómese en cuenta el casillero judicial designado para recibir sus futuras notificaciones, así como la 
autorización concedida a su abogado Defensor. Se señala para el día 20 de julio del 2012, a fin de 
que tenga lugar la Audiencia de Conciliación y Contestación a la demanda.- NOTIFIQUESE.- Dr.) 
XX Juez. 
Lo que comunico para los fines de ley. 
 
MODELO DE LA AUDIENCIA DE CONCILIACION Y CONTESTACION A LA 
DEMANDA. 
En la ciudad de Quito, a los 20 días del mes de julio del 2012, a las 10h30, ante el Doctor YY, Juez 
quinto de lo civil de Pichincha, comparece el señor NN, de 44 años de edad, de estado civil casado, 
de nacionalidad ecuatoriana, domiciliado en esta ciudad de Quito, Provincia de Pichincha en 
calidad de demandado, acompañado de su Abogado Defensor DR. ZZ, con matricula profesional 
del Foro de Abogados Nro. 00000, y el señor XX, de 50 años de edad, de nacionalidad ecuatoriana, 
de estado civil divorciado, domiciliado en esta ciudad de Quito, Provincia de Pichincha, 
acompañado por su Abogado Defensor Dr. WW, con matricula profesional del Foro de Abogados 
de Pichincha Nro. 11111, en calidad de actor.- A continuación se le concede la palabra al 
demandado señor ZZ, quien por intermedio de su Abogado Defensor dice: El cheque materia de la 
presente causa, fue entregado al señor WW, en CALIDAD DE GARANTÍA por un trabajo de 
jardinería, que consistía en la colocación de árboles de palmas de coco y arupos, los primeros días 
del mes de junio del 2011, pero hasta la presente fecha el actor no ha dado cumplimiento, a lo 
estipulado, pese a mis continuos y cordiales requerimientos. Partiendo de la exposición que 
antecede, la misma que constituye parte esencial e integrante de esta contestación a la demanda, en 
ejercicio del derecho que me confiere el Art. 102 y 833, del código de Procedimiento Civil, en 
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forma concreta deduzco las siguientes excepciones: 1.- Negativa pura y simple de los fundamentos 
de hecho y derecho de la presente demanda.2.- Alego la improcedencia e inadmisibilidad de la 
demanda, por carecer de requisitos legales. 3.- Alego la inejecutividad del supuesto título base de 
esta demanda por que carece de requisitos legales y especialmente de la incondicionalidad exigida 
por el artículo 56 de la Ley de Cheques. 4.- Alego la inejecutividad de la obligación demandada por 
que la misma carece de los requisitos legales. 5.- Alteración del documento materia de esta causa y 
por lo mismo alego inexistencia del documento base de esta demanda. 6.- Alego falta de causa de 
la obligación. 7.- Alego violación de trámite. 8.- Por la tanto alego en forma expresa la falta de 
derecho del actor para formular esta clase de demanda en la forma como la ha hecho, ya que no he 
tenido ninguna relación comercial con el expresado actor, sino una relación laboral. 9.- Alego 
ILEGITIMIDAD DE PERSONERÍA del actor. 10.- Alego inexistencia de la causa de la 
obligación, e inexistencia misma de la obligación, del cambial, por no reunir los requisitos 
puntualizados en la ley. 11.- Por lo mismo alego falta de formalismo y omisión de las condiciones 
extrínsecas de validez para su nacimiento de la obligación. 12.- Inexistencia de las condiciones y 
requisitos exigidos por la ley, para que el actor haya iniciado esta acción por Juicio Verbal 
Sumario. 13.- Alego falta de legítimo contradictor. 14.- En razón de todo lo señalado, alego 
también, la violación del trámite y la nulidad del juicio, en razón de la materia, ya que se trata de 
una RELACIÓN LABORAL. 15.- Plus Petitio.Por una o más de las excepciones que he 
planteado, se dignará usted Señor JuezDESECHAR LA DEMANDA y condenar al actor al pago 
de las costas procesales que las reclamo en forma expresa.Por ser legal y procedente, sírvase usted 
Señor Juez admitir a trámite la CONTESTACION A LA DEMANDA y disponer que se continúe 
con el trámite legal del juicio para que cuando este concluya se establezca el derecho que me asiste. 
Por cuanto existen hechos que deben probarse, se abrirá la causa a prueba  de conformidad con lo 
establecido en el Art. 836 del Código de Procedimiento Civil.- hasta aquí la intervención.- a 
continuación se le concede la palabra al actor quien por intermedio de su Abogado Defensor 
manifiesta.- Me afirmo y me ratifico en los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda 
planteada, el demandado injustificadamente alega que el cheque entregado fue dado en garantía por 
una relación laboral que desconozco haya existido, y sin embargo de lo señalado por el demandado, 
el cheque entregado al momento de la presentación al cobro ante el girado, dentro de la fecha de 
presentación determinada en el Art. 25 de la Ley de cheques,  fue protestado por cuenta cerrada 
según se desprende de la razón inserta en el reverso del documento, lo cual genera en forma plena 
la obligación civil por el valor del mismo, y demás obligaciones establecidas en el libelo inicial de 
mi demanda, que las reclamo en forma expresa, por cuanto en la estación probatoria respectiva 
llegaré a demostrar la mala fe en la que incurrió el demandado al girar un cheque contra una cuenta 
cerrada, que tenía esa característica desde mucho antes de la emisión del cheque, y lo que busco es 
el reconocimiento de mi derecho patrimonial vulnerado, ya que esta actuación ilegítima me faculta 
aún para seguir de manera independiente a esta acción civil, la acción penal correspondiente por 
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cuanto ha actuado con dolo y mala fe. Por estas consideraciones y por cuanto existen hechos que 
deben justificarse se dignará abrir la causa a prueba por el término legal correspondiente.- hasta 
aquí la diligencia, para constancia firman las partes. 
Una vez concluida la Audiencia de Conciliación y Contestación a la demanda, se abre la causa a 
prueba por el término de seis días. 
En esta diligencia, de conformidad con los Arts. 830 y 836, el demandado propone las excepciones, 
las mimas que pueden ser DILATORIAS  y PERENTORIAS. 
 
3.7.1 Las Excepciones 
El Art. 99 del Código de Procedimiento Civil establece: 
“Art. 99.-Las excepciones son dilatorias o perentorias. Son dilatorias las que tienden a suspender 
o retardar la resolución de fondo; y perentorias, las que extinguen en todo o en parte la pretensión 
a que se refiere la demanda”. 
 
La Excepción es el poder jurídico de oposición que, sin negar el fundamento de la demanda, trata 
de impedir la iniciación del proceso paralizándolo momentáneamente retardando la contestación o 
extinguiendo el proceso definitivamente.  
 
Excepciones Previas o dilatorias son aquellas que tienden a postergar la contestación en razón de 
carecer la demanda de requisitos para su admisibilidad y andamiento que lleva a pedir al 
demandado que le dispense de contestar la demanda hasta que cumpla con los requisitos. 
 
Las excepciones dilatorias no tienen por objeto destruir la acción del actor solo retardar la entrada 
en juicio. 
 
Las Excepciones Previas o dilatorias son: 
1. la Incompetencia. 
2. la Incapacidad o falta de personería del demandante o demandado, o de sus apoderados. 
3. la Litispendencia o Proceso pendiente.  
4. la Demanda defectuosa, oscuridad, contradicción o imprecisión en la demanda. 
5. la Citación previa al garante de evicción. 
6. la Demanda interpuesta antes de ocurrido el vencimiento del término o el cumplimiento de 
la condición. 
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3.7.2 Incompetencia o falta de personería 
La incompetencia evita un proceso nulo por incompetencia del juez pidiendo su declinatoria.  
 
La falta de personería también evita un proceso nulo, por falta de capacidad del actor. Con esta 
excepción se pide al juez que subsane tal falta. El actor debe demandar por representante, para 
subsanar. 
 
3.7.3 Proceso Pendiente 
En este caso se acumulará el nuevo proceso al anterior, siempre que existiere identidad de objeto. 
La jurisdicción mayor arrastra a la menor. 
 
Esta excepción evita un proceso inútil. Con esta excepción se indica al juez que ya está siendo 
demandado en otro proceso por el mismo objeto y causa.  
 
3.7.3.1 Demanda Defectuosa 
La demanda defectuosa es la única excepción que suspende el plazo de contestación hasta que la 
demanda obscura, contradictoria o imprecisa sea arreglada. 
 
3.7.3.2 Demanda Interpuesta Antes De Término 
En la excepción se dice al juez que aún el término no se ha cumplido, por lo que no contestará la 
demanda. 
Características 
a) No interrumpen el plazo de contestación (CPC, 341) 
b) Se alegan “in limine litis”, antes del proceso. 
c) No extinguen el proceso. 
d) No recae sobre el derecho material alegado por el actor. 
e) Eliminan obstáculos del proceso. 
f) Corrigen ciertos actos. 
g) Debe proponerse antes de la Contestación, siendo inadmisible si se deduce después. 
h) Se plantea vía Incidente. 
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Todas las excepciones previas o dilatorias deben plantearse de manera conjunta, por cuanto si no se 
realizará de esta manera, eternizarían el proceso, dejando de la do el principio de celeridad 
procesal, con los correspondientes gastos de tiempo y dinero, tanto para el estado como las partes 
procesales. 
 
3.8 EXCEPCIONES PERENTORIAS 
Excepciones Perentorias, de acuerdo a lo establecido en el Art. 101 del Código de Procedimiento 
Civil: 
“Aquellas que tienen por objeto declarar extinguida la obligación y la de cosa juzgada, es 
decir, aquellas que una vez interpuestas por el demandado tienen la finalidad de extinguir el 
proceso por la destrucción de la acción del actor”. 
Las Excepciones Perentorias de acuerdo  a la naturaleza del asunto por el que se demanda, pueden 
ser: 
1. La Prescripción; 
2. La solución o pago; 
3. La novación;  
4. La remisión; 
5. La Compensación;  
6. Por convención. 
Estas están establecidas en el Art. 1583 del Código Civil, y totalmente aplicables al tema 
propuesto. 
 
Me referiré brevemente a cada una de ellas. 
 
3.8.1 Prescripción 
La Prescripción es la forma de adquirir derechos ajenos y de extinguir estos mismo derechos por no 
haberse ejercido por el transcurso del tiempo, de acuerdo a lo determinado por el Art. 2392 del 
Código Civil; entonces el demandado pedirá al juez que el actor ya no tiene derecho porque el 
tiempo de exigir ya pasó. En este caso, la acción para demandar en Juicio Verbal sumario prescribe 
en el plazo de seis meses contados desde la fecha de protesto del cheque, de acuerdo a lo 
establecido en el Artículo 50 de la Ley de Cheques. 
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3.8.2 La Solución o Pago 
El pago extingue el proceso porque ya se cumplió con la obligación, determinado en los Arts. 1584 
al 1644 del Código Civil. 
 
3.8.3 La Novación 
La novación se interpone como excepción, al momento de haberse sustituido la obligación por una 
nueva, por lo que la primera queda extinguida, establecida en los Arts. 1644 al 1667 del Código 
Civil. 
 
3.8.4 La Remisión. 
Es la condonación de la deuda, que solo podrá realizarse si el acreedor tiene la libre disposición de 
lo suyo, establecida en los Arts. 1668 al 1670 del Código Civil. 
 
3.8.5 La Compensación. 
Se produce al momento en que la porque demandada también es acreedor del actor, por el mismo 
monto demandado, siendo deudoras la una de la otra, establecidas en los Arts. 1672 al 1680 del 
Código Civil. 
 
3.8.6 Características de las Excepciones Perentorias. 
A diferencia de las excepciones dilatorias que deben presentarse al momento mismo de la 
contestación a la demanda, estas guardan las siguientes características: 
a) Se pueden presentar durante el proceso. 
b) Es una defensa de fondo, no de forma como las excepciones previas o dilatorias. 
c) Su resolución se posterga hasta la sentencia. 
Efectos de las excepciones perentorias: 
a) Recaen sobre el derecho material del actor. 
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b) Destruye la acción del actor. 
c) Extingue el proceso. 
d) Suspende el plazo de contestación. 
 
3.8.7 La Cosa Juzgada 
Es la eficacia que adquiere la sentencia judicial que pone fin al proceso y que no es susceptible de 
impugnación, por no darse contra ella ningún recurso o por no haberse impugnado a tiempo, lo que 
lo convierte en firme. 
 
En la especie, se produce cuando ya se ha propuesto un proceso judicial con identidad objetiva y 
subjetiva, reclamando la misma cosa o derecho, y se obtenido sentencia que por el transcurso del 
tiempo está debidamente ejecutoriada y ejecutada. 
 
Conforme lo anotado en el modelo de Audiencia de Conciliación y Contestación a la Demanda, al 
proponerse éstas, deben ser resueltas conforme recurre normalmente el juicio, por medio de 
elementos que permitan a la Jueza o Juez formarse un verdadero juicio de valor conforme a las 
reglas de la sana crítica, y que son resueltas en sentencia las perentorias y las dilatorias antes de 
proseguir con la tramitación de la causa, para evitar incurrir en violación a las solemnidades 
comunes a los procesos judiciales. 
 
3.9 De la prueba 
Las pruebas son consideradas como todos aquellos medios que aporten las partes procesales en el 
juicio, a fin de demostrar la verdad de sus alegaciones. 
 
De lo anotado se colige, que una vez que una parte procesal, sea actor o demandado, afirme 
cualquier situación relacionada con el proceso, debe justificarla legalmente con cualquier de los 
medios probatorios determinados en la ley, según se desprende de lo establecido en los Arts. 113 y 
114 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Esta prueba debidamente pedida y actuada dentro del juicio es lo que va a permitir a la Jueza o Juez 
formarse un juicio de valor sobre el asunto materia de la controversia, según las reglas de la sana 
crítica, al tenor de lo dispuesto en el Art. 115 del Código de Procedimiento Civil; debiendo 
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entenderse ésta como la libre apreciación que realiza la Jueza o el Juez en consideración con sus 
conocimientos jurídicos y experiencia, al analizar objetivamente las piezas procesales incorporadas 
al expediente. 
 
Los medios probatorios determinados en el Código de Procedimiento Civil, en el Art. 121 son: 
1. “Confesión de parte; 
2. Instrumentos públicos; 
3. Instrumentos privados; 
4. Declaraciones de testigos; 
5. Inspección Judicial; y,  
6. Dictamen de peritos e intérpretes”  (CPCE, 2011). 
 
Lo referente a la prueba, su pertinencia, valoración y oportunidad, se encuentran debidamente 
señalados en los Arts. 113 al 268 del Código de Procedimiento Civil. 
 
MODELO DE ESCRITO DE PRUEBA DEL ACTOR. 
JUZGADO QUINTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO. 00000-111-222. Resp.: DR. NN 
NN, dentro del juicio verbal sumario, propuesto contra XX, por cheque protestado en cuenta 
cerrada, dentro del término de prueba que se encuentra decurriendo y con notificación contraria, 
solicito la práctica de las siguientes diligencias: 
-I- 
Que se tenga como prueba de mi parte, todo cuanto de Autos me fuere favorable, en especial lo 
manifestado en el libelo inicial de mi demanda y lo manifestado por mi Abogado Defensor en la 
respectiva Audiencia de Conciliación y Contestación a la demanda. 
-II- 
Impugno la prueba presentada o que llegare a presentar la contraparte por ser forjada, y no estar 




Redarguyo de falsos a los testigos presentados o que llegare a presentar el demandado por estar 
incursos en las inhabilidades establecidas 213 y 216 del Código de Procedimiento Civil. 
-IV- 
Solicito se me permita repreguntar a los testigos presentados o que llegare a presentar el 
demandado de conformidad con el pliego de preguntas que adjunto al presente escrito de prueba. 
-V- 
Solicito se envíe atento oficio a la Superintendencia de Bancos y Seguros a fin que CERTIFIQUE 
la fecha desde la cual se encuentra cerrada la cuenta corriente del señor XX. 
-VI- 
Se reproduzca y se tenga como prueba de mi parte, el cheque Nro. 1111, de la cuenta corriente 
Nro.22222, del Banco del Pichincha S.A.,  perteneciente al señor XX, el mismo que consta en el 
reverso con la leyenda “Protestado por cuenta cerrada”. 
-VII- 
Se recepte la declaración testimonial de mis testigos los señores XX y XY, conocedores de la 
verdad de los hechos, al tenor del pliego de preguntas que adjunto a la presente. 
-VIII- 
Que se reproduzca y se tenga como prueba de mi parte la NOTIFICACION realizada a la persona 
del deudor, sobre la imposibilidad de cobrar el cheque por cuanto la cuenta estaba cerrada al 
momento de la presentación al cobro. 
Una vez practicadas estas diligencias se las agregará al proceso y se las tendrá como prueba de mi 
parte y a mi favor. 
Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
Por el compareciente, debidamente autorizado, firma su defensor. 
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MODELO DE ESCRITO DE PRUEBA DEL DEMANDADO 
XX, dentro del infundado juicio, propuesto en mi contra por NN, por cheque protestado en cuenta 
cerrada, dentro del término de prueba que se encuentra decurriendo y con notificación contraria, 
solicito la práctica de las siguientes diligencias: 
-I- 
Que se tenga como prueba de mi parte, todo cuanto de Autos me fuere favorable, en especial lo 
manifestado por mi Abogado Defensor en la respectiva Audiencia de Conciliación y Contestación a 
la demanda. 
-II- 
Impugno la prueba presentada o que llegare a presentar la contraparte por ser forjada, y no estar 
sujeta a la verdad de los hechos. 
-III- 
Redarguyo de falsos a los testigos presentados o que llegare a presentar el demandado por estar 
incursos en las inhabilidades establecidas 213 y 216 del Código de Procedimiento Civil. 
-IV- 
Solicito se me permita repreguntar a los testigos presentados o que llegare a presentar el 
demandado de conformidad con el pliego de preguntas que adjunto al presente escrito de prueba. 
-V- 
Se recepte la declaración testimonial de mis testigos los señores XX y XY, conocedores de la 
verdad de los hechos, al tenor del pliego de preguntas que adjunto a la presente. 
-VI- 
Que se reproduzca y se tenga como prueba de mi parte el contrato de trabajo que adjunto a la 
presente, lo que demuestra que está acción se trata de una acción laboral que debió demandarse 





Se nombre un perito grafólogo, a fin de que determine la fecha en la cual fue llenado el cheque por 
el que se me demanda, el mismo que no cumple con los requisitos determinados en el Art. ……… 
de la Ley de Cheques.  
Una vez practicadas estas diligencias se las agregará al proceso y se las tendrá como prueba de mi 
parte y a mi favor. 
Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
Por el compareciente, debidamente autorizado, firma su defensor. 
MODELO DE PROVIDENCIA ACEPTANDO Y PROVEYENDO LA PRUEBA 
SOLICITADA. 
Juicio Nro. 11111-000-2222. 
Resp.: DR.XX 
Quito, 11-11-1111. 
En el juicio Nro. 11111-222-000, que sigue NN en contra de XX, hay lo siguiente: 
JUZGADO QUINTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA.- Quito, 30 de julio del 
2012, las 09h15.- Agréguese al proceso los escritos presentados, en lo principal se dispone: 
PRUEBA DEL ACTOR.- Téngase en cuenta lo manifestado por el actor en los acápites 1, 2 y 3; 
procédase conforme lo solicitado en el acápite 4; Ofíciese conforme se solicita en el acápite 5; 
agréguese los documentos mencionados en los acápites 6 y 8; recéptese las declaraciones 
testimoniales mencionadas en el acápite 7 mientras dure la prueba.- Prueba del demandado.- 
téngase en cuenta lo manifestado por el actor en los acápites 1, 2, y 3; procédase como solicita en el 
acápite 4; recéptese las declaraciones testimoniales solicitadas en el acápite 5 mientras dure la 
prueba; agréguese la documentación señalada en el acápite 6; se nombra al Ing. ZZ, a fin de que 
realice el examen grafológico solicitado en el acápite 7, quien presentará su informe en el término 
de 15 días.- NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.- Dr.) XY. Juez. 
Lo que pongo en su conocimiento para los fines de ley. 
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MODELO DE ESCRITO SOLICITANDO AUTOS PARA SENTENCIA 
JUZGADO QUINTO DE LO CIVIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO. 1111-222-222. Resp.: DR. ZZ. 
NN, dentro del juicio verbal sumario propuesto contra el señor XX, comparezco y solicito: 
Dado al estado de la causa y al tiempo transcurrido, sírvase ordenar Autos para Sentencia. 
Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
Casillero Judicial Nro. 000. 
Por el compareciente, debidamente autorizado, firma su defensor. 
Firma Abogado. 
 
MODELO DE PROVIDENCIA ORDENANDO AUTOS PARA RESOLVER. 
Juicio Nro. 11111-000-2222. 
Resp.: DR.XX 
Quito, 11-11-1111. 
En el juicio Nro. 11111-222-000, que sigue NN en contra de XX, hay lo siguiente: 
JUZGADO QUINTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA.- Quito, 20 de agosto del 
2012, las 09h15.- Agréguese al proceso el escrito presentado, en lo principal dicten autos para 
sentencia.- Notifíquese.- Dr.) XX Juez. 
Lo que pongo en su conocimiento para los fines de ley. 
 
3.10 La sentencia 
La sentencia es una resolución judicial dictada por un juez o tribunal que pone fin a la litis, ya sea 
de carácter civil, de familia, mercantil, laboral, contencioso-administrativo,  causa penal, etc.,  
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Por medio de la cual se  declara o reconoce el derecho o razón de una de las partes, obligando a la 
otra a aceptar tal declaración y cumplirla. En derecho penal, la sentencia absuelve o condena al 
acusado, imponiéndole la pena correspondiente. 
 
Sergio Alfaro la define así: 
 
“Acto judicial que resuelve hetero compositivamente el litigio ya procesado, mediante la 
aceptación que el juez hace de alguna de las encontradas posiciones mantenidas por los 
antagonistas luego de evaluar los medios confirmatorios de las afirmaciones efectuadas por 
el actor y de la aplicación particularizada al caso de una norma jurídica que preexiste en 
abstracto, con carácter general”.  
De acuerdo a lo manifestado por el Art. 269 del Código de procedimiento Civil, la sentencia es:  
 
“Sentencia es la decisión de la Jueza o del Juez acerca del asunto o asuntos principales del 
juicio”. 
 
Por otro lado, las sentencias deben ser congruentes, es decir, deben resolver acerca de todas las 
cuestiones que hayan sido objeto de debate en el proceso. El fallo no debe contener más, ni algo 
distinto, de lo pedido por las partes. 
 
Dado que la sentencia es una resolución decisoria, en la mayoría de los casos es posible impugnarla 
mediante el Recurso de Apelación, para que sea conocida en segunda instancia, esto es, por la 
Corte Provincial de Justicia, para que sea ésta quien se pronuncie aceptando o revocando el fallo 
del juez a quo. 
 
3.10.1 Modelo de sentencia 
VISTOS: Dr. NN, avoca conocimiento de la presente causa en calidad de Juez titular de esta 
judicatura, mediante acción de personal No.-0000-DP -DPP.- habiéndose radicado la competencia  
por el sorteo legal que para resolver hace las siguientes consideraciones: PRIMERO: No se advierte 
omisión de solemnidad sustancial que hubiere influido en la decisión de la causa o que hubiere 
provocado indefensión o nulidad insanable, por lo que se declara la validez del proceso. 
SEGUNDO: Comparece el accionante y en el libelo de demanda manifiesta: Del cheque que 
acompaño al libelo de mi demanda, vendrá a su conocimiento señor Juez, que soy legítimo tenedor 
del documento cartular Nro. 0000, de la cuenta corriente Nro. 111111, del Banco del Pichincha 
S.A., por el valor de TRES MIL DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
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NORTEAMERICA, el mismo que al momento de ser presentado al cobro en la ventanilla del 
Banco Girado, dentro del término legal establecido para el efecto resultó PROTESTADO POR 
CUENTA CERRADA, conforme la razón sentada en el anverso del mismo por el girado. 
Acompañando además la constancia de la notificación del protesto realizada al girador a través del 
Banco Girado, la misma que se la realizó por escrito en el domicilio del emisor del documento 
cartular materia de la presente demanda, por lo tanto con fundamento en los artículos 18, 24, 25, 57 
inciso segundo y más pertinentes de la Ley de cheques, en concordancia con el Art. 828 y 
siguientes del Código de Procedimiento Civil, demanda lo siguiente: 1.- Al pago del valor 
constante en el Cheque, esto es la cantidad de TRES MIL DOLARES DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE NORTEAMERICA.- 2.- Al pago de los intereses legales establecidos desde el 
protesto del cheque.- 3.- Al pago del valor correspondiente por mora.- 4.- Al pago de Costas 
procesales; y.- 5.- Al pago de los honorarios de su Abogado Defensor.- ofrece reconocer pagos 
parciales que se justifiquen legalmente. Se cita al demandado en debida forma, y comparecen 
fijando casillero judicial. Se convoca a las partes a la audiencia de conciliación y contestación a la 
demanda, en donde el demandado propone excepciones: Que se tenga como prueba de mi parte, 
todo cuanto de Autos me fuere favorable, en especial lo manifestado por mi Abogado Defensor en 
la respectiva Audiencia de Conciliación y Contestación a la demanda; Impugno la prueba 
presentada o que llegare a presentar la contraparte por ser forjada, y no estar sujeta a la verdad de 
los hechos; Redarguyo de falsos a los testigos presentados o que llegare a presentar el demandado 
por estar incursos en las inhabilidades establecidas 213 y 216 del Código de Procedimiento Civil; 
Solicito se me permita repreguntar a los testigos presentados o que llegare a presentar el 
demandado de conformidad con el pliego de preguntas que adjunto al presente escrito de prueba; 
Se recepte la declaración testimonial de mis testigos los señores XX y XY, conocedores de la 
verdad de los hechos, al tenor del pliego de preguntas que adjunto a la presente; Que se reproduzca 
y se tenga como prueba de mi parte el contrato de trabajo que adjunto a la presente, lo que 
demuestra que está acción se trata de una acción laboral que debió demandarse ante un Juez de 
Trabajo; Se nombre un perito grafólogo, a fin de que determine la fecha en la cual fue llenado el 
cheque por el que se me demanda, el mismo que no cumple con los requisitos determinados en el 
Art. 1de la Ley de Cheques. TERCERO: Trabada la Litis, correspondía a las partes justificar sus 
asertos y excepciones de conformidad con los artículos 113 y 114 del Código de Procedimiento 
Civil, sustanciada la causa de conformidad con la naturaleza del asunto, y encontrándose en estado 
de resolver se considera:. CUARTO: De conformidad con el artículo 837 del Código de 
Procedimiento Civil, el juzgador fallará conforme a las pruebas aportadas al proceso por las partes, 
es así que corresponde analizar los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda, las pruebas 
aportadas por los litigantes y establecer si se encuentran justificadas las pretensiones del accionante 
o las excepciones de la parte demandada. QUINTO: La legitimidad de personería y la calidad de 
legítimo contradictor se halla justificada en autos según se desprende los documentos agregados al 
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proceso a fojas 1 a 3 expediente. SEXTO: Es evidente que entre los litigantes existió una relación 
de carácter comercial, justificada con el título valor aparejado al proceso, el mismo que cumple con 
los requisitos exigidos por el Art. 1 de la Ley de cheques. SÉPTIMO: a fojas 00 del proceso se 
encuentra la certificación emitida por la Superintendencia de Bancos y seguros, de la cual se 
desprende que la fecha de cierre de la cuenta corriente del demandado es posterior a la fecha de 
emisión del cheque, materia de la presente acción. OCTAVO: A fojas 00 del proceso se encuentra 
el cheque girado por el demandado, presentado dentro de la fecha determinada en el Art. 25 de la 
Ley de cheques, en el que consta en el anverso la razón sentada por el banco girado Banco del 
Pichincha S.A., de la misma que se lee “protestado por cuenta cerrada”, enmarcándose este 
particular en lo establecido por el Art. 57 inciso segundo de la ley de cheques. NOVENO: De las 
declaraciones testimoniales de los testigos presentados por el demandado, declaraciones 
concordantes entre sí, se determina la relación comercial que existió entre el girador y el girado, y 
el m omento en que se entregó el cheque como parte de pago por mercadería para la venta. 
DECIMO: Por su parte el demandado no ha probado justificadamente ninguno de las excepciones 
planteadas, por cuanto no se demostró ninguna relación laboral; y el examen pericial solicitado no 
arrojó ninguna circunstancia que haga presumir la adulteración del documento cartular materia de 
la presente litis, ni las declaraciones testimoniales aportaron prueba suficiente al proceso a favor 
del demandado.-  Por lo expuesto, , ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO 
SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES 
DE LA REPUBLICA, se acepta la demanda planteada en todas sus partes, disponiendo al deudor 
señor XX, al pago del valor constante en el cheque, por cuanto no se han justificado pagos 
realizados, más los intereses que legalmente correspondieran, los cuales serán liquidados 
pericialmente. En cien dólares se fijan los honorarios del abogado defensor doctor NN, sin costas 
que regular.- Notifíquese. 
 
3.11 El juicio por enriquecimiento injusto 
“La institución del enriquecimiento injustificado o sin causa es, sin lugar a dudas, uno de 
los aspectos más delicados dentro de la teoría general de las obligaciones y los temas de la 
responsabilidad civil. Pero, de la misma forma, es uno de los que marcan la tendencia más 
acentuada hacia la realización jurídica de los principios y valores fundamentales del 
Derecho. Una vez investigado y analizado de manera sistemática y profunda el alcance, 
naturaleza, limitaciones de esta figura y sus relaciones con otras instituciones y figuras del 
derecho civil”.  
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La importancia que está ganando el análisis doctrinario y jurisprudencial sobre la teoría del 
enriquecimiento sin causa, injusto o injustificado, y no como erróneamente lo señala la ley de 
cheques “ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO”. (Orbe, Héctor F. , 1989). 
 
Es menester analizarlo desde  la posición del derecho civil ecuatoriano, para desde ahí contrastarlo 
y diferenciarlo con posiciones, legales, doctrinarias y jurisprudenciales provenientes de 
ordenamientos jurídicos extranjeros, logrando, de esta manera, obtener respuestas claras a 
este tema tan complejo.  
 
Con la finalidad de llegar a determinar los elementos que se configuran en el Enriquecimiento 
Injustificado en relación con el cheque,  se ha realizará un análisis crítico sobre la teoría del 
enriquecimiento injustificado dentro del derecho civil de las obligaciones, para lo cual se ha 
utilizado una metodología dogmática-exegética, en la que se estudia de manera sistemática el tema 
escogido desde varias perspectivas: histórica, doctrinaria, normativa, jurisprudencial y de Derecho 
comparado, al cual  no se lo debe considerar solamente como un principio de derecho universal, ni 
como una simple aplicación de la equidad. Por el contrario, al ser una fuente autónoma de 
obligaciones posee ciertas características y elementos que la configuran y que deben concurrir para 
generar las obligaciones civiles y que, a su vez, la diferencian de las demás fuentes como el 
contrato, la ley, los delitos, los cuasidelitos y las demás fuentes singulares, que en el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano están contenidas dentro de la errónea figura del cuasicontrato 
Desde hace ya hace varios siglos el jurista romano Pomponio escribió las hoy famosas palabras: 
“NAM HOC NATURA AEQUUM EST NEMINEM CUM ALTERIUS DETRIMENTO ET INIURIA 
FIERI LOCUPLETIOREM”, que significan: “POR LA LEY DE LA NATURALEZA NO ES 
CORRECTO QUE NADIE ENRIQUEZCA INJUSTAMENTE A EXPENSAS DE OTRO”. La 
máxima de Pomponio encapsula los elementos claves de la responsabilidad que surge del 
enriquecimiento que son: 1) enriquecimiento; 2) que sea injustificado; y, 3) que se haya producido 
a expensas de otro. 
 
Como veremos, estos tres requisitos han evolucionado y ahora se consideran otros, así, es básico 
que exista el enriquecimiento, pero también un empobrecimiento correlativo; por otro lado ese 
enriquecimiento debe ser injustificado o sin causa justa; y además un nexo de causalidad. Pero esta 
determinación de los elementos subjetivos significa un problema que también hace frente a 
ordenamientos jurídicos modernos: formular los principios de una ley sobre el enriquecimiento 
injustificado de una manera que sea clara pero no excesivamente amplia. 
Entonces, no hay duda que la formulación de Pomponio es, como toda materia de derecho romano 
clásico, muy amplia y hasta cierto punto vasta e indeterminada. Por ejemplo, había muchos casos 
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en los cuales el enriquecimiento injustificado fue simplemente permitido a permanecer donde se 
produjo. Un caso claro es la demanda de un poseedor de buena fe quién mejoró la tierra de la cual 
el dueño verdadero lo expulsó posteriormente. 
 
El poseedor tenía una defensa (exceptio doli) contra la demanda del dueño verdadero, siempre y 
cuando el poseedor permanezca en la posesión, pero una vez fuera de la posesión, éste no tenía 
ningún derecho en absoluto. Sin embargo, no se discute en derecho actual que la adquisición de la 
posesión de una cosa es enriquecimiento y puede dar base para una acción de reparación (condictio 
possessionis). Aunque parte de la doctrina considera a la posesión como un hecho que genera 
derechos; la doctrina moderna entiende a la posesión como un derecho real provisional y por ello 
representa un aumento del patrimonio; pero aún los que niegan que es un derecho, “tienen que 
admitir, sin embargo, la condictio possessionis, pues indudablemente el adquiriente de la posesión 
obtiene algo, mejora su posesión jurídica”. 
 
Pero más allá de esas discusiones, todavía la doctrina moderna no se pone de total acuerdo en 
cuanto a los elementos del enriquecimiento injustificado o sin causa, es por eso que hoy veremos 
las dos posiciones, la primera que supone la existencia solamente de 3 elementos, mientras que la 
otra le otorga 5 elementos al enriquecimiento injustificado o sin causa, pero sin embargo a las 
defensas que realizan los juristas en respecto a sus posiciones, considero que deben analizarse todas 
las causas o elementos que encierran al concepto de Enriquecimiento Injustificado. 
 
3.11.1.1 Conceptos 
El enriquecimiento sin causa y el acto jurídico unipersonal, que son dos fuentes distintas de las 
obligaciones, constituyeron, en conjunto, el contenido de la noción clásica del cuasicontrato, cuyo 
defecto capital consiste precisamente, en haber amalgamado en una sola estas dos figuras distintas 
y dotadas independientemente de eficacia jurídica. 
 
A pesar de las precisiones establecidas en el capítulo anterior, el “enriquecimiento injustificado”, 
para algunos la expresión todavía sigue siendo misteriosa, así como lo son las otras 
denominaciones usadas frecuentemente para el mismo tema, como son el “enriquecimiento 
injusto”, “enriquecimiento sin causa”, “ilegítimo”, e inclusive, para algunas concepciones, 
“restitución”. 
 
La pregunta clave es entonces ¿Qué es un enriquecimiento y cuándo es injustificado? Afirmar que 
algo se asemeja a un enriquecimiento injustificado, es meramente una conclusión, eso porque el 
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enriquecimiento es injustificado y debe ser devuelto, reparado y realizado sobre el patrimonio de la 
persona debida. 
 
Esa conclusión necesita del apoyo de una discusión más profunda que tome en cuenta los 
elementos propios de la figura, ya que de esa manera se facilita el proceso mental de 
aquilatamiento de la misma; es más, al analizar los elementos básicos o requisitos objetivos y 
subjetivos del enriquecimiento injustificado podremos tener una visión clara antes de entrar a tratar 
temas como el de la relación entre el derecho de enriquecimiento y el derecho de daños. 
 
Será en la evolución posterior de la problemática del enriquecimiento sin causa cuando se suprima 
el requisito subjetivo de que el enriquecimiento sea torticero, y se comience a cuestionar si es, 
efectivamente, necesario un empobrecimiento actual. Sin embargo, incluso durante este proceso se 
llegaron a realizar intentos de unificar el enriquecimiento sin causa y la responsabilidad por daños.  
A nuestro juicio, sólo desde la permanente confusión entre una y otra figura puede explicarse esta 
reiterada exigencia. Esto es así porque, en realidad, es imposible que exista tal relación de 
causalidad material. En efecto, lo que produce el enriquecimiento y el correlativo empobrecimiento 
es el desplazamiento de un determinado valor o ventaja desde un patrimonio que se empobrece 
hasta otro que se enriquece. Por consiguiente, enriquecimiento y empobrecimiento no constituyen 
más que el anverso y el reverso de la situación que se deriva del señalado desplazamiento 
patrimonial. En consecuencia, si queremos buscar la causa material del enriquecimiento nunca la 
encontraremos en el consiguiente empobrecimiento, sino siempre en un hecho, humano o no, que 
ha provocado el susodicho desplazamiento de una ventaja de un patrimonio a otro, y en virtud del 
cual esos patrimonios se han empobrecido y enriquecido respectivamente. A la compleja estructura 
de las instituciones objeto de nuestro estudio debemos unir la identidad, al menos parcial, de las 
finalidades tuitivas perseguidas por las mismas. Tanto el Derecho de la responsabilidad 
extracontractual, como el enriquecimiento sin causa se dirigen, de una forma más o menos directa, 
a lograr una distribución equilibrada de los derechos e intereses que se ponen en juego en las 
múltiples relaciones de interdependencia que se entablan en tráfico jurídico ordinario Procuran 
conseguir, en definitiva, una asignación de recursos conforme a lo que el ordenamiento jurídico en 
su conjunto considera adecuado. 
 
Como conclusión, podemos definir al enriquecimiento injustificado o sin causa como una fuente 
autónoma de obligaciones que surge por el incremento injustificado de un patrimonio frente al 
empobrecimiento correlativo de otro, sin que medie causa eficiente reconocida por el Derecho que 
lo justifique. Asimismo, no deberá existir liberalidad o la voluntad del empobrecido de enriquecer a 
otra persona, como en la donación, etc., tampoco supone que haya existido culpa del empobrecido, 
97 
ni dolo del enriquecido. Por lo que no se trata de un delito ni de un cuasidelito, sino de una 
situación de hecho en donde lo importante es la transferencia patrimonial injustificada de un 
patrimonio hacia otro. Esa transferencia patrimonial genera un vínculo obligacional entre el que la 
recibe y el que la pierde, es decir, entre el enriquecido, que se convierte en deudor, y por lo tanto 
debe devolver el del empobrecimiento, y el acreedor, es decir, el empobrecido, ya que no existe 
causa jurídica eficiente que justifique tal incremento patrimonial a costa del empobrecimiento 
correlativo. Finalmente, añadimos que no deberá existir una mejor vía o acción judicial que permita 
al empobrecido recobrar o pedir el resarcimiento patrimonial que ha sufrido. 
 
3.11.2 Requisitos para su Procedencia 
Según Valencia Zea y Álvaro Ortiz, los elementos del enriquecimiento injustificado se reducen a 
tres: “a) un enriquecimiento o aumento en un patrimonio: b) un empobrecimiento correlativo; c) 
que el enriquecimiento se haya realizado ilegítimamente, es decir, sin fundamento jurídico.” 
 
Y por otro lado, manifiestan estos autores, que la Corte Suprema Colombiana ha acogido la 
doctrina de Josserand, este autor francés exige cinco elementos para configurar el principio de que 
se habla, agregando a los tres elementos enunciados, estos dos: “que el empobrecido carezca de 
otra acción para obtener el restablecimiento y que la actio de in rem verso no puede emplearse 
para violar disposiciones imperativas de la ley.” 
 
Estos autores colombianos señalan, además, que el demandante debe carecer de cualquier otra 
acción y no pretender violar normas imperativas; pero anotan claramente que: “las dos últimas 
condiciones son requisitos para ejercer la acción ante la justicia y no elementos del principio.” Y es 
muy válida esta distinción que se hace, si bien es cierto que como tal, los primeros tres elementos 
son los elementos sine qua non de esta figura, pero nosotros opinamos que los otros dos, no 
solamente sirven para ejercer la acción ante la justicia sino que en sí también la configuran y la 
determinan, como veremos más adelante. 
 
De la misma manera, los tribunales chilenos han reconocido en forma amplia la reparación del 
enriquecimiento sin causa. Así, una sentencia declara que “nadie puede beneficiarse injustamente a 
costa de otro. 
 




a) Que una persona experimente un enriquecimiento. 
b) Que la otra persona sufra un empobrecimiento. 
c) Que el enriquecimiento sea ilegítimo. 
 
Como podemos apreciar, la Corte de Apelaciones de Santiago reconoce tres elementos básicos, 
pero la doctrina chilena, en general agrega dos circunstancias. Así Alessandri, Somarriva y 
Vodanovic sostienen que: “a estos requisitos se agregan dos condiciones: que la persona que sufre 
el empobrecimiento no tenga otro medio legal para obtener la reparación del perjuicio y que la 
acción no viole un texto legislativo expreso.” Como vemos, se manifiestan en el mismo sentido que 
Josserand, aunque en palabras no exactamente iguales. 
 
En ese orden de ideas, añade la Corte de Apelaciones de Santiago que: “Si se declara legítimo el 
acto que ha sido la causa o motivo del pleito, no puede pretenderse que se habría producido un 
enriquecimiento injusto.” 
 
Por su parte, Emilio Velasco Célleri indica que los requisitos necesarios para que se dé la situación 
de enriquecimiento injustificado son tres: “1) un enriquecimiento, 2) un empobrecimiento; y, 3) 
ausencia de causa”. 
 
Tamayo Lombana es más claro en afirmar, sin discusión previa, que: 
 
Cinco son las condiciones que han exigido la jurisprudencia y la doctrina para la estructuración del 
enriquecimiento sin causa y para la procedencia de la acción de in rem verso, estas son:  
 
1. “un enriquecimiento;  
2.  un empobrecimiento;  
3.  una relación de causalidad entre los dos;  
4.  la ausencia de causa; y  
5.  la ausencia de cualquier otra acción”. 
 
En el mismo sentido, según la construcción elaborada por la jurisprudencia francesa, cinco son los 
requisitos para que el enriquecimiento sin causa sea fuente de obligaciones:  
 
1. “empobrecimiento y enriquecimiento correlativos;  
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2. ausencia de culpa del empobrecido;  
3. ausencia de interés personal del empobrecido;  
4. falta de causa; y,  
5. ausencia de otra acción expresamente concedida por la ley”. 
 
Por otro lado, una posición interesante sobre los presupuestos para que se configure el 
enriquecimiento sin causa son los que plantea el autor argentino Horacio Pedro Guillén, él 
manifiesta además, que los elementos del mismo, en nada difieren de los que presuponen la 
responsabilidad civil, entonces se colige que: 
 
“a) La acción antijurídica consiste en el enriquecimiento de una parte, la que será el deudor 
de la obligación, y el correlativo empobrecimiento de la otra parte, que será luego el 
acreedor de la obligación. La carencia de justificación legítima en el enriquecimiento es lo 
que lo convierte en ilícito. 
b) El daño, que reside en la magnitud del enriquecimiento, y del correlativo 
empobrecimiento, ya aludidos. 
c) El nexo causal, que indica la vinculación entre el enriquecimiento y el empobrecimiento, 
que deben ser correlativos. 
d) Cabe preguntarse entonces cuál es el factor de atribución: evidentemente se trata de un 
factor más, como los determinados por los arts. 907, 1071 y 2618, Código. Civil Argentino.  
(Código Civil Argentina) 
 
Cuando se refiere al factor de atribución, se refiere a los factores de la responsabilidad, es más a los 
factores subjetivos de la responsabilidad como son el dolo y la culpa. El factor de atribución es, 
como se sabe, el fundamento de la obligación de responder. En la doctrina se ha aceptado 
generalmente la existencia de factores de atribución subjetivos y objetivos. 
 
Entre los primeros, el dolo y la culpa; y como formando parte del segundo grupo, el riesgo, la 
obligación de seguridad o garantía, la equidad y otros factores que se fueron sumando, como el 
abuso del derecho y la normal tolerancia entre vecinos, la solidaridad, la igualdad ante las cargas 
públicas, etc., que no hacen sino confirmar que se trata en este último caso, de un catálogo que 
permanece abierto y en expansión. Nos dice Alterini que “se ha evolucionado dese un sistema de 
responsabilidad estructurado sobre el deber de reparar asociado al reproche de conducta, propio 
de la legislación decimonónica, a un sistema donde se fueron incorporando gradualmente los 
factores de atribución.” 
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Ahora, también es importante señalar que en la legislación argentina cuando se trata de reparación 
por daños causados por hechos involuntarios tiene una visión distinta que la de los Códigos Civiles 
de países que contemplan la figura del enriquecimiento injustificado, así el artículo 907 del Código 
Civil Argentino manifiesta: 
 
“Cuando por los hechos involuntarios se causare a otro algún daño en su persona y bienes, sólo se 
responderá con la indemnización correspondiente, si con el daño se enriqueció el autor del hecho, 
y en tanto, en cuanto se hubiere enriquecido”. 
 
Los jueces podrán también disponer un resarcimiento a favor de la víctima del daño, fundados en 
razones de equidad, teniendo en cuenta la importancia del patrimonio del autor del hecho y la 
situación personal de la víctima. 
 
Estas consideraciones nos indican que el factor de atribución para ejercer la acción por 
enriquecimiento sin causa es la culpa y no el dolo, pero cuando el enriquecimiento se produce 
como resultado del daño provocado por un acto ilícito involuntario. Además, en este caso cuando el 
enriquecimiento se ha producido por culpa del enriquecido, existe la aplicación de la equidad, y es 
una acción directa y no subsidiaria. Cabe señalar que, esta figura es muy parecida a los daños 
punitivos, mas sin embargo, la obligación se produce por la responsabilidad provocada por el 
enriquecimiento injustificado y está limitada a ser indemnizada solamente en el quantum del 
enriquecimiento. 
 
En consecuencia, de todas las posiciones presentadas, en cuanto a los elementos del 
enriquecimiento sin causa o injustificado, hemos de analizar los ocho elementos que, desde nuestra 
perspectiva, recogen la esencia de ésta figura y nos permitan su mejor comprensión. 
 
Entonces, para efectos de este trabajo, los ocho requisitos reconocidos por diversos tratadistas y 
legislaciones para que proceda la acción por enriquecimiento injusto son:  
 
1. enriquecimiento,  
2. empobrecimiento,  
3. empobrecimiento y enriquecimiento correlativos, es decir, una relación de causalidad entre 
el empobrecimiento y enriquecimiento;  
4. falta de causa o que el enriquecimiento sea injustificado,  
5. ausencia de responsabilidad (culpabilidad) del empobrecido;  
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6. ausencia de interés personal del empobrecido;  
7. ausencia de otra acción expresamente concedida por la ley detenidamente para el efecto; y,  
8. que no puede emplearse esta acción de enriquecimiento injusto para violar disposiciones 
imperativas de la Ley. 
 
3.11.3 La acción extra cambiaria de enriquecimiento injusto 
El artículo 461 del Código de Comercio ecuatoriano en actual vigencia, refiriéndose a la acción 
cambiaria y a la pérdida de derechos por falta de protesto, específicamente, en su inciso tercero 
manifiesta: 
 
Art. 461.-  (Inciso tercero) “Sin embargo, en caso de caducidad o prescripción subsistirá la 
acción cambiaria contra el girador que no haya hecho provisión o contra un girador o un 
endosante que se haya enriquecido injustamente; así como, en caso de prescripción, contra 
el aceptante que hubiere recibido provisión o se hubiere enriquecido injustamente, lo que se 
resolverá en el mismo proceso iniciado para el pago de la letra de cambio”.  
 
Como podemos observar, a pesar de toda la doctrina que sustenta la subsidiariedad de la acción de 
enriquecimiento injustificado, el Código de comercio se apartó de esos principios tradicionales al 
establecer en su artículo 461, en relación con los títulos valores, que si el acreedor ha dejado 
caducar o prescribir el instrumento cambiario, la obligación originaria o fundamental se extinguirá 
asimismo, no obstante, tendrá acción contra quien se haya enriquecido sin causa o injustamente a 
consecuencia de esa caducidad o prescripción. A esto debemos añadir que el tiempo de 
prescripción de esta acción de enriquecimiento injustificado, en concordancia con el artículo 479 
del Código de Comercio ecuatoriano, es de 2 años. 
 
Sin embargo de lo señalado, es necesario aclarar, que las disposiciones constantes en el Código de 
Comercio, son referidas a la letra de cambio, a las que me referiré mayormente por cuanto está más 
clarificado y codificado que en la ley de la materia del cheque, por cuanto tratándose de éste, la 
disposición legal que sanciona al Enriquecimiento Injusto o Injustificado está estatuida en el inciso 
final del Art. 50 de la Ley de Cheques, que determina: 
 
“Art. 50.- Inciso Tercero… 
La acción por Enriquecimiento ilícito prescribe en el plazo de un año a partir de la fecha en que 
hayan prescrito las acciones indicadas en los incisos anteriores de éste artículo”. 
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Esta disposición legal, está íntimamente ligada con lo establecido en el inciso segundo del Art. 57 
de la referida ley, que establece: 
 
“Art. 57.- Inciso Segundo… 
En los demás casos, salvo disposición legal en contrario, el pago de un cheque podrá reclamarse 
vía verbal sumario”. 
 
Es decir, que cuando no se han ejercido los derechos reconocidos por la Ley de cheques, para 
reclamar por el cheque protestado por cuenta cerrada, esto es la acción verbal sumaria, que caduca 
en el plazo de seis meses contados desde la fecha del levantamiento del protesto, siendo el cheque 
presentado dentro del plazo que la ley señala para el efecto, en el Art. 25 ibídem, aún se puede 
proponer esta acción por Enriquecimiento Injusto, en contra de quien se ha enriquecido 
injustamente en contra de otra que se ha empobrecido sin causa, es decir, ha sufrido perjuicio en su 
patrimonio. 
 
Sin embargo, todavía se debate si la acción que subsiste es o no cambiaría, existen varias razones 
para creer que no. En este sentido, una parte de la doctrina niega el que esta acción sea cambiaria, 
ya que el fundamento de la decisión serian hechos “extra-cambiarios”, o sea que para que se 
produzca el enriquecimiento injustificado o “enriquecimiento injusto”, en palabras del Código de 
Comercio, o enriquecimiento “ilícito”, según lo establece la Ley de cheques en forma equivocada, 
debe haber recibido provisión por el aceptante o la falta de provisión por el girador. Pero otra parte 
de la doctrina afirma que es de naturaleza cambiaria y en el Ecuador, la norma legal que se 
comenta dice que subsistirá la acción cambiaria, ya que éste fue el criterio predominante al 
adoptarse la Resolución Obligatoria por la Corte Suprema de Justicia. 
 
En el mismo orden de ideas, el tratadista Gómez Leo sostiene que esta acción extracambiaria, tiene 
por fundamento la equidad : 
 
“…pues permite que el portador de un título valor que carezca ya de acciones cambiarias, 
por caducidad o prescripción de ellas, y, que no cuenta con acción causal contra su garante 
inmediato, puede accionar contra el integrante del nexo cambiario. Verbi gratia, librador, 
aceptante, endosante, o avalista, que se hubiera enriquecido, injustamente, en su perjuicio”. 
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En nuestro caso, el cheque, siendo procedente en éste la acción verbal sumaria, en aplicación al 
inciso segundo del Art. 57 de la Ley de cheques, y habiendo prescrito ésta, aún subsiste la acción 
ordinaria extra cambiaría por enriquecimiento injusto. 
 
De lo revisado anteriormente, podemos concluir que, si bien es cierto, parte de la doctrina sostiene 
que la acción de enriquecimiento injusto, reconocida por los Códigos de Comercio, y Ley de 
Cheques, es una acción de naturaleza cambiaria; y muchos otros autores la catalogan de 
extracambiaria en tanto su otorgamiento y el inicio del término de prescripción, presuponen la 
pérdida de las acciones cambiarias por parte del tenedor del título. Nos parece más adecuado 
catalogarla de “acción postcambiaria”, debido al simple hecho de que esta acción de 
enriquecimiento injustificado supone la existencia previa de un título que tenga los caracteres de 
una cambial regular, con fundamento en la cual el poseedor habría podido ejercitar la acción 
cambiaria. 
 
Además, opino, en el mismo sentido que el autor italiano Vittorio Salandra, que el fundamento de 
esta acción es una acción cambiaria perdida, ya sea por caducidad o prescripción, y más importante 
aún, por la imposibilidad de sustituir la acción cambiaria perdida, por la acción causal, “ya sea 
porque ésta no proceda (por ejemplo, en las relaciones entre personas que no han entrado en 
relaciones directas entre sí), o porque no existiera relación causal, o por último, porque ésta se 
hubiera extinguido por novación.” 
 
Finalmente, debemos manifestar que la acción cambiaria de enriquecimiento injusto está justificada 
sólo en cuanto no exista ninguna otra posibilidad de recuperar el crédito; por tanto, es necesario 
que la acción cambiaria se haya perdido contra todos los obligados y que no haya acción causal 
contra alguno de ellos. A esto añadimos, que el enriquecimiento habido del deudor cambiario debe 
haberse dado en daño del acreedor, por lo tanto requiere por una parte la demostración de un daño 
positivo sufrido por la falta de ejercicio del crédito cambiario, y por otra parte una ventaja obtenida 
por el obligado contra el que se actúa. 
 
3.12 Tramite 
El trámite para esta clase de acción, en cuanto a la ritualidad de todos los juicios es igual en la 
esencia, es decir, principia por la demanda, se procede a la calificación de la misma, se cita al 
demandado con ésta y el auto de calificación que recaiga sobre ella, a partir éste momento 
comienza a radicarse la diferencia con el proceso verbal sumario, que ésta considerado como un 
procedimiento más abreviado en comparación con el proceso ordinario que es el correspondiente al 
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juicio por Enriquecimiento Injusto o injustificado, al ser considerado como una acción de carácter 
extra cambiario, de aspecto netamente civil - mercantil  y no ejecutivo, que vendría a constituirse 
en acciones emanadas del título valor, pero de carácter cambiario, como son los juicios ejecutivos o 
verbal sumario. 
 
Lo referente a la demanda, citación, notificación, lo he detallado dentro del capítulo en donde se 
establece el trámite del juicio verbal sumario, por lo que sería improcedente referirme una vez más 
a estos aspectos. 
 
Esto se da por cuanto al tratarse de un juicio ordinario, con la contestación a la demandad que debe 
hacerse en el término de quince días, conforme lo determina el Art. 397 del Código de 
Procedimiento Civil, se le concede al demandado la posibilidad de reconvenir al actor, de 
conformidad con lo dispuesto en el Art. 398 ibidem, concediéndose en mismo término para que el 
actor conteste a ésta reconvención. 
 
El Art. 399 del Código de Procedimiento Civil, menciona claramente que en caso de que “…la litis 
se hubiere trabado cobre cuestiones de puro derecho, la Juez o el Juez pedirá autos y pronunciará 
sentencia”, esto es por cuanto al tratarse de cuestiones alegadas directamente sobre una norma 
legal, no existe ninguna cuestión procesal que deba ser probada, y lógicamente al ser la ley clara y 
expresa no procedería ninguna prueba sobre la misma.   
 
Si las excepciones o la reconvención  planteadas versan sobre hechos que deban justificarse, la 
Jueza o el Juez señalarán día y hora a fin de que se realice la Junta de Conciliación, en donde se 
procurará que las partes lleguen a un acuerdo sobre las cuestiones alegadas, conforme lo determina 
el Art. 400 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Si no llegaren a un acuerdo en esta diligencia procesal, a petición de parte se abrirá la causa a 
prueba por el término de 10 días, en donde las partes podrán solicitar todas las pruebas 
determinadas en la ley, de acuerdo a lo estatuido en el Art. 405 del Código de Procedimiento Civil, 
ya sean estas documentales, materiales o testimoniales. 
 
Se observará la misma disposición si las partes llegaren a un acuerdo parcial, sobre los puntos o 
cuestiones planteadas que no fueren resueltas y aprobadas mediante Auto, sobre aquellas a las que 
no fue posible llegar a un acuerdo, siempre y cuando éstas puedan ser consideradas y resueltas 
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parcialmente y se trate de un acuerdo lícito, lo mencionado está en plena concordancia con lo 
dispuesto en el Art. 402 y 403 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Una vez concluido el proceso sea mediante acuerdo logrado en la Junta de Conciliación que será 
aprobado mediante el correspondiente Auto, o habiéndose trabado la litis y  el proceso con todas 
las actuaciones procesales que correspondan, se dictará la correspondiente Sentencia, de la que 
cualesquiera de las partes que hubieren intervenido en el Juicio no estén de acuerdo pueden apelar 
dicha resolución ante el inmediato superior, es decir, ante la Corte Provincia de Justicia de la 
circunscripción territorial que corresponda. 
 
En esta clase de acción, por ser considerada de alto conocimiento, es decir, de amplio 
conocimiento, en donde a diferencia del juicio verbal sumario, que se resuelve en mérito de lo 
actuado en primera instancia, se puede solicitar incluso que se abra la causa a prueba por el mismo 
término que concede el juez de primera instancia, esto es por 10 días, siendo facultad de las partes 
solicitar las pruebas que estimen conveniente a fin de justificar los derechos que les correspondan 
defender, llegando incluso hasta la casación. 
 
MODELO DE DEMANDA POR ENRIQUECIMIENTO INJUSTO 
 
El presupuesto legal para iniciar la Acción Ordinaria por Enriquecimiento Injusto se encuentra 
determinado en el Art. 50 de la Ley de Cheques, la misma que establece que una vez prescritas las 
acciones cambiarias a que tiene derecho el legítimo tenedor de un cheque, aún le queda la vía 
ordinaria para obtener no solo el reconocimiento del valor del cheque, sino los derechos 
establecidos en el Art. 46 del mismo cuerpo legal, por cuanto y de acuerdo con las consideraciones 
comunes al Enriquecimiento Injusto, nadie puede enriquecerse injustificadamente en detrimento 
del patrimonio de otra persona. 
 
SEÑOR JUEZ DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
NN, de 50 años de edad, de estado civil casado, de ocupación comerciante, domiciliado en esta 
ciudad de Quito, Provincia de Pichincha, comparezco ante usted con la siguiente demanda: 
PRIMERO: NOMBRES DEL DEMANDADO.- 
El demandado responde a los nombres de XY. 
SEGUNDO: FUNDAMENTOS DE HECHO.- 
Del cheque que acompaño al libelo de mi demanda, vendrá a su conocimiento señor Juez, que soy 
legítimo tenedor del documento cartular Nro. 1111, de la cuenta corriente Nro. 22222211, del 
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Banco del Pichincha S.A., por la suma de DOS MIL DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMERICA. 
El referido cheque, pese al protesto, y la notificación realizada con el mismo al girador del cheque, 
no fue pagado en forma oportuna dentro de los plazos establecidos en los dos primeros incisos del 
Art. 50 de la Ley de Cheques, por lo que a la fecha se hallan prescritas las acciones directas y las de 
regreso señaladas en estos. 
En concordancia con lo establecido en el inciso final del Art. 50 del mencionado cuerpo legal, la 
acción de Enriquecimiento Injusto prescribe en el plazo de  un año contado a partir de la fecha en 
que hayan prescrito las acciones directa y de regreso, siendo por estas consideraciones Señor Juez, 
que alego la acción de Enriquecimiento Injusto, por cuanto existe un enriquecimiento injusto del 
demandado y un empobrecimiento real del compareciente. 
TERCERO: FUNDAMENTOS DE DERECHO.- 
Fundamento mi demanda de conformidad con lo establecido en los Arts. 50, 45 y más pertinentes 
de la Ley de Cheques,  en concordancia con el Art. 395 y siguientes del Código de Procedimiento 
Civil. 
Alega expresamente Señor Juez, que se de cumplimiento a lo establecido en el Art. 280 del Código 
de Procedimiento Civil, en lo que fuere pertinente. 
CUARTO: PETICIÓN.- 
Con los antecedentes expuestos demando al señor NN, a lo siguiente: 
1.- Al pago del valor constante en el Cheque, esto es la cantidad de DOS MIL DOLARES DE LOS 
ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA; 
2.- Al pago de los intereses legales establecidos desde el protesto del cheque; 
3.- Al pago del valor correspondiente por mora; 
4.- Al pago de Costas procesales; y, 
5.- Al pago de los honorarios de mi Abogado Defensor. 
Ofrezco reconocer pagos parciales que se justifiquen legalmente. 
Solicito Señor Juez, que dejando fotocopias debidamente certificadas en Autos, se ordene el 
desglose del cheque aparejado a la demanda. 
QUINTO: CUANTÍA.- 
La cuantía la fijo en la cantidad de TRES MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMERICA. 
SEXTO: TRAMITE.- 





Al demandado se lo citará con el contenido de ésta demanda y la providencia de calificación 
recaída en ella en su domicilio ubicado en la Av. S/N 000 y S/N, de esta ciudad de Quito, Provincia 
de Pichincha, o en lugar que indicaré personalmente al señor actuario. 
Notificaciones que me correspondan las recibiré en la casilla judicial Nro. 111, perteneciente a mi 
Abogado Defensor señor Doctor Fernando Rivera C., profesional a quien faculto para que a mi 
nombre y representación suscriba cuantos escritos fueren necesarios en defensa de mis legítimos 
derechos. 
Firmo conjuntamente con mi Abogado Defensor. 
 
F. Abogado F. CLIENTE 
 
La demanda se presenta en la oficina de sorteos de la Función Judicial, con las correspondiente 
copias de la misma, a fin de que se radique la competencia en uno de los Juzgados de lo Civil y 
Mercantil del Cantón en el que se encuentre el domicilio del demandado, de acuerdo a la 
información constante en el cheque, en lo referente al lugar en que se ha girado el cheque, de 
conformidad con el Art. ……(VER), de la Ley de Cheques. 
 
MODELO DE CALIFICACIÓN DE LA DEMANDA 
 
(Lugar y fecha) 
A: ACTOR. 
Dr. DEFENSOR. 
En el Juicio Verbal Sumario No. 000-000-000, que sigue NN en contra de YY, hay lo siguiente: 
JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL DE PICHINCHA.- Lugar, Fecha, Hora.- VISTOS: Avoco 
conocimiento de la presente causa, en virtud del sorteo de ley, en mi calidad de Juez Titular de esta 
judicatura, en lo principal, la demanda que antecede es clara, precisa y reúne los requisitos de ley, 
por consiguiente al ser procedente al Ordinario, cítese al demandado señor YY, en el domicilio 
señalado para el efecto.- Dejándose copia certificadas del cheque materia de la presente causa, 
ordenase el desglose del mismo.- Tómese en cuenta el domicilio judicial señalado por el 
accionante, así como la autorización conferida a su Abogado defensor, y la documentación adjunta. 
Notifíquese.- f).- XX, JUEZ. 




MODELO DE CONTESTACIÓN A LA DEMANDA 
 
Una vez citado el demandado con la demanda, de conformidad con lo determinado en el Art. 397 y 
398 del Código de Procedimiento Civil, el demandado debe proponer las excepciones a las que se 
crea asistido, así como la reconvención a la que hubiere lugar. 
 
JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO.000-000-WW. 
NN, dentro del juicio Ordinario propuesto en mi contra por el señor YY, comparezco y digo: 
 
1.- Negativa pura y simple de los fundamentos de hecho y derecho de la presente demanda. 
2.- Alego la improcedencia e inadmisibilidad de la demanda, por carecer de requisitos legales.  
3.- Alego la inejecutividad del supuesto título base de esta demanda por que carece de requisitos 
legales y especialmente de la incondicionalidad exigida por el artículo 56 de la Ley de Cheques.  
4.- Alego la inejecutividad de la obligación demandada por que la misma carece de los requisitos 
legales. 
 5.- Alteración del documento materia de esta causa y por lo mismo alego inexistencia del 
documento base de esta demanda.  
6.- Alego falta de causa de la obligación.  
9.- Alego ILEGITIMIDAD DE PERSONERÍA del actor.  
15.- Plus Petitio.  
Por una o más de las excepciones que he planteado, se dignará usted Señor Juez DESECHAR LA 
DEMANDA y condenar al actor al pago de las costas procesales que las reclamo en forma expresa. 
Por ser legal y procedente, sírvase usted Señor Juez admitir a trámite la CONTESTACION A LA 
DEMANDA y disponer que se continúe con el trámite legal del juicio para que cuando este 
concluya se establezca el derecho que me asiste. 
 
3.12.1 De la Reconvención 
 
De conformidad con lo señalado en el Art. 398 del Código de Procedimiento Civil, Reconvengo al 
actor a lo siguiente: 
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Por cuanto es injustificada la demanda que se propone en mi contra, por cuanto el título además de 
no reunir los requisitos exigidos por la ley, es un título caducado, y por consiguiente han prescrito 
las acciones reconocidas en la ley para entablar la misma, Reconvengo al actor al pago de la 
cantidad de CINCO MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA,  en 
razón de los perjuicios causados a mi persona por la continuación de la presente causa. 
Notificaciones que me correspondan, las recibiré en la casilla judicial Nro. 111, perteneciente a mi 
Abogado defensor señor Doctor XY, profesional a quien faculto suscribir a mi nombre y 
representación cuantos escritos fueren necesarios en defensa de mis legítimos derechos. 
Tratándose del Juicio Ordinario, en donde procede la reconvención al actor, que no es otra cosa que 
una contra demanda, se le concede la primero el mismo término que se le dio al demandado para 
que conteste a la acción iniciada en su contra, esto es, el término de quince días. 
Contestada la misma, y a petición de parte, se procede a realizar la Junta de Conciliación, en donde 
los sujetos procesales deben manifestarse si llegan a un acuerdo de conformidad con lo señalado 
por los Arts. 400, 401, 402 y 403 del Código de Procedimiento Civil, y de no ser posible éste 
acuerdo, las partes deben manifestarse mediante el correspondiente petitorio  a fin de que se 
aperture el término de prueba, el mismo que de conformidad con el Art. 405 del invocado cuerpo 
legal, es el 10 días.  
MODELO DE ESCRITO SOLICITANDO SE REALICE LA JUNTA DE CONCILIACION. 
JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
NN, en relación con el juicio ordinario incoado en mi contra, por XX, comparezco y solicito: 
Que de conformidad con lo establecido en el Art. 400 del Código de Procedimiento Civil, se señale 
día y hora a fin de que se realice la Junta de Conciliación. 
Por ser legal, se me proveerá conforme solicito. 
Casilla Judicial Nro. 000. 
Casilla Judicial electrónica: 11111111@foroabogados.ec 
Por el compareciente, debidamente autorizado, firma su defensor. 
 
MODELO DE PROVIDENCIA SEÑALANDO DÍA Y HORA PARA LA JUNTA DE 
CONCILIACIÓN. 
JUICIO NRO.000-111-11111 
RESP.: DR. BB 
En el juicio No. 000-111-11111 que sigue NN en contra de XY, hay lo siguiente:  
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JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA.- Quito, jueves 15 de 
febrero del 2012, las 16h25.- Agréguese al proceso el escrito presentado por el demandado NN, en 
atención al mismo, se señala para el día 20 de julio del 2012, a las 15h00,  a fin de que tenga lugar 
la Junta de Conciliación.- NOTIFIQUESE.- Dr.) XX Juez. 
Lo que comunico para los fines de ley. 
 
MODELO DE JUNTA DE CONCILIACIÓN. 
En la ciudad de Quito, a los 25 días del mes de abril  del 2012, a las 15h00, ante el Doctor YY, 
Juez sexto de lo civil de Pichincha, comparece el señor NN, de 40 años de edad, de estado civil 
viudo, de nacionalidad ecuatoriana, domiciliado en esta ciudad de Quito, Provincia de Pichincha en 
calidad de demandado, acompañado de su Abogado Defensor DR. ZZ, con matricula profesional 
del Foro de Abogados Nro. 00000, y el señor XX, de 41años de edad, de nacionalidad ecuatoriana, 
de estado civil casado, domiciliado en esta ciudad de Quito, Provincia de Pichincha, acompañado 
por su Abogado Defensor Dr. WW, con matricula profesional del Foro de Abogados de Pichincha 
Nro. 11111, en calidad de actor.- A continuación se le concede la palabra al demandado señor ZZ, 
quien por intermedio de su Abogado Defensor dice: Me afirmo y me ratifico en los fundamentos de 
hecho y de derecho de la contestación  a la demanda, por cuanto la presenta acción se encuentra 
prescrita, conforme lo demostraré en el transcurso de presente juicio con las pruebas que aportaré al 
proceso, por lo que usted señor Juez aceptará la Reconvención planteada, disponiendo además al 
pago de los daños y perjuicios que se me ocasiones y las correspondientes costas procesales.- hasta 
aquí la intervención.- a continuación se le concede la palabra al actor quien por intermedio de su 
Abogado Defensor manifiesta.- Me afirmo y me ratifico en los fundamentos de hecho y de derecho 
de la demanda planteada, conforme lo demostraré con las pruebas que se llegaren a actuar en el 
presente juicio por mi persona, por cuanto no se pudo llegar a ningún acuerdo con el demandado, al 
mismo que una vez concluido en presente juicio será condenado a pagar no solo el importe del 
cheque, sino los intereses que correspondieren, las costas procesales y los honorarios de mi 
Abogado Defensor, conforme lo señala el Art. 46 de la Ley de Cheques.- hasta aquí la diligencia, 








MODELO DE ESCRITO SOLICITANDO SE ABRA LA CAUSA A PRUEBA 
 
JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO. 00000-1111-0000. Resp.: WW 
NN, en relación al juicio ordinario por Enriquecimiento Injusto, que sigo en contra del señor NN, 
comparezco y solicito: 
Atento al estado de la causa, dígnese usted ordenar se abra la causa a prueba, de conformidad con 
el Art. 405 del Código de Procedimiento Civil. 
Por ser legal, provéase conforme solicito. 
A ruego del peticionario, y como su legítimo defensor. 
AB……………. 
 
A diferencia del Juicio Verbal sumario, en donde la etapa de prueba se abre en el momento mismo 
de concluida la Audiencia de Conciliación y Contestación a  la demanda, dentro del Juicio 
Ordinario, todas y cada una de las actuaciones y diligencias judiciales, se realizan a petición de 
parte, siendo así que para proceder a el periodo de prueba, debe preceder el correspondiente 
petitorio al Juez para que éste autorice que se proceda a su apertura y a la realización de las 
mismas. 
 
MODELO DE PROVIDENCIA ORDENANDO SE ABRA LA CAUSA A PRUEBA 
JUICIO NRO.000-111-11111 
RESP.: DR. WW 
En el juicio No. 000-111-11111 que sigue NN en contra de XY, hay lo siguiente:  
 
JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA.- Quito, jueves 15 de 
febrero del 2012, las 16h25.- Agréguese al proceso el escrito presentado por el actor, atento al 
mismo se dispone, se dé inicio  a la causa a prueba de conformidad con el Art, 405 del Código de 
Procedimiento Civil.- NOTIFIQUESE.- Dr.) XX Juez. 
Lo que comunico para los fines de ley. 
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MODELO DE ESCRITO DE PRUEBA DEL ACTOR. 
JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO. 00000-111-222. Resp.: DR. NN. 
NN, dentro del juicio verbal sumario, propuesto contra XX, por enriquecimiento injustificado, 
dentro del término de prueba que se encuentra decurriendo y con notificación contraria, solicito la 
práctica de las siguientes diligencias: 
-I- 
Que se tenga como prueba de mi parte, todo cuanto de Autos me fuere favorable, en especial lo 
manifestado en el libelo inicial de mi demanda y lo manifestado por mi Abogado Defensor en la 
respectiva Junta de Conciliación. 
-II- 
Impugno la prueba presentada o que llegare a presentar la contraparte por ser forjada, y no estar 
sujeta a la verdad de los hechos. 
-III- 
Redarguyo de falsos a los testigos presentados o que llegare a presentar el demandado por estar 
incursos en las inhabilidades establecidas 213 y 216 del Código de Procedimiento Civil. 
-IV- 
Solicito se me permita repreguntar a los testigos presentados o que llegare a presentar el 
demandado de conformidad con el pliego de preguntas que adjunto al presente escrito de prueba. 
-V- 
Solicito se envíe atento oficio a la Superintendencia de Bancos y Seguros a fin que CERTIFIQUE 






Se reproduzca y se tenga como prueba de mi parte, el cheque Nro. 1111, de la cuenta corriente 
Nro.22222, del Banco del Pichincha S.A.,  perteneciente al señor XX, el mismo que no fue pagado 
por el demandado, sin embargo de mis constantes requerimientos. 
-VII- 
Se recepte la declaración testimonial de mis testigos los señores XX y XY, conocedores de la 
verdad de los hechos, al tenor del pliego de preguntas que adjunto a la presente. 
-VIII- 
Que se reproduzca y se tenga como prueba de mi parte las NOTIFICACIONES realizada a la 
persona del deudor, realizada por le Cámara de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Quito, por 
cuanto como era mi afán evitar judicializar el cobro del cheque materia de la presente litis, sin 
contar con la mala fe del demandado. 
Una vez practicadas estas diligencias se las agregará al proceso y se las tendrá como prueba de mi 
parte y a mi favor. 
Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
Casilla Judicial Nro. 000. 
Casilla Judicial electrónica: 000@foroabogados.ec 








MODELO DE ESCRITO DE PRUEBA DEL DEMANDADO 
XX, dentro del infundado juicio, propuesto en mi contra por NN, por Enriquecimiento Injusto, 
dentro del término de prueba que se encuentra decurriendo y con notificación contraria, solicito la 
práctica de las siguientes diligencias: 
-I- 
Que se tenga como prueba de mi parte, todo cuanto de Autos me fuere favorable, en especial lo 
manifestado en la contestación a la demanda, en la Reconvención, y en la Junta de Conciliación.  
-II- 
Impugno la prueba presentada o que llegare a presentar la contraparte por ser forjada, y no estar 
sujeta a la verdad de los hechos. 
-III- 
Redarguyo de falsos a los testigos presentados o que llegare a presentar el demandado por estar 
incursos en las inhabilidades establecidas 213 y 216 del Código de Procedimiento Civil. 
-IV- 
Solicito se me permita repreguntar a los testigos presentados o que llegare a presentar el 
demandado de conformidad con el pliego de preguntas que adjunto al presente escrito de prueba. 
-V- 
Se recepte la declaración testimonial de mis testigos los señores XX y XY, conocedores de la 
verdad de los hechos, al tenor del pliego de preguntas que adjunto a la presente. 
-VI- 
Se nombre un perito grafólogo, a fin de que determine la fecha en la cual fue llenado el cheque por 
el que se me demanda, el mismo que no cumple con los requisitos determinados en el Art. 1de la 
Ley de Cheques.  
Una vez practicadas estas diligencias se las agregará al proceso y se las tendrá como prueba de mi 
parte y a mi favor. 
Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
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A ruego del compareciente, firmo como su defensor. 
AB………….. 
MODELO DE PROVIDENCIA ACEPTANDO Y PROVEYENDO LA PRUEBA 
SOLICITADA 
 
Juicio Nro. 11111-000-2222. 
Resp.: DR.XX 
Quito, 11-11-1111. 
En el juicio Nro. 11111-222-000, que sigue NN en contra de XX, hay lo siguiente: 
JUZGADO QUINTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA.- Quito, 30 de julio del 
2012, las 09h15.- Agréguese al proceso los escritos presentados, en lo principal se dispone: 
PRUEBA DEL ACTOR.- Téngase en cuenta lo manifestado por el actor en los acápites 1, 2 y 3; 
procédase conforme lo solicitado en el acápite 4; Ofíciese conforme se solicita en el acápite 5; 
agréguese los documentos mencionados en los acápites 6 y 8; recéptese las declaraciones 
testimoniales mencionadas en el acápite 7 mientras dure la prueba.- Prueba del demandado.- 
téngase en cuenta lo manifestado por el actor en los acápites 1, 2, y 3; procédase como solicita en el 
acápite 4; recéptese las declaraciones testimoniales solicitadas en el acápite 5 mientras dure la 
prueba;; se nombra al Ing. ZZ, a fin de que realice el examen grafológico solicitado en el acápite 6, 
quien presentará su informe en el término de 15 días.- NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.- Dr.) XY. 
Juez. 
Lo que pongo en su conocimiento para los fines de ley. 
MODELO DE ESCRITO SOLICITANDO AUTOS PARA SENTENCIA 
JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO. 1111-222-222. Resp.: DR. ZZ. 
NN, dentro del juicio verbal sumario propuesto contra el señor XX, comparezco y solicito: 
Dado al estado de la causa y al tiempo transcurrido, sírvase ordenar Autos para Sentencia. 
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Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
Casillero Judicial Nro. 000. 
Por el compareciente, debidamente autorizado, firma su defensor. 
Abogado……….. 
 
MODELO DE PROVIDENCIA ORDENANDO AUTOS PARA RESOLVER 
Juicio Nro. 11111-000-2222. 
Resp.: DR.XX 
Quito, 11-11-1111. 
En el juicio Nro. 11111-222-000, que sigue NN en contra de XX, hay lo siguiente: 
JUZGADO SEXTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA.- Quito, 20 de octubre del 
2012, las 15h15.- Agréguese al proceso el escrito presentado, en lo principal dicten autos para 
sentencia.- Notifíquese.- Dr.) XX Juez. 
 
MODELO DE SENTENCIA. 
 
VISTOS: Dr. NN, avoca conocimiento de la presente causa en calidad de Juez titular de esta 
judicatura, mediante acción de personal No.-0000-DP -DPP.- habiéndose radicado la competencia  
por el sorteo legal que para resolver hace las siguientes consideraciones: PRIMERO: No se advierte 
omisión de solemnidad sustancial que hubiere influido en la decisión de la causa o que hubiere 
provocado indefensión o nulidad insanable, por lo que se declara la validez del proceso. 
SEGUNDO: Comparece el accionante y en el libelo de demanda manifiesta: Del cheque que 
acompaño al libelo de mi demanda, vendrá a su conocimiento señor Juez, que soy legítimo tenedor 
del documento cartular Nro. 1111, de la cuenta corriente Nro. 22222211, del Banco del Pichincha 
S.A., por la suma de DOS MIL DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA. 
El referido cheque, pese al protesto, y la notificación realizada con el mismo al girador del cheque, 
no fue pagado en forma oportuna dentro de los plazos establecidos en los dos primeros incisos del 
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Art. 50 de la Ley de Cheques, por lo que a la fecha se hallan prescritas las acciones directas y las de 
regreso señaladas en estos. 
En concordancia con lo establecido en el inciso final del Art. 50 del mencionado cuerpo legal, la 
acción de Enriquecimiento Injusto prescribe en el plazo de  un año contado a partir de la fecha en 
que hayan prescrito las acciones directa y de regreso, siendo por estas consideraciones Señor Juez, 
que alego la acción de Enriquecimiento Injusto, por cuanto existe un enriquecimiento injusto del 
demandado y un empobrecimiento real del compareciente. , por lo tanto con fundamento en los 
artículos 18, 24, 25 y50 de la Ley de cheques, en concordancia con el Art. 395 y siguientes del 
Código de Procedimiento Civil, demanda lo siguiente: 1.- Al pago del valor constante en el 
Cheque, esto es la cantidad de DOS MIL DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMERICA.- 2.- Al pago de los intereses legales establecidos desde el protesto del cheque.- 
3.- Al pago del valor correspondiente por mora.- 4.- Al pago de Costas procesales; y.- 5.- Al pago 
de los honorarios de su Abogado Defensor.- ofrece reconocer pagos parciales que se justifiquen 
legalmente. Se cita al demandado en debida forma, y comparece deduciendo excepciones y 
planteando la RECONVENCION.- Se convoca a las partes a la Junta de Conciliación, en donde no 
se llegó a ningún acuerdo entre los litigantes.- TERCERO: Trabada la Litis, correspondía a las 
partes justificar sus asertos y excepciones de conformidad con los artículos 113 y 114 del Código 
de Procedimiento Civil, sustanciada la causa de conformidad con la naturaleza del asunto, y 
encontrándose en estado de resolver se considera:. CUARTO: De conformidad con el artículo 837 
del Código de Procedimiento Civil, el juzgador fallará conforme a las pruebas aportadas al proceso 
por las partes, es así que corresponde analizar los fundamentos de hecho y de derecho de la 
demanda, las pruebas aportadas por los litigantes y establecer si se encuentran justificadas las 
pretensiones del accionante o las excepciones de la parte demandada. QUINTO: La legitimidad de 
personería y la calidad de legítimo contradictor se halla justificada en autos según se desprende los 
documentos agregados al proceso a fojas 1 a 3 expediente. SEXTO: Es evidente que entre los 
litigantes existió una relación de carácter comercial, justificada con el título valor aparejado al 
proceso, el mismo que cumple con los requisitos exigidos por el Art. 1 de la Ley de cheques, y su 
cobro esta normado por el Art. 50 ibídem.- SÉPTIMO: a fojas 00 del proceso se encuentra la 
certificación emitida por la Superintendencia de Bancos y seguros, de la cual se desprende que el 
demandado posee cuentas bancarias en varios bancos del estado ecuatoriano.-. OCTAVO: A fojas 
00 del proceso se encuentra el cheque girado por el demandado, presentado dentro de la fecha 
determinada en el Art. 25 de la Ley de cheques, en el que consta en el anverso la razón sentada por 
el banco girado Banco del Pichincha S.A., de la misma que se lee “protestado por insuficiencia de 
fondos”, enmarcándose este particular en lo establecido por el Art. 57 de la ley de cheques. 
NOVENO: De las declaraciones testimoniales de los testigos presentados por el demandado, 
declaraciones concordantes entre sí, se determina la relación comercial que existió entre el girador 
y el girado, y que sin embargo de los continuos requerimientos del actor, no ha sido pagado por el 
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demandado. DECIMO: Por su parte el demandado no ha probado justificadamente ninguno de las 
excepciones planteadas, por cuanto no se demostró ninguna relación laboral; y el examen pericial 
solicitado no arrojó ninguna circunstancia que haga presumir la adulteración del documento 
cartular materia de la presente litis, ni las declaraciones testimoniales aportaron prueba suficiente al 
proceso a favor del demandado.-  Por lo expuesto, de lo revisado anteriormente, podemos concluir 
que, si bien es cierto, parte de la doctrina sostiene que la acción de enriquecimiento injusto, 
reconocida por los Códigos de Comercio, y Ley de Cheques, es una acción de naturaleza 
cambiaria; y muchos otros autores la catalogan de extra cambiaria en tanto su otorgamiento y el 
inicio del término de prescripción, presuponen la pérdida de las acciones cambiarias por parte del 
tenedor del título. Nos parece más adecuado catalogarla de “acción postcambiaria”, debido al 
simple hecho de que esta acción de enriquecimiento injustificado supone la existencia previa de un 
título que tenga los caracteres de una cambial regular, con fundamento en la cual el poseedor habría 
podido ejercitar la acción cambiaria, En efecto, lo que produce el enriquecimiento y el correlativo 
empobrecimiento es el desplazamiento de un determinado valor o ventaja desde un patrimonio que 
se empobrece hasta otro que se enriquece. Por consiguiente, enriquecimiento y empobrecimiento 
no constituyen más que el anverso y el reverso de la situación que se deriva del señalado 
desplazamiento patrimonial. En consecuencia, si queremos buscar la causa material del 
enriquecimiento nunca la encontraremos en el consiguiente empobrecimiento, sino siempre en un 
hecho, humano o no, que ha provocado el susodicho desplazamiento de una ventaja de un 
patrimonio a otro, y en virtud del cual esos patrimonios se han empobrecido y enriquecido 
respectivamente, Planiol consideraba El enriquecimiento injusto era un estado de hecho contrario al 
Derecho, calificable como hecho ilícito debido a su carácter injusto,  y cuya presencia, por 
consiguiente, determinaba la prohibición de que se conservase, por lo expuesto, 
ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y 
POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPUBLICA, se acepta la 
demanda planteada en todas sus partes, disponiendo al deudor señor XX, al pago del valor 
constante en el cheque, por cuanto no se han justificado pagos realizados, más los intereses que 
legalmente correspondieran, los cuales serán liquidados pericialmente. En cien dólares se fijan los 









3.13 El Juicio por Daño Moral 
De acuerdo con la Doctrina, consagrada por nuestro derecho positivo, los daños que puede sufrir 
una persona por un hecho ilícito se clasifican en dos grandes categorías: Daños Patrimoniales y 
Daños Morales, que no es otra cosa que la clasificación lógica de los derechos subjetivos en 
patrimoniales y extrapatrimoniales. 
 
“Un mismo hecho ilícito por lo común ocasiona simultáneamente daño material y daño 
moral, la frontera entre el uno y el otro frecuentemente es difícil de diferenciar por que el 
daño material o patrimonial coexiste comúnmente con el daño moral o extrapatrimonial”.  
(Brebbia, 1967) 
 
El Código Civil en su título XXXIII, del libro cuarto caracteriza a los daños morales como los que 
provoquen sufrimientos psíquicos o físicos, como angustia, ansiedad, humillaciones u ofensas 
semejantes, en todos los casos provienen de un delito o cuasidelito; entendiéndose como tales de 
acuerdo a la Doctrina y a la Jurisprudencia, tratándose de los delitos cuando se ha actuado con dolo 
y a los cuasidelitos cuando se han producido pro la omisión del agente activo, es decir, ha actuado 
con culpa. 
 
La Corte Suprema de Justicia, refiriéndose al daño moral manifiesta: 
 
“…El padecimiento se tiene por supuesto por el hecho antijurídico que lo provoca y es 
suficiente la valoración objetiva de la acción antijurídica. Para las lesiones del espíritu, rige 
el principio in re ipsa…La prueba del daño moral deberá ser la del hecho ilícito que lo ha 
provocado, el delito o un cuasidelito que han afectado a bienes jurídicamente protegidos, y 
el de la atribución del mismo al que causó el daño y los fundamentos para declararlo 
responsable…” (Resolución NO. 75-2002, 2002) 
 
El Doctor José García Falconi, refiriéndose al daño moral manifiesta:  
 
“Es aquella especie de agravio implicado con la violación de alguno de los derechos 
personalísimos sea de sus derechos subjetivos que protegen como bien jurídico las 
¨facultades¨ o ¨presupuestos¨ de la personalidad, la paz, la tranquilidad de espíritu, la vída 
íntima o derecho de privacidad, la libertad individual, la integridad física, el honor, la honra 
de la persona etc...”. 
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Es de índole netamente subjetiva y su fundamento se encuentra en la propia naturaleza efectiva del 
ser humano, de tal modo que puede decirse que tal daño se produzca siempre en un hecho externo 
que afecta a la integridad física y moral del individuo y por lo tanto la apreciación pecuniaria de 
este debe considerarse por entero entregada a la estimación discrecional del Juez, pues dada su 
índole es inconcuso que no puede ni requiere ser acreditada. 
 
Al hablar de que el daño Moral, solamente ataca a la esfera afectiva o extrapatrimonial de la 
persona, y no a sus bienes patrimoniales, que son los que pueden ser evaluados en dinero, 
pensaríamos por un momento que por tratarse de un asunto que tiene que ver con lo económico de 
una persona, no estaría sujeto a una acción por daño moral, me refiero estrictamente a las acciones 
civiles  que proceden de un cheque protestado por cuenta cerrada, determinadas en la ley de la 
materia, que es en lo que concuerdan la mayoría de los tratadistas que han escrito sobre la materia, 
pero también es cierto que el aspecto anímico de una persona está íntimamente ligado a la 
tranquilidad que le proporciona lo económico, es decir, los bienes que posee, y cuando estos se ven  
afectados por un acto antijurídico de otra, le ocasiona una enorme intranquilidad emocional a su 
vida misma, a la tranquilidad de la gozaba, a su libertad, que le pueden acarrear enormes 
preocupaciones que no le permitirían alcanzar la paz emocional, bien extrapatrimonial que esta 
tutelado por nuestro ordenamiento jurídico. 
 
Además es necesario señalar, que el Código Penal tipifica  como Estafa el giro de un cheque contra 
una cuenta cerrada, lo que tiene íntima relación con lo señalado  por el Art. 2214 del Código Civil, 
que establece: “El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, está 
obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o 
cuasidelito”. , en base a lo señalado que será detallado en líneas más adelante, se basa el 





Como tal el daño Moral, ha sido ampliamente estudiado y debatido de muchas maneras y 
personajes ilustres del derecho, al respecto el señor Doctor Luis Humberto Abarca Galeas, quien en 
su obra considera: 
 
“…Toda conducta del hombre como ser social que objetivamente causa agravio a una 
persona determinada, vulnerando o menoscabando subjetivamente uno o más de sus 
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derechos extrapatrimoniales, genera la obligación de reparar pecuniariamente tal 
agravio…” 
“…Como se ve, siendo el ámbito de las relaciones sociales ilimitable, el daño moral puede 
generarse siempre que objetivamente sea agraviada una persona…” (Abarca Galeas, 
págs. 21-22). 
 
Estos derechos extrapatrimoniales, a los que se refiere el daño moral, son concebidos como todos 
los bienes jurídicos que no pueden ser valorados económicamente, y pueden incidir directa o 
indirectamente sobre el patrimonio del titular, como cuando se le ha privado de su libertad 
arbitrariamente, impidiéndole el ejercicio de sus derechos, o cuando ha sido víctima de un plagio o 
una violación, etc. 
 
El Doctor José C. García Falconí, considera: 
 
“Es pues aquella especie de agravio implicado con la violación de alguno de los derechos 
personalísimos, o sea de sus derechos subjetivos, que protegen como bien jurídico las 
facultades o presupuestos de la personalidad, la paz, la tranquilidad de espíritu, la vida 
íntima o derecho de la privacidad, la libertad individual, la integridad física, el honor, la 
honra de la persona; esto es la contingencia de la vida, sus pesares, dolores, las amenazas a 
la integridad física, a las facultades psíquicas o al espíritu que el hombre debe soportar”.  
(García Falconí, 2010) 
La Jurisprudencia Argentina refiriéndose al Daño Moral señala: 
 
“De este modo el daño moral, es la privación y disminución de aquellos bienes que tienen 
un valor precioso en la vida del hombre, como la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad 
individual, la integridad individual que constituyen los más gratos efectos” 
 
En base a lo manifestado, se puede concluir que el daño moral es toda afección que padezca el ser 
humano, y que afecte a su salud mental y anímica, producto de una actitud injuriosa o un hecho 
dañoso que le ocasione cualquier tipo de sufrimiento y perturbación de carácter mental, el mismo 
que está debidamente reconocido por nuestra legislación, por cuanto la protección que le da el 
estado a sus asociados que viven en una sociedad garantista de derechos es integral, protegiendo no 
solo a sus bienes patrimoniales como a sus bienes extrapatrimoniales.  
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“La Prueba del Daño Moral deberá ser la del hecho ilícito que lo ha provocado, el delito o 
cuasidelito que han afectado a bienes jurídicamente protegidos, y el de la atribución del 
mismo al que causó el daño y los fundamentos para declararlo responsable”. (Colección 
de Jurisprudencia Civil, 2002) 
 
3.13.2 Requisitos para su procedencia 
Conforme lo determina el Art. 2184 del Código Civil, las obligaciones nacen, o de la ley, o del 
hecho voluntario de una de las partes, cuando nacen de la ley, la misma se refiere a ellas, como 
cuando establece las obligaciones que tiene un padre de familia con su hijo. Pero existen otras 
acciones del ser humano, que sin embargo de estar determinadas como delitos, además de merecer 
una pena, genera responsabilidad de carácter civil por el daño cometido no solo en la persona de la 
víctima, sino también en sus bienes , los cuales por el respeto a la propiedad privada gozan de una 
estricta protección del estado, al igual que los primeros, porque el legislador ha comprendido que la 
paz y tranquilidad de un individuo, está estrictamente ligada a sus bienes, por cuanto son estos los 
que le permiten tener un determinado estilo de vida, con el cual pueda solventar los gastos propios 
involucrados en su supervivencia.  
 
Más adelante el mismo Art. 2184 se refiere a que si el hecho de que nacen es lícito es ilícito y 
cometido con intención de dañar, constituye un delito, determinados  en el Código Sustantivo 
Penal, lo que está estrictamente ligado no solo con una responsabilidad penal por el hecho 
cometido sino con una responsabilidad civil por el mismo, a la que me referí ampliamente en líneas 
anteriores. 
 
El Art. 2214 del mismo cuerpo legal explícitamente manifiesta:  
 
“El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, está obligado a la 
indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito”. 
 
En concordancia con lo señalado, el Art. 2232 ibídem consiente en que se “podrá demandar 
indemnización de carácter económico a título compensatorio quien hubiere sufrido daños morales, 
debidamente justificado por la gravedad del perjuicio sufrido, independientemente de la pena que 
le imponga la ley penal por el delito cometido”, de manera general éste artículo establece que 
podrán demandar por daño moral quienes hubieren sufrido sufrimientos físicos o psíquicos como 
angustia, ansiedad, humillaciones u ofensas semejantes. (CCE, 2010) 
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Esta acción de carácter netamente civil reclamada mediante la vía ordinaria procede cuando los 
daños han sido el resultado próximo de la acción u omisión ilícita del demandado, quedando a 
prudencia del Juez competente para conocer la causa, la determinación de la medida compensatoria 
a favor del afectado por el acto u omisión del responsable del daño irrogado.  
 
En base a lo señalado se puede deducir claramente la procedencia de la Acción Civil por Daño 
Moral proveniente del cheque protestado por haber sido girado contra una cuenta cerrada, en tanto 
y por cuanto esta acción dolosa está establecida en el Art. 560 del Código Penal, lo que se encuadra 
`perfectamente con lo señalado en los artículos  pertinentes del Código Civil y que refiere a la 
procedencia de la acción por daño moral. (CPP, 2010) 
. 
Es necesario precisar y recalcar sobre un aspecto fundamental para que sea plenamente procedente 
no solo la acción penal correspondiente y que se convierte en una de las bases  necesarias para 
demandar por daño moral en el caso que nos ocupa, y es el tiempo en el cual se ha girado el 
cheque, esto es, para que exista el dolo necesario para estas acciones en preciso que el cheque haya 
sido girado cuando la cuenta estaba cerrada, es decir, la cuenta corriente que servía de base para el 
giro y la entrega del título valor debe estar cerrada con posterioridad al giro del mismo, y que el 
cierre de la cuenta haya sido notificado al cuenta correntista por la institución bancaria en la cual 
mantenía la cuenta corriente. 
 
De lo anotado se colige que si la cuenta estaba vigente al momento del giro del documento cartular 
y este sobrevino con posterioridad a éste, o si él cuenta correntista no se había enterado del cierre 
de su cuenta corriente, al no existir dolo no sería procedente la Acción Civil por Daño Moral, 
teniendo como base a un cheque girado contra una cuenta cerrada. 
 
La pregunta sería la siguiente: ¿Se puede demandar la Acción Civil por Daño Moral proveniente de 
un Cheque Protestado por Cuenta cerrada, sin previamente obtener sentencia favorable ante un 
Juzgado de Garantías Penales? 
 
Siguiendo la lógica de lo hasta ahora anotado, puedo señalar que si es procedente intentar la acción 
por daño moral bajo éste parámetro, por cuanto al ser el juicio ordinario de lato conocimiento, se 
pueden practicar todas las pruebas conducentes a determinar no solo la existencia del daño 
patrimonial, sino también el perjuicio sufrido en la personalidad del afectado, sin necesidad de 
obtener sentencia ejecutoriada ante un Juez de Garantías Penales. 
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Esto se da en base a que no es responsabilidad de un Juez de Lo Civil y Mercantil calificar el delito 
mismo, sino el daño sufrido en la personalidad del individuo a través de exámenes psicológicos, 
etc., que es lo concerniente a la esfera del daño moral. 
 
3.13.3 Trámite 
Por cuanto el trámite correspondiente al daño moral, al igual que el enriquecimiento injusto o 
injustificado se tramite vía ordinaria, y el mismo ya está dispuesto en la parte correspondiente al 
trámite del Juicio por Enriquecimiento Injusto, solo me permitiré enunciar lo correspondiente a los 
escritos de demanda, la contestación a la demanda, el escrito de prueba y la sentencia, 
permitiéndome breves comentarios de cada uno de ellos. 
 
MODELO DE DEMANDA POR DAÑO MORAL PROVENIENTE DEL PROTESTO DE 
UN CHEQUE GIRADO POR CUENTA CERRADA. 
 
JUZGADO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
ZZ, de estado civil casado, de 45 años de edad, de profesión comerciante, domiciliado en esta 
ciudad de Quito, Provincia de Pichincha, comparezco ante usted y deduzco la presente demanda 
por Daño Moral de conformidad con lo siguiente: 
El demandado responde a los nombres de NN. 
 
PRIMERA: ANTECEDENTES:  
De la Copia Certificada de la Sentencia emitida por el Tribunal Cuarto de Garantías Penales de 
Pichincha, que adjunto a la presente, vendrá a su conocimiento que el demandado NN, fue 
condenado a 4 años de prisión por el delito de Estafa, cometido contra mi persona, por cuanto se 
hizo entregar mercadería por el valor de CINCO MIL DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS 
DE NORTEAMERICA, habiéndome cancelado la misma con el cheque Nro. 00000, de la Cuenta 
Corriente 111111, del Banco Internacional, que al momento de presentarlo al cobro, fue protestado 
por CUENTA CERRADA, existiendo de parte del demandado la intención perversa de causarme 
un enorme daño, como en efecto lo hizo, daño que no solo afecto a mi patrimonio, sino también  ha  
causado grandes sentimientos de depresión y angustia, no solo a mi persona sino también a mi 
familia, producto de lo que he llegado incluso a buscar ayuda psicológica para mi, mi cónyuge y mi 
hijo que en la actualidad tiene la edad de 18 años. 
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Lo señalado Señor Juez, lo justifico con los certificados de las valoraciones y evaluaciones médicas 
realizados en mi persona y en la persona de mis prenombrados familiares, exámenes realizados a 
partir del año 2010, momento en que sucedió el ilícito que aun me sigue afectando. 
 
En esta sentencia Señor Juez, el Tribunal decidió que la actuación dolosa del demandado no 
ameritaba en ningún caso la condena en daños y perjuicios que legalmente me correspondía por 
cuanto fue totalmente claro que éste actuó con una total mala fe al momento de girar un cheque a 
sabiendas que la cuenta corriente había sido cancelada con mucha anterioridad al giro del 
documento cartular mencionado. 
 
El maestro Señor Doctor José García Falconí, al hablar sobre el dolo manifiesta: 
“Dolo directo, aquí la persona desea el resultado que se presenta como consecuencia necesaria de 
su acto, esto es el resultado previsto y querido de que habla el Código Penal”  (García Falconí, 
2010, pág. 241) 
 
Señor Juez, El Tribunal al momento de sancionar al acusado, sin embargo de estar reunidos todos 
los requisitos para su procedencia, estimó que la actuación dolosa del acusado, no ameritaba la 
correspondiente condena de daños y perjuicios por el delito cometido, lo que ha ocasionado aún 
más preocupaciones debido a la imposibilidad de recuperar el dinero que con tanto esfuerzo había 
invertido en adquirir la mercadería que dolosamente se hizo entregar el demandado. 
 
Siendo el daño Moral todo sufrimiento psíquico que le ocasione grandes perturbaciones 
emocionales y psicológicas a la persona afectada, producto de una acción u omisión de un 
individuo, considero que existen los suficientes fundamentos para demandar por el mismo ante su 
autoridad, para que en sentencia se le condene al señor NN, al pago compensatorio por el enorme 
sufrimiento que hemos sufrido con mi familia. 
 
SEGUNDA: FUNDAMENTOS DE DERECHO.-  
Fundamento mi presente acción de conformidad con lo señalado en los Arts. 2184,  2214,       2232, 
y más pertinentes del Código Civil, en concordancia con lo determinado en los Arts. 395 y 
siguientes del Código de Procedimiento Civil. 
Expresamente alego Señor Juez lo establecido en el Art. 280 del Código de Procedimiento Civil en 





Con los fundamentos expuestos solicito a Usted Señor Juez, que una vez concluido en trámite 
correspondiente a la ritualidad de los juicios, se le condene al demandado al pago de la cantidad de 
CINCUENTA MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMÉRICA, que exijo 
como medida compensatoria por todo el perjuicio sufrido y los gastos en que he incurrido para el 
tratamiento psicológico de mi persona y la de mis familiares.  
CUARTA: TRAMITE.- 
El trámite que debe darse a la presente causa es el Ordinario. 
QUINTA: CITACIÓN.- Al demandado se le citará con el contenido de la demanda y la providencia 
de calificación recaída en ella en su domicilio ubicado en las calles NN y SS, del sector XX, de esta 
ciudad de Quito, Provincia de Pichincha. 
Notificaciones que me correspondan las recibiré en la casilla judicial Nro. 000, perteneciente a mi 
Abogado Defensor señor Doctor NN, profesional a quien faculto para que con su sola firma 
presente cuentos escritos fueren necesarios en defensa de mis legítimos derechos. 
Firmo Conjuntamente con mi Abogado Defensor. 
 
FIRMA ABOGADO                                                             FIRMA CLIENTE. 
 
MODELO DE CONTESTACIÓN A LA DEMANDA 
JUZGADO PRIMERO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO.000-000-WW. 
NN, dentro del juicio Ordinario propuesto en mi contra por el señor YY, comparezco y digo: 
Señor Juez, he sido citado con este infundado y temerario juicio sin causa ni legitimidad alguna, 
por cuanto como bien lo manifiesta el actor en su demanda, ya se ha enjuiciado por el mismo en el 
fuero penal, habiendo sido condenado sin embargo de ser inocente del delito del que se me inculpó 
con una pena privativa de libertad de cuatro años, sin condena  al pago de daños y perjuicios, ya 
que no se llegó a demostrar ninguna mala fe en contra del acusador.  
Por estas consideraciones que serán probadas debidamente en la etapa probatoria correspondiente, 
propongo las siguientes excepciones: 
1.- Negativa pura y simple de los fundamentos de hecho y derecho de la presente demanda. 
2.- Alego la improcedencia e inadmisibilidad de la demanda, por carecer de requisitos legales.  
3.- Alego prescripción de la Acción. 
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4.- Plus petitio. 
 5.- Cosa Juzgada. 
6.- Alego ILEGITIMIDAD DE PERSONERÍA del actor.  
Por una o más de las excepciones que he planteado, se dignará usted Señor Juez DESECHAR LA 
DEMANDA y condenar al actor al pago de las costas procesales que las reclamo en forma expresa. 
Por ser legal y procedente, sírvase usted Señor Juez admitir a trámite la CONTESTACIÓN A LA 
DEMANDA y disponer que se continúe con el trámite legal del juicio para que cuando este 
concluya se establezca el derecho que me asiste. 
 
DE LA RECONVENCIÓN 
 
De conformidad con lo señalado en el Art. 398 del Código de Procedimiento Civil, Reconvengo al 
actor a lo siguiente: 
Por cuanto es injustificada la demanda que se propone en mi contra, ya que  he sido sancionado en 
el fuero penal por los mismos fundamentos que ahora vuelve a esgrimir el actor, tratándose de Cosa 
Juzgada, Reconvengo al actor al pago de la cantidad de CINCO MIL DOLARES DE LOS 
ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA,  en razón de los perjuicios causados a mi persona 
por la continuación de la presente causa. 
Notificaciones que me correspondan, las recibiré en la casilla judicial Nro. 111, perteneciente a mi 
Abogado defensor señor Doctor XY, profesional a quien faculto suscribir a mi nombre y 
representación cuantos escritos fueren necesarios en defensa de mis legítimos derechos. 
FIRMA ABOGADO                                                  FIRMA DEMANDADO 
 
MODELO DE ESCRITO DE PRUEBA DEL ACTOR 
JUZGADO PRIMERO DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE PICHINCHA. 
JUICIO NRO. 00000-111-222. Resp.: DR. NN 
NN, dentro del juicio Ordinario, propuesto contra XX, por Daño Moral, dentro del término de 





Que se tenga como prueba de mi parte, todo cuanto de Autos me fuere favorable, en especial lo 
manifestado en el libelo inicial de mi demanda y lo manifestado por mi Abogado Defensor en la 
respectiva Junta de Conciliación. 
-II- 
Impugno la prueba presentada o que llegare a presentar la contraparte por ser forjada, y no estar 
sujeta a la verdad de los hechos. 
-III- 
Redarguyo de falsos a los testigos presentados o que llegare a presentar el demandado por estar 
incursos en las inhabilidades establecidas 213 y 216 del Código de Procedimiento Civil. 
-IV- 
Solicito se me permita repreguntar a los testigos presentados o que llegare a presentar el 
demandado de conformidad con el pliego de preguntas que adjunto al presente escrito de prueba. 
-V- 
Que se tenga como prueba de mi parte las Copias Certificadas de la Sentencia emanada por el 
Tribunal Cuarto de Garantías Penales, en donde se condenó al demandado a cuatro años de prisión 
por el delito de Estafa.  
-VI- 
Que se Reproduzca y se tenga como prueba de mi parte las Certificaciones Médicas, conferidas por 
el Dr. XX, Facultativo del Hospital del IESS, en donde estamos siendo atendidos mi persona y los 
miembros de mi familia por alteraciones psicológicas.  
-VII- 
Se recepte la declaración testimonial de mis testigos los señores XX y XY, conocedores de la 





De ser necesario para ilustrar aún más su criterio Señor Juez, solicito se digne nombrar a un perito 
psicólogo con la finalidad que determine las afectaciones mentales por las que estamos atravesando 
mi persona y mi familia. 
Una vez practicadas estas diligencias se las agregará al proceso y se las tendrá como prueba de mi 
parte y a mi favor. 
Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
Por el compareciente, debidamente autorizado, firma su defensor. 
 
MODELO DE ESCRITO DE PRUEBA DEL DEMANDADO 
XX, dentro del infundado juicio, propuesto en mi contra por NN, Daño Moral, dentro del término 
de prueba que se encuentra decurriendo y con notificación contraria, solicito la práctica de las 
siguientes diligencias: 
-I- 
Que se tenga como prueba de mi parte, todo cuanto de Autos me fuere favorable, en especial lo 
manifestado en la Contestación a la demanda y por mi Abogado Defensor en la respectiva Junta de 
Conciliación. 
-II- 
Impugno la prueba presentada o que llegare a presentar la contraparte por ser forjada, y no estar 
sujeta a la verdad de los hechos. 
-III- 
Redarguyo de falsos a los testigos presentados o que llegare a presentar el demandado por estar 
incursos en las inhabilidades establecidas 213 y 216 del Código de Procedimiento Civil. 
-IV- 
Solicito se me permita repreguntar a los testigos presentados o que llegare a presentar el 
demandado de conformidad con el pliego de preguntas que adjunto al presente escrito de prueba. 
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-V- 
Se recepte la declaración testimonial de mis testigos los señores XX y XY, conocedores de la 
verdad de los hechos, al tenor del pliego de preguntas que adjunto a la presente. 
-VI- 
Que se Reproduzca y se tenga como prueba de mi parte las Copias Certificadas de la  Sentencia 
emanada por el Tribunal Cuarto de Garantías Penales de Pichincha, en donde ya se me sentencio 
por los mismos hechos que ahora vuelve a reclamar al actor. 
-VII- 
Solicito que se señale día y Hora a fin de que actor presente ante su autoridad el cheque materia de 
la acción iniciada en mi contra. 
-VIII- 
Una vez cumplido lo manifestado en el numeral anterior, que el Señor Secretario siente la razón 
correspondiente de la fecha en la cual se realizó el giro del cheque materia de la presente acción. 
Una vez practicadas estas diligencias se las agregará al proceso y se las tendrá como prueba de mi 
parte y a mi favor. 
Por ser legal se me proveerá conforme solicito. 
Por el compareciente, debidamente autorizado, firma su defensor. 
 
3.14 Modelo de sentencia 
VISTOS: Dr. NN, avoca conocimiento de la presente causa en calidad de Juez titular de esta 
judicatura, mediante acción de personal No.-0000-DP -DPP.- habiéndose radicado la competencia  
por el sorteo legal que para resolver hace las siguientes consideraciones: PRIMERO: No se advierte 
omisión de solemnidad sustancial que hubiere influido en la decisión de la causa o que hubiere 
provocado indefensión o nulidad insanable, por lo que se declara la validez del proceso. 
SEGUNDO: De la Copia Certificada de la Sentencia emitida por el Tribunal Cuarto de Garantías 
Penales de Pichincha, que adjunto a la presente, vendrá a su conocimiento que el demandado NN, 
fue condenado a 4 años de prisión por el delito de Estafa, cometido contra mi persona, por cuanto 
se hizo entregar mercadería por el valor de CINCO MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS 
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DE NORTEAMÉRICA, habiéndome cancelado la misma con el cheque Nro. 00000, de la Cuenta 
Corriente 111111, del Banco Internacional, que al momento de presentarlo al cobro, fue protestado 
por CUENTA CERRADA, existiendo de parte del demandado la intención perversa de causarme 
un enorme daño, como en efecto lo hizo, daño que no solo afecto a mi patrimonio, sino también  ha  
causado grandes sentimientos de depresión y angustia, no solo a mi persona sino también a mi 
familia, producto de lo que he llegado incluso a buscar ayuda psicológica para mí, mi cónyuge y mi 
hijo que en la actualidad tiene la edad de 18 años. Lo señalado Señor Juez, lo justifico con los 
certificados de las valoraciones y evaluaciones médicas realizados en mi persona y en la persona de 
mis prenombrados familiares, exámenes realizados a partir del año 2010, momento en que sucedió 
el ilícito que aún me sigue afectando.- En esta sentencia Señor Juez, el Tribunal decidió que la 
actuación dolosa del demandado no ameritaba en ningún caso la condena en daños y perjuicios que 
legalmente me correspondía por cuanto fue totalmente claro que éste actuó con una total mala fe al 
momento de girar un cheque a sabiendas que la cuenta corriente había sido cancelada con mucha 
anterioridad al giro del documento cartular mencionado. Señor Juez, El Tribunal al momento de 
sancionar al acusado, sin embargo de estar reunidos todos los requisitos para su procedencia, 
estimó que la actuación dolosa del acusado, no ameritaba la correspondiente condena de daños y 
perjuicios por el delito cometido, lo que ha ocasionado aún más preocupaciones debido a la 
imposibilidad de recuperar el dinero que con tanto esfuerzo había invertido en adquirir la 
mercadería que dolosamente se hizo entregar el demandado. Siendo el daño Moral todo sufrimiento 
psíquico que le ocasione grandes perturbaciones emocionales y psicológicas a la persona afectada, 
producto de una acción u omisión de un individuo, considero que existen los suficientes 
fundamentos para demandar por el mismo ante su autoridad, para que en sentencia se le condene al 
señor NN, al pago compensatorio por el enorme sufrimiento que hemos sufrido con mi familia. Se 
cita al demandado en debida forma, y comparecen fijando casillero judicial. Por su parte el 
demandado comparece a juicio y propone las siguientes excepciones: 1.- Negativa pura y simple de 
los fundamentos de hecho y derecho de la presente demanda. 2.- Alego la improcedencia e 
inadmisibilidad de la demanda, por carecer de requisitos legales.  3.- Alego prescripción de la 
Acción. 4.- Plus petitio.  5.- Cosa Juzgada. 6.- Alego ILEGITIMIDAD DE PERSONERÍA del 
actor. DE LA RECONVENCIÓN. De conformidad con lo señalado en el Art. 398 del Código de 
Procedimiento Civil, Reconvengo al actor a lo siguiente.- Por cuanto es injustificada la demanda 
que se propone en mi contra, ya que  he sido sancionado en el fuero penal por los mismos 
fundamentos que ahora vuelve a esgrimir el actor, tratándose de Cosa Juzgada, Reconvengo al 
actor al pago de la cantidad de CINCO MIL dólares DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMÉRICA,  en razón de los perjuicios causados a mi persona por la continuación de la 
presente causa. TERCERO: Trabada la Litis, correspondía a las partes justificar sus asertos y 
excepciones de conformidad con los artículos 113 y 114 del Código de Procedimiento Civil, 
sustanciada la causa de conformidad con la naturaleza del asunto, y encontrándose en estado de 
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resolver se considera:. CUARTO: De conformidad con el artículo 837 del Código de 
Procedimiento Civil, el juzgador fallará conforme a las pruebas aportadas al proceso por las partes, 
es así que corresponde analizar los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda, las pruebas 
aportadas por los litigantes y establecer si se encuentran justificadas las pretensiones del accionante 
o las excepciones de la parte demandada. QUINTO: La legitimidad de personería y la calidad de 
legítimo contradictor se halla justificada en autos según se desprende los documentos agregados al 
proceso a fojas 1 a 3 expediente. SEXTO: de la Razón sentada por la Secretaria de éste juzgado en 
relación con el cheque girado a nombre del señor XX, actor dentro de la presente causa, se advierte 
que el mismo fue girado con fecha 13 de abril del año 2006.- SÉPTIMO: sin más consideraciones 
que fundamentar, en concordancia con lo dispuesto en el Art. 2235 del Código Civil que determina: 
“Las acciones que concede éste título por daño o dolo prescriben en cuatro años, contados desde la 
perpetración del acto.-  Por lo expuesto,  ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL 
PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y 
LAS LEYES DE LA REPUBLICA, se rechaza la demanda por cuanto la acción para perseguirla 
esta ya prescrita.-  En cien dólares se fijan los honorarios del abogado defensor doctor NN, sin 






 CAPITULO IV. MARCO METODOLÓGICO 
 
4.1 Investigación de campo 
4.1.1 Diseño de los instrumentos de la investigación. 
 
La investigación realizada, que sirvió de base para la elaboración de la presente tesis, se logró 
con la ayuda de los siguientes instrumentos de investigación.  
 
FICHAS BIBLIOGRÁFICAS. – Son las que establecen los datos de investigación de cada 
uno de los autores, cuyas obras han servido de material de consulta y referencia, para de esta 
manera tener un apoyo directo y ordenado de la información. 
FICHAS NEMOTÉCNICAS.- Denominadas también “Ayuda Memoria”, son las de más 
amplia utilidad, ya que se emplea para recoger información valiosa específica de toda clase de 
contenidos; mediante estas podemos anotar y recopilar los pensamientos, ideas y doctrinas 
relacionadas al tema, a fin de desarrollar durante la exposición. 
ENTREVISTAS.- Es una conversación mediante la cual se obtiene información oral del 
entrevistado en forma directa, lo importante de esta técnica es que está dirigida a personas 
conocedoras de la materia, pero sobre todo del tema propuesto en la investigación. 
ENCUESTAS.-Conjunto de preguntas tipificadas dirigidas a una muestra representativa, para 
averiguar estados de opinión o diversas cuestiones de hecho. 
 
4.1.2 Aplicación de los instrumentos y recolección de la información. 
Los instrumentos fueron aplicados directamente a las personas que al tener un grado de 
preparación profesional, tienen conocimiento sobre la norma legal aplicable a cada caso en 
particular, mediante el cual  logran una defensa idónea de los derechos de las personas, es 
decir a los abogados en libre ejercicio profesional, en un primer muestreo, que se delimitó 
a establecer el grado de conocimiento que tienen sobre la existencia de las Acciones 
Civiles que corresponden al legítimo tenedor del documento cartular, mediante las cuales 
se puede perseguir al deudor a fin de obtener el reconocimiento del derecho patrimonial 
vulnerado, sin caer en la esfera penal, para de ésta manera validar la investigación y el 
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tema propuesto, cuyos resultados se reflejan en el primer gráfico establecido para ilustrar 
los documentos anexos. 
 
El segundo gráfico está determinado a ilustrar la frecuencia de utilización de éste título 
valor, además si los legítimos tenedores conocen los derechos asistidos por la legislación 
ecuatoriana, a fin de obtener el reconocimiento del derecho patrimonial vulnerado y la 
asesoría que en un momento determinado han recibido de un profesional del derecho que 
los patrocina en su defensa. 
 
El tercer gráfico se destina a establecer la frecuencia con la que los tenedores de un cheque, 
que han sido entrevistados, se han visto perjudicados por ésta transgresión al a norma legal. 
 
4.2 Procesamiento de la Información 
 Los datos recolectados serán analizados de las siguientes formas y procedimientos: 
Recolección manual de datos;  
 Análisis de los datos recolectados; 
 Tabulación de datos, con sus correspondientes gráficos establecidos por programas de 
computadora. 



























La interpretación del presente cuadro estadístico, se la deberá realizar en base al cuestionario 
número uno, el mismo que fue dirigido a profesionales del derecho en el libre ejercicio, mediante el 
cual se logró determinar y medir el grado de conocimiento que poseen los mismos en relación al 
temario propuesto, y tomando como muestra a un porcentaje de dicha población. 
En este cuadro se refleja el poco o escaso conocimiento que se tiene en la esfera profesional en 
relación a las acciones civiles que asisten al legítimo tenedor de un cheque cuando ha sido girado 
en cuenta cerrada, por cuanto la gran mayoría estimó que la única acción que asiste al tenedor es la 
acción penal correspondiente al tipo penal de estafa, y solo una pequeñísima parte de esta muestra 
conocía que además de la acción penal, existen acciones civiles plenamente procedentes a fin de 
obtener no una sanción personal en contra del girador del cheque, sino para lograr el resarcimiento 
del daño causado, ya sea con la obtención de bien patrimonial vulnerado o con una compensación 






























El presente cuadro estadístico se estableció para medir el grado de conocimiento de las personas en 
general que tienen un menor grado de preparación profesional al de los abogados, respecto a estas 
acciones civiles, pero que sin embargo por su profesión u oficio tienen acceso a ésta información, 
en donde  de manera inesperada, se demuestra un ascenso en cuanto al grado de conocimiento 
sobre éstas, en comparación con el primer cuadro en donde se ha determinado una falta de 





































La incidencia relacionada al tema propuesto, es decir, la frecuencia con la que se le ha girado 
cheques en cuenta cerrada a personas que por su arte u oficio se les ha entregado éste título valor 
como medio de pago, refleja la problemática por la que atraviesan los perjudicados, en tanto se 
refleja un índice más elevado en relación con aquellas personas a las que no se han visto afectadas 
en su patrimonio por la entrega de éste título valor como medio de pago por un servicio prestado o 








 CAPITULO V.  JURISPRUDENCIA SOBRE EL CHEQUE 
 
ENRIQUECIMIENTO INJUSTO O INJUSTIFICADO 
“Resolución No. 302-2011. 
Quito, mayo 10 de 2011. 
Juez Ponente: Doctor Carlos Ramírez Romero. 
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. SALA DE LO CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIA.- Quito, mayo 
9 de 2011; las 15h30´.- 
VISTOS: Conocemos la presente causa como Jueces de la Sala de lo Civil, Mercantil y Familia de 
la Corte Nacional de Justicia, en virtud de lo dispuesto en la Segunda Disposición Transitoria del 
Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 544, 
de 9 de marzo de 2009; en el numeral 4, literales a) y b), del apartado IV, DECISIÓN, de la 
Sentencia Interpretativa 001-08-SI-CC, dictada por la Corte Constitucional, el 28 de noviembre de 
2008, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 479, de 2 de diciembre del mismo año, 
debidamente posesionados, el día 17 de diciembre del año que precede, ante el Consejo Nacional 
de la Judicatura; y, en concordancia con el artículo 5 de la Resolución Sustitutiva aprobada por el 
Pleno de la Corte Nacional de Justicia, en sesión de 22 de diciembre de 2008, publicada en el 
Registro Oficial No. 511 de 21 de enero de 2009; y, los artículos 184, numeral 1 de la Constitución 
de la República del Ecuador y 1 de la Ley de Casación. En lo principal, el  actor,  Nolberto Rengel 
Cueva,  interpone recurso de casación impugnando la sentencia pronunciada por la  Sala de lo 
Civil de la Corte Superior de Justicia de Machala, dictada el 13 de mayo de 2004, las 15h15, que 
confirma la sentencia del Juez de primer nivel, que negó la demanda por improcedente, en el juicio 
ordinario que, por cobro de dinero, sigue contra Carlos Cruz Saldarriaga. El recurso se encuentra 
en estado de resolver, por lo que, para el efecto, la Sala hace las siguientes consideraciones: 
PRIMERA.- La Sala es competente para conocer el recurso de casación en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 184 numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador y en el artículo 1 de la 
Ley de Casación; y, por cuanto calificado el recurso por la Sala mediante auto de 10 de febrero de 
2005, las 09h40, por cumplir con los requisitos de procedencia, oportunidad, legitimación y 
formalidades en la forma dispuesta en el artículo 6 de la Ley de Casación, fue admitido a trámite. 
SEGUNDA.- El casacionista funda el recurso en la  causal primera del artículo 3 de la Ley de 
Casación, por indebida aplicación del artículo 386 del Código de Procedimiento Civil (artículo 
377 en la actual Codificación). En estos términos fija el objeto del recurso y en consecuencia, lo 
que es materia de conocimiento y decisión de la Sala de Casación en virtud del principio 
dispositivo consagrado por el artículo 168.6 de la Constitución de la República y regulado por el 
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artículo 19 del Código Orgánico de la Función Judicial. TERCERA.- 3.1. El vicio que la causal 
primera imputa al fallo es el de violación directa de la norma sustantiva, incluyendo los 
precedentes jurisprudenciales obligatorios, porque no se ha dado la correcta subsunción del hecho 
en la norma; es decir, no se ha producido el enlace lógico de la situación particular que se juzga 
con la previsión abstracta y genérica realizada de antemano por el legislador; yerro que se 
produce por la aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de las normas de 
derecho, siempre que estos vicios sean determinantes de la parte dispositiva de la sentencia o auto, 
lo que el recurrente debe fundamentar debidamente. La aplicación indebida ocurre cuando la 
norma ha sido entendida rectamente en su alcance y significado; mas, se la ha utilizado para un 
caso que no es el que ella contempla; es decir, la aplica a un supuesto fáctico diferente del 
hipotético contemplado en ella, incurriendo así en un yerro en la relación del precepto con el caso 
controvertido. Parte de la idea de que la norma no es aplicable al caso, por tanto la norma 
aplicada no es la pertinente. En otras palabras, la indebida aplicación ocurre cuando el hecho 
motivo de la litis no está acorde con la hipótesis contenida en la norma aplicada en el caso; 
cuando establecidos los hechos en el fallo, el Tribunal de instancia los subsume en un norma 
jurídica que no los califica jurídicamente o que no le corresponde acorde con los presupuestos 
normativos que la misma norma establece; es decir, dada la interpretación lógico jurídica 
adecuada del precepto jurídico, la aplicación indebida significa presencia de norma inconsecuente 
con los presupuestos fácticos y normativos establecidos en el fallo, vale expresar cuando a una 
situación fáctica, particular y específica determinada en la resolución judicial, se ha atribuido una 
situación abstracta, general o hipotética contenida en la norma jurídica que no le corresponde, lo 
que a su vez genera la falta de aplicación de aquella norma jurídica que efectivamente subsume los 
hechos o situaciones fácticas determinadas en el fallo. El error es de selección de norma. Existe 
aplicación indebida cuando la norma aplicada no guarda consecuencia con los presupuestos 
fácticos y normativos del caso. El vicio de falta de aplicación se manifiesta si el juzgador yerra 
ignorando en el fallo la norma sustantiva aplicable al caso controvertido y ello influye en la 
decisión de la causa; es decir que, de haberlo hecho, habría determinado que la decisión en la 
sentencia sea distinta. En otros términos, la falta de aplicación de norma de derecho tiene lugar 
cuando establecidos los hechos en el fallo, el Tribunal de instancia no los subsume en la norma 
jurídica pertinente; esto es, en la norma jurídica que contiene la hipótesis jurídica concordante 
con tales hechos. Implica error en cuanto a la existencia de la norma. El vicio de errónea 
interpretación tiene lugar cuando, siendo la norma cuya trasgresión se señala la pertinente para el 
caso, el juzgador le ha dado un sentido y alcance que no tiene, que es contrario al espíritu de la 
ley. La errónea interpretación no ataca al hecho de que la norma haya sido aplicada al caso, es 
más, parte de una aceptación tácita del recurrente de que la norma es aplicable al caso, pero que 
el juzgador erró al interpretar la norma otorgándole un alcance que ella no lo tiene o 
restringiéndole el que realmente ostenta. Implica error en cuanto al verdadero sentido de la 
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norma. 3.2. El casacionista aduce que existe indebida aplicación del artículo 386 del Código de 
Procedimiento Civil (actual artículo 377) porque la sentencia del Tribunal ad quem, argumenta 
que el cheque motivo de la litis ya fue demandado por el compareciente en la vía verbal sumaria y 
ha vuelto a plantear otra demanda para el cobro del cheque materia de la litis. Que tal 
aseveración no es aplicable al caso ya que no está presentando otra demanda verbal sumaria, sino 
una demanda diferente, específicamente el juicio ordinario por enriquecimiento injusto o  ilícito 
del girador; por tanto la aplicación de la citada norma es indebida e improcedente, ya que si bien 
demandó en la vía verbal sumaria, esa acción tuvo por objeto el cobro de un cheque protestado 
por cuenta cerrada y el desistimiento realizado en el juicio verbal sumario fue presentado antes de 
que se haya trabado la litis, antes de que el demandado haya contestado la demanda, de tal 
manera que el Juez no le pudo condenar en costas por el desistimiento, consecuentemente no se 
trabó la litis y no se llegó a dictar sentencia, entonces, mal podría hablarse de cosa juzgada. 
Añade que, conforme a lo tipificado por el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Cheques, 
tiene derecho a demandar por enriquecimiento injusto o ilícito de su girador, siendo imposible 
aplicar al caso el artículo 386 del Código de Procedimiento Civil, porque está proponiendo una 
demanda diferente, que no está prohibida por la ley, consecuentemente, existe la indebida 
aplicación de la disposiciones legales antes anotadas. 3.3. El desistimiento es una de las formas 
previstas en la ley para dar por terminados los procesos judiciales en materia civil, cuando quien 
ha iniciado una acción, desiste expresamente de aquella, como un acto libre y voluntario, de allí 
que entre los requisitos para la validez del desistimiento, sea necesaria la declaración libre y 
voluntaria hecha por persona capaz de renunciar a sus derechos y que conste expresamente en el 
proceso. Uno de los efectos del desistimiento es que quien haya desistido de una demanda, no 
podrá volverla a proponer contra la misma persona ni contra quienes legalmente lo representen, 
cuando el desistimiento se presente en un juicio donde se haya dictado un auto definitivo o 
sentencia, determina que el auto o resolución queden ejecutoriados, por tanto, en tales casos, surte 
el efecto de cosa juzgada. En la especie, tenemos que si bien el actor Nolberto Rengel Cueva, 
presentó anteriormente una demanda en la vía verbal sumaria para el cobro de un cheque, contra  
el mismo demandado, Carlos Cruz Saldarriaga, y desistió de esa demanda, conforme obra de las 
copias certificadas de fojas 29 a 40 del cuaderno de primera instancia, en el escrito de 
desistimiento claramente expresa que lo hace para presentar la acción por el cobro del cheque en 
la vía ordinaria, esto es, no se trata de un desistimiento puro y simple sino condicionado, pues la 
intención no es la de renunciar al cobro de la deuda, no es la de condonar su pago, sino que 
manifiesta su interés en incoar una nueva demanda, esto vez en la vía ordinaria y bajo la figura de 
enriquecimiento injustificado, caso contrario, es decir, si se interpreta que este tipo de 
desistimiento es definitivo y enerva toda posibilidad para el acreedor de ejercer otro tipo de 
acciones para perseguir el pago de la deuda, estaría en un estado de indefensión, sin posibilidades 
de acudir ante el órgano jurisdiccional competente para entablar su acción, previsto en el artículo 
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24, numeral 17 de la Constitución de 1998, vigente a la época en que se presentó la demanda. 
Como el desistimiento no fue puro y simple sino condicionado a la potestad de iniciar otra acción 
por la vía ordinaria, y se lo presentó antes de que se dictara sentencia de primera instancia, es 
decir, antes de que exista un pronunciamiento en sentencia que resuelva sobre la causa, no tiene o 
no puede surtir los efectos de cosa juzgada material, porque no hubo un pronunciamiento o 
resolución judicial de fondo sobre el derecho reclamado por el actor. En nuestra legislación se 
puede perseguir una deuda consignada en cheque por diversas acciones: la acción verbal sumaria, 
se puede entablar por el portador o tenedor de un cheque protestado por insuficiencia de fondos, 
según el artículo 24 de la Ley de Cheques o la Resolución de la Superintendencia de Bancos de 3 
de marzo de 1992 (Registro Oficial No. 905: 31.3.92), contra el girador, endosante y demás 
obligados, fuera del plazo de presentación de veinte días contados desde su emisión, siempre que 
fuesen girados y pagados en el Ecuador, por ser un acto de comercio, o sea un asunto comercial 
que no tiene trámite especial, en atención al artículo 828 del Código de Procedimiento Civil, en 
concordancia al artículo 3, numeral 9 del Código de Comercio. Existe también la vía ejecutiva, 
para los cheques protestados por insuficiencia de fondos dentro del plazo de veinte días que fija el 
artículo 25 de la misma Ley de Cheques, ya que adquiere la naturaleza de un título ejecutivo con 
obligaciones de la misma índole, conforme lo previsto en el  artículo 57 ibídem. Finalmente, 
tenemos la acción ordinaria, que puede plantearse ya sea por haber prescrito las otras acciones, 
según lo determina el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Cheques, cuando éste ha sido 
utilizado como instrumento de crédito, conforme lo establecido en el artículo 56 de la Ley de 
Cheques, pero también en la acción de 'in rem verso', la cual procede cuando alguien que ha 
sufrido un empobrecimiento injusto carece de una acción directa, como cuando ha prescrito la 
acción principal. En el presente caso, el actor Nolberto Rengel Cueva, desistió de la acción verbal 
sumaria para entablar la acción ordinaria de enriquecimiento injusto, sin que estén presentes los 
elementos necesarios para que opere la figura de “cosa juzgada” pues si bien existiría identidad 
subjetiva al ser la mismas partes como actor o demandado, identidad objetiva en cuanto al objeto 
de la acción, no existe el tercer elemento en común, esto es que la acción se fundamente en la 
misma causa, razón o derecho, toda vez que la acción verbal sumaria se sustenta en la falta de 
pago del cheque cuando ha sido presentado a cobro dentro del plazo previsto por la ley y ha sido 
protestado por insuficiencia de fondos, en tanto que la causa en la acción ordinaria es otra, 
consiste en una pérdida o disminución injusta que en su patrimonio sufre una persona y en 
contraposición el aumento o acrecimiento patrimonial que obtiene otra persona enriqueciéndose 
injustificadamente.   Sobre el tema de formular la acción ordinaria luego de agotada la acción 
verbal sumaria con respecto al cheque, así como la diferencia entre cosa juzgada formal y cosa 
juzgada sustancial o material, la ex Corte Suprema de Justicia ha señalado lo siguiente: 
“Habiéndose establecido el tema de la controversia que debe resolver la casación, este Tribunal 
tiene que entrar a analizar si entre la sentencia impugnada y la mencionada por el recurrente, 
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para que proceda la excepción de cosa juzgada, existe relación de identidad plena, subjetiva y 
objetiva, conforme reza el Art. 301 del Código de Procedimiento Civil.  El intento de renovar una 
causa y alterar los términos de una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada encuentra el 
insalvable obstáculo de la excepción de cosa juzgada. Revisado el proceso, el demandado, en la 
contestación a la demanda..., propuso la excepción de cosa juzgada, y para probarla apareja la 
sentencia dictada en el juicio verbal sumario que le sirve de fundamento, en la cual se aceptó la 
excepción de improcedencia de la acción planteada por el demandado, en razón de que el cheque 
presentado por el actor no era un cheque de giro normal sino un cheque post fechado. La 
improcedencia de la acción es una excepción dilatoria, relativa o temporal, ya que constituye un 
hecho en virtud del cual, sin que se niegue el nacimiento del derecho del actor tampoco se afirma 
su extinción, la excepción dilatoria impide que el proceso iniciado concluya con una sentencia de 
mérito, por lo tanto, de prosperar la excepción el fallo no llegará a constituir propiamente una 
situación de cosa juzgada ya que se deja la facultad de reiniciar el debate procesal cuando la 
situación se subsane. La excepción dilatoria no se dirige contra el fondo de la cuestión debatida ni 
contra la pretensión del demandante, por tanto, su efecto es relativo o temporal, ya que subsanado 
el problema de la procedencia de la acción, puede perfectamente volver a proponerse la 
acción.  Examinado el proceso, del mismo aparece la sentencia dictada por la Corte Superior de 
Justicia de Tulcán, el 26 de octubre de 1992 que confirma la sentencia dictada por la Jueza 
Primera de lo Civil del Carchi, que acepta la excepción de improcedencia de la acción verbal 
sumaria, en razón de que el cheque aparejado a la demanda era un cheque post datado, para el 
cual, la Ley de Cheques en su Art. 56 prevé que la vía ordinaria es la vía de reclamación del pago 
de la obligación. La calificación del cheque post fechado como instrumento de crédito, no le quita 
al título su calidad de cheque, lo que ocurre es que el cobro del mismo no podrá realizarse por la 
vía ejecutiva o por la vía verbal sumaria, según lo dispuesto por el Art. 50 de la Ley de Cheques, 
sin embargo, el tenedor del cheque post fechado puede perseguir el cobro por la vía ordinaria de 
conformidad con lo reglado por el Art. 56 de la citada ley. En el caso, subsanada la circunstancia 
que motivó en sentencia el rechazo de la primera demanda, el tenedor del cheque post datado, 
para cobrar el valor del mismo tuvo que recurrir a la vía ordinaria según lo establecido por el 
citado artículo de la Ley de Cheques.  Para tener una comprensión cabal del tema es preciso 
distinguir entre la cosa juzgada formal y la cosa  juzgada sustancial.  En el presente caso, el 
primer juicio, es decir el verbal sumario, que decidió sobre la improcedencia de la acción, produjo 
una situación de cosa juzgada formal, pero no existe en la especie cosa juzgada sustancial en 
cuanto que el titular del derecho puede promover su reclamación en un nuevo proceso. Eduardo 
Couture al respecto nos enseña que: '...Por un lado se ofrece al intérprete la situación de que 
determinadas decisiones judiciales, tienen, aún agotada la vía de los recursos, una eficacia 
meramente transitoria.  Se cumplen y son obligatorias tan solo con relación al proceso en que se 
han dictado y al estado de cosas que se tuvo en cuenta en el momento de decidir; pero no obstan a 
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que, en un procedimiento posterior, mudado el estado de las cosas que se tuvo presente al decidir, 
la cosa juzgada puede modificarse.  A esta forma particular se le llama, en doctrina, 'cosa juzgada 
formal...' y que '...nada impide que subsanadas las circunstancias que provocaron el rechazo de la 
demanda anterior, la cuestión pueda renovarse en un nuevo juicio...'. ('Fundamentos del Derecho 
Procesal Civil', 3era. edición, de Palma, Buenos Aires, 1993, p. 416, 417 y 421). En igual sentido 
se ha pronunciado la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Suprema de Justicia, en 
fallo dictado dentro del juicio ordinario No. 77-95 que por reivindicación sigue O. G. y otros en 
contra de V. G. y S. W.  Finalmente, cabe advertir que para que proceda la excepción perentoria 
de cosa juzgada, deben concurrir, las 'tres identidades' que desde el Código Napoleónico se 
establecieron en el Art. 1350, a saber: a) identidad subjetiva, la demanda debe ser entre las 
mismas partes; b) identidad objetiva, consistente en que el objeto de la pretensión debe ser el 
mismo; y, c) identidad de causa, es decir, el fundamento de derecho para el juicio sea igual. 
Analizados estos tres elementos, en el presente juicio y en el verbal sumario ya sentenciado, 
encontramos que existen identidad subjetiva, las partes son las mismas; identidad objetiva la 
pretensión del actor es el pago de una suma de dinero; pero no existe identidad de causa ya que en 
el caso del juicio verbal sumario ésta fue un cheque girado oportunamente, y que al no haber sido 
pagado, se reclamaba su cobro por la vía antes indicada, lo cual se negó al aceptarse la excepción 
antes mencionada. En cambio, en el presente caso la causa es un cheque post fechado cuyo cobro 
se busca al amparo de la norma del Art. 56 de la Ley de Cheques, a través de la vía ordinaria. En 
conclusión, faltando la tercera identidad no se produce el supuesto de la cosa juzgada y la 
excepción de la misma no podría aceptarse.”  (Registro Oficial No. 35, de 28 de septiembre de 
1998, Segunda Sala, causa No. 92-98). Por lo expuesto, esta Sala acepta el cargo formulado de 
indebida aplicación del actual artículo 377 del Código de Procedimiento Civil. CUARTA.- En 
consecuencia, procede casar la sentencia objeto del recurso y en aplicación de la norma contenida 
en el artículo 16 de la Ley de Casación, dictar en su reemplazo sentencia de mérito. 4.1. Como 
queda expresado, esta Sala es competente para conocer y resolver sobre la presente causa. 4.2. En 
la sustanciación de la causa no se han violentado normas procesales sustanciales, por tanto, no 
existe nulidad que declarar. 4.3. Comparece a demandar Nolberto Rengel Cueva, señalado sus 
generales de ley y dice que es legítimo tenedor y portador del cheque No. 000242 por el valor de 
tres mil dólares americanos, que fue girado por Carlos Cruz Saldarriaga en pago de un préstamo 
que por igual valor hiciera al  demandado, cheque que al ser presentado al cobro en el Banco del 
Pichincha le ha sido devuelto con la nota de protesto por insuficiencia de fondos, sin que le haya 
sido cancelado el valor del cheque en cuestión; por lo que demanda con fundamento en el artículo 
50 de la Ley de Cheques por falta de pago del cheque demandado que implica enriquecimiento 
injusto de su girador, demanda a Carlos Cruz Saldarriaga para que en  sentencia sea condenado 
al pago total del importe del cheque; demandando el pago de intereses legales vigentes desde la 
fecha de vencimiento del título; el pago del 4% adicional por concepto de mora; el pago de costas 
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procesales, daños y perjuicios y honorarios de su defensor. Citado el demandado, Carlos Cruz 
Saldarriaga, comparece a fojas 6 y 7 del cuaderno de primer nivel, y contestando la demanda 
propone las siguientes excepciones: 1) Negativa simple y llana de los fundamentos de hecho y de 
derecho de la acción propuesta; 2) Falta de derecho del actor para proponer la acción; 3) La 
demanda carece de fundamentos jurídicos reales; 4) Alega la improcedencia de la acción 
propuesta por el fondo y por la forma; 5) Que la demanda debió ser rechazada a trámite por no 
reunir los requisitos previstos en el artículo 71 del Código de Procedimiento Civil; 6) Que no se 
allana a ninguna de las nulidades por omisión de formalidades sustanciales comunes a todos los 
juicios; 7) Improcedencia y nulidad de la acción; 8) Prescripción de la acción y prescripción 
liberatoria; y, 9) Nulidad del documento materia de la acción que ha sido dado en garantía del 
pago de una deuda. Como queda anotado, los juzgadores en primera y segunda instancia 
declararon sin lugar la demanda por cuanto el actor ha demandado el pago del importe del cheque 
en la vía verbal sumaria, habiendo desistido de esa demanda, por lo que, conforme al artículo 386 
del Código de Procedimiento Civil, estaba impedido de volver a demandar. 4.4. De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 113 del Código de Procedimiento Civil, es obligación del actor 
probar los hechos propuestos afirmativamente en el juicio y del demandado probar su negativa, si 
contiene afirmación explícita o implícita sobre el hecho, derecho o calidad de la cosa que se litiga. 
En la causa, se han solicitado y actuado las siguientes diligencias probatorias: por la parte 
actora: a) Que se tache a los testigos presentados o que presentare la parte demandada; b) Que se 
repregunte a los testigos presentados o que presentare la parte demandada de conformidad al 
interrogatorio que consta en el acápite “Segundo” de su escrito de 22 de agosto de 2003; c) Que 
se reproduzca y se tenga como prueba a su favor el contenido de la demanda y cheque aparejado a 
la misma; d) Que impugna todo cuanto de autos le fuere desfavorable; e) Así mismo que impugna 
la prueba documental solicitada por el demandado en el numeral IV del escrito de 20 de agosto de 
2003, la reproducción de los artículos de la ley que hace en sus otros escritos de prueba, y la 
prueba documental que presentare o llegaré a presentar el demandado relativa al pago parcial o 
total de la deuda. Por la parte demandada: a) Que se reproduzca y se tenga a su favor todo cuanto 
de autos le fuere favorable; b) Que impugna a los testigos presentados o que llegare a presentar el 
actor; c) Que se señale día y hora para que declaren los testigos e interrogatorio que indica en el 
acápite V de su escrito de 20 de agosto de 2003; d) En escrito de 22 de agosto de 2003 también 
solicita que declaren otros testigos al tenor del mismo interrogatorio; e) Que se reproduzca el 
cheque motivo de la acción, especialmente en cuanto al lugar, día, hora y fecha en que se giró y el 
protesto en ese documento; f) Que se reproduzca y se tenga como prueba a su favor el juicio 
ejecutivo No. 342-2000 incoado al señor Andrés Valdiviezo Bazarán por Nolberto Rengel Cueva. 
4.5. Respecto de la excepción de improcedencia de la acción por haber existido previamente otra 
demanda en vía verbal sumaria de la cual desistió el actor, esta Sala se ratifica en lo señalado en 
el numeral 3.3. de este fallo, por tanto dicha excepción es improcedente. 4. 6. Corresponde 
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analizar la excepción de prescripción de la acción. El artículo 25, inciso primero de la Ley de 
Cheques, manifiesta los cheques girados y pagaderos en el Ecuador deberán ser presentados para 
el pago dentro del plazo de veinte días contados a partir de la fecha de su emisión. En cuanto a la 
prescripción de las acciones, el artículo 50 de la Ley antes mencionada, establece que las acciones 
que corresponden al portador o tenedor contra el girador, los endosantes y demás obligados, 
prescriben en seis meses, contados desde la expiración del plazo de presentación y que la acción 
de enriquecimiento ilícito prescribe en el plazo de un año a partir de la fecha en que hayan 
prescrito las acciones antes indicadas. En la especie, tenemos que el cheque No. 000242, de la 
cuenta corriente del Banco del Pichincha C. A. No. 40200685-2 cuyo titular es Carlos Cruz 
Saldarriaga, materia de la controversia, fue girado en la ciudad de Huaquillas el 30 de enero de 
2002, por tanto el plazo de veinte días para su presentación venció el 19 de febrero de 2002; la 
acción a la que se refiere el artículo 24 de la Ley de Cheques, prescribe en seis meses contados a 
partir de la fecha máxima de presentación del cheque para su cobro, es decir, el 19 de agosto de 
2002; y, la acción ordinaria por enriquecimiento ilícito prevista en el artículo 50, inciso tercero, 
prescribe un año después, esto es, el 19 de agosto de 2003. A fojas cinco vuelta del proceso, 
cuaderno de primera instancia, consta la razón del citador señalando que procedió a citar al 
demandando personalmente el 1 de julio de 2003,  por tanto, hasta esa fecha en que se interrumpió 
la prescripción, por efecto de la citación, acorde al artículo 97, numeral 2 del Código de 
Procedimiento Civil, no ha transcurrido el año de prescripción al que se ha hecho referencia; por 
tanto, se desecha esta excepción. 4.7. Respecto de la prueba de la obligación, a fojas 3 del 
cuaderno de primera instancia consta el cheque No. 000242, por la cantidad de tres mil dólares 
americanos, emitido en la ciudad de Huaquillas el 30 de enero de 2002, girado contra la cuenta 
corriente No. 40200685-2 del Banco del Pichincha, cuyo titular es Carlos Cruz Saldarriaga, en 
cuyo anverso se aprecia la nota de protesto del Banco de 28 de marzo de 2003 por insuficiencia de 
fondos. Por su parte el deudor no ha presentado prueba sobre el pago  de esta obligación, la 
prueba de testigos en tales casos es inadmisible, conforme lo determinan los artículos 1725 y 
1726 del Código Civil, como tampoco se ha demostrado que el cheque fue entregado en garantía. 
Por las  motivaciones que anteceden,  la Sala de lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte Nacional 
de Justicia, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, 
casa la sentencia pronunciada por la Sala de lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Machala, 
dictada el 13 de mayo de 2004, las 15h15, y en su lugar dicta sentencia de mérito, aceptando 
parcialmente la demanda, se ordena que el demandado, Carlos Cruz Saldarriaga, pague al actor, 
Nolberto Rengel Cueva, el importe del cheque materia de la deuda, esto es, la cantidad de tres mil 
dólares americanos más el interés legal a partir de que esta sentencia quede ejecutoriada; no 
procede el pago de la comisión de 4% por mora, en virtud que la obligación está reconocida en 
esta sentencia, e igualmente tampoco procede el pago de daños y perjuicios. Sin costas ni 
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honorarios que fijar. Notifíquese.- f) Dres. Galo Martínez Pinto, Carlos Ramírez Romero y Manuel 
Sánchez Zuraty (Voto Salvado), JUECES NACIONALES.- Certifico.- f) Dr. Carlos Rodríguez 




“RESOLUCIÓN NO. 2- 2007 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- PRIMERA SALA DE LO CIVIL Y MERCANTIL.- Quito, a 10 
de enero del 2007.- Las 11h45.-VISTOS: Iván Eduardo Noboa Izurieta, en su calidad de primer 
gerente y representante legal de Agripac S.A., deduce recurso de casación contra la sentencia 
dictada por la Segunda Sala de lo Civil, Mercantil, Inquilinato y Materias Residuales de la H. 
Corte Superior de Justicia de Guayaquil, dentro del juicio ordinario que, por cobro del importe de 
un cheque, sigue el recurrente en contra de Fabrizio Antonio Malnati Santos. Concedido dicho 
recurso, pasa el proceso a conocimiento de la Corte Suprema de Justicia; habiéndose radicado la 
competencia por el sorteo de ley en esta Sala, y una vez que ha concluido la etapa de sustanciación 
de este proceso de casación, para resolver se considera:PRIMERO: El recurrente acusa al fallo de 
última instancia de haber infringido las disposiciones contenidas en los artículos 1, 11, 25, 45, 50 
inciso final, 51 y 56 de la Ley de Cheques; el artículo 6 de la sección tercera del reglamento a la 
Ley de Cheques, reformado; los artículos 12, 2416 [2392 en la vigente codificación] y 2438 [2414] 
del Código Civil; los artículos 72 [68], 101 [97] numeral 2; 117 [113], 118 [114], 119 [115], 120 
[116], 121 [117], 169 [165], 180 [176], 198 [194] numeral 4º, 277 [273], 278 [274],  279 [275] y 
284 [280] del Código de Procedimiento Civil; artículos 18, 22, 23 numeral 27; 24 numerales 13 y 
17; y 272 de la Constitución Política de la República. Sustenta su impugnación en las causales 
primera y tercera del artículo 3 de la Ley de Casación.- SEGUNDO:  Como lo ha dicho esta Sala 
en múltiples resoluciones, la acusación de que se han vulnerado disposiciones constitucionales 
reviste especial gravedad, pues la Carta Política se halla en la cúspide del ordenamiento jurídico, 
y su desconocimiento implicaría que las actuaciones que la contravienen carecen de valor; ahora 
bien, es preciso señalar que no con poca frecuencia los recurrentes acostumbran invocar 
violaciones a las normas constitucionales sin determinar con claridad cómo es que se ha cometido 
tal vicio, por lo que es necesario reiterar que no se puede, sin más, citarlas como fundamento de la 
insatisfacción que provoca una resolución judicial: si a todo juzgador se le exige, en su calidad de 
funcionario público, sujetar sus decisiones al texto constitucional, también es preciso requerir a 
los justiciables que respeten la jerarquía de estas normas. En la especie, el recurrente se limita a 
transcribir lo que establecen las disposiciones constitucionales citadas, pero no explica en forma 
alguna cómo es que fueron trasgredidas por el tribunal de última instancia, por lo que el cargo de 
que fueron vulneradas carece de sustento.-TERCERO: El recurrente cita como fundamento de su 
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recurso de casación la causal tercera de la Ley de la materia, transcribe fundamentos de la 
sentencia impugnada y enumera una larga lista de disposiciones aplicables a la valoración de la 
prueba; pero al igual que sucede con la acusación a la que se ha hecho referencia en el 
considerando que antecede, tampoco explica cómo es que estas normas han sido vulneradas.-
CUARTO: Con fundamento en la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación, el 
recurrente argumenta que se han aplicado indebidamente los artículos 50 y 25 de la Ley de 
Cheques, disposiciones que son aplicables para el caso de prescripción de los títulos ejecutivos, lo 
cual no corresponde a la especie, porque “[…] consta de autos el original del cheque… que es 
materia de mi demanda ordinaria… documento que de su simple revisión determina que se trata de 
un cheque postfechado y que además ha sido protestado por cuenta cerrada, lo que 
indudablemente le hace perder la calidad de título ejecutivo y lo convierte en inejecutivo, y que la 
única vía para efectivizar su pago, es la acción ordinaria, considerando que dicho cheque ha sido 
utilizado como instrumento de crédito…”, que por ello intentó la acción para reclamar el importe 
de este cheque, con la finalidad de que el girador o demandado se enriquezca injustamente. Señala 
que, en consecuencia, a la sala de instancia “[…] no le correspondía analizar la prescripción de 
acuerdo con el primer inciso del Art. 50 de la Ley de Cheques vigente, sino a lo indicado en el 
inciso final del Art. 50 de la Ley de Cheques, Art. 51 ibídem, en concordancia con el Art. 12 del 
Código Civil, numeral 2 del Art. 101 [97] del Código de Procedimiento Civil, y además el Art. 56 
de la Ley de Cheques, caso en el cual dicha Sala en la sentencia impugnada no habría aceptado 
por ningún motivo la excepción de prescripción planteada por el demandado.” Para sustentar esta 
última aseveración, dice que al haber sido el cheque postfechado y además protestado por haber 
sido girado sobre una cuenta cerrada, emitido por el girador el 21 de junio de 2001, y citado con 
su demanda con la tercera publicación por la prensa en el Diario El Telégrafo el 26 de febrero de 
2006, se interrumpió “de hecho” la prescripción alegada por el demandado como excepción, 
conforme la disposición citada del Código adjetivo civil, “por haber sido citado el demandado 
dentro del año establecido en el inciso final del Art. 50 y 51 de la Ley de Cheques… en 
concordancia con el Art. 12 del Código Civil, por tratarse de una ley especial prevalece sobre la 
general…” Que debía aplicarse el artículo 56 de la Ley de Cheques, y que el tribunal ad quem no 
ha considerado que la acción fue intentada dentro del plazo de un año, lo que también condujo a 
la aplicación indebida de los artículos 1, 11, 45, 50 inciso final, 51 y 56 de la Ley de Cheques y 
2416 [2392] y 2438 [2414] del Código Civil, así como el artículo 284 [280] del Código de 
Procedimiento Civil.-QUINTO: En el fallo recurrido (foja 23 vta. del cuaderno de segunda 
instancia), se expresa que el cheque materia de la demanda fue girado el 21 de junio del 2001, y 
que al 26 de febrero del 2002, fecha en que se realizó la última citación por la prensa, transcurrió 
en exceso el plazo de seis meses veinte días previsto en los artículos 50 y 25 de la Ley de Cheques, 
operando en consecuencia de pleno derecho la excepción de prescripción deducida por el 
demandado. Para analizar las acusaciones deducidas, es menester precisar que el actor, hoy 
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recurrente, dedujo —tal como consta expresamente de su demanda a fojas 13-14 del cuaderno de 
primer nivel— su acción con sustento en el inciso segundo del artículo 45 y artículo 56 de la Ley 
de Cheques, es decir, por tratarse de un cheque posdatado; pero señaló como primer fundamento 
de su acción que el cheque materia de la acción fue protestado por haberse girado sobre una 
cuenta cerrada. Estos eran los límites de la controversia y era deber del tribunal analizar, 
propuesta expresamente la excepción de prescripción de la acción por parte del demandado 
(alegada sin más, conforme consta en el escrito de contestación a la demanda a fojas 28-28 vta.). 
La cuestión central es determinar cuál es la naturaleza de la acción propuesta, para establecer si 
cabía o no aplicar las reglas de prescripción previstas en el inciso primero del artículo 50 de la 
Ley de Cheques como lo hizo el tribunal de última instancia, mientras el recurrente reclama la 
aplicación del último inciso de la misma norma, referida a la prescripción de las acciones por 
enriquecimiento incausado. Tal como se ha señalado, la acción tuvo como fundamentos 
principales el reclamo del importe de un cheque que fue girado contra una cuenta cerrada, pero 
además —expresamente así lo reconoce el actor— que fue posfechado. En la especie, consta que el 
girador, una vez notificado con el protesto, no cubrió el importe del cheque (fojas 5 a 12 del 
cuaderno de primera instancia); por lo tanto, existió un enriquecimiento incausado al no haber 
provisto los fondos necesarios cuando se le requirió; de esta diligencia de protesto consta además 
que el cheque fue girado el 21 de junio de 2001 (y estos hechos no han sido controvertidos por las 
partes, por lo que se convirtieron en firmes); en la especie, la citación con la demanda se 
perfeccionó el 26 de febrero de 2002, por lo que la acción fue intentada en el plazo de un año 
previsto en el inciso final del artículo 50 de la Ley de Cheques. Estas fueron las circunstancias 
invocadas expresamente por la parte actora; por lo tanto, no tiene sentido que el tribunal de 
última instancia haya aplicado el inciso primero del artículo 50 de la Ley de Cheques y declare 
con lugar la excepción de prescripción de la acción, error que fue determinante de su resolución, 
por lo que debe ser casada y dictarse en su lugar la que corresponda con el mérito de los hechos 
establecidos en ella, conforme manda el inciso primero del artículo 16 de la Ley de Casación.- 
SEXTO: En la especie, el cheque fue girado el 21 de junio de 2001 (foja 4) y al ser presentado al 
cobro, fue devuelto con la nota de “protestado por cuenta cerrada”; al no haber satisfecho el 
importe del mismo luego del levantamiento del correspondiente protesto, se intentó esta acción, 
dentro de los plazos correspondientes (supliendo la deficiencia que en la invocación de las normas 
de derecho aplicables a la especie se ha producido, conforme el mandato del artículo 280 del 
Código de Procedimiento Civil), por lo que no cabía aplicar a la especie la excepción de 
prescripción de la acción. Las demás excepciones propuestas por el demandado (improcedencia de 
la acción, falta de derecho del actor, inexistencia de los fundamentos de hecho y de derecho 
propuestos por el accionante, incumplimiento del contrato de compraventa que originó el giro del 
documento, abonos parciales a la obligación contraída con el accionante, indeterminación y falta 
de cuantificación de los presuntos daños y perjuicios demandados), no han sido probadas 
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conforme a derecho y no pasan de ser meros enunciados. Finalmente, es preciso señalar que el 
actor ha reconocido expresamente que el cheque girado a su favor fue posdatado, y que de los 
hechos relatados en su demanda, se establece que se lo utilizó a sabiendas como instrumento de 
crédito, por lo que debe imponérsele la multa del veinte por ciento del importe del cheque, 
conforme manda el artículo 56 de la Ley de la materia. Por las consideraciones que anteceden, la 
Primera Sala de lo Civil y Mercantil, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA 
REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, casa la sentencia dictada por la Segunda Sala de 
lo Civil, Mercantil, Inquilinato y Materias Residuales de la H. Corte Superior de Justicia de 
Guayaquil, y en su lugar, declara con lugar la demanda, ordenando que el demandado Fabrizio 
Antonio Malnati Santos pague la parte actora el importe reclamado, más los intereses legales que 
serán calculados pericialmente a partir de la fecha en que se levantó el protesto; se descontará de 
este valor la multa a la que se refiere el artículo 56 de la Ley de Cheques, misma que será 
comunicada a la Dirección General del Servicio de Rentas Internas. En cien dólares de los 
Estados Unidos de Norteamérica se fijan los honorarios del defensor de la parte actora por su 
actuación en este proceso. Con costas a cargo del demandado. Notifíquese, publíquese y 
devuélvase.-F) Dr. Héctor Cabrera Suárez, Dr. Mauro Terán Cevallos Ministros Jueces, Dr. 
Manuel Sánchez Zuraty Conjuez Permanente”.- 
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 CAPITULO VI. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
6.1 Conclusiones 
Siendo las acciones civiles plenamente procedentes a fin de reclamar por el importe del cheque, 
cuando este ha sido girado contra una cuenta cerrada, a fin de obtener el reconocimiento del valor 
constante en el documento cartular correspondiente, los intereses legales establecidos por la ley y 
las costas procesales correspondientes de ser el caso, es necesario recalcar que estas sin embargo de 
estar consagradas en la ley de cheques, pasan casi desapercibidas ante los profesionales del derecho 
por cuanto existe un desconocimiento casi generalizado al momento de hacer uso de estas 
disposiciones legales por los mismos. 
 
Para muchos profesionales del derecho, a quienes he entrevistado a propósito del tema propuesto, 
la única acción procedente para este caso en particular, es decir, cuando se ha girado un cheque 
contra una cuenta cerrada, consiste en la acción penal por estafa, consagrada en el artículo 560 del 
Código Penal; esta acción de carácter penal, busca obtener una sanción personal privativa de 
libertad para el transgresor de la norma, quedando en segundo plano el reconocimiento del derecho 
patrimonial vulnerado, al producirse el daño efectivo sobre el mismo, por cuanto para obtener éste, 
el ofendido debe seguir por cuerda separada y ante el juzgador del cual emanó la sentencia (si ha 
sido condenatoria) el reconocimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el culpable del 
ilícito cometido. 
 
En base a estas anotaciones que hacen relación directa al tema propuesto, y por cuanto a ciencia 
cierta, al perjudicado en su derecho patrimonial más le interesa recuperar el dinero perdido, antes 
que una sanción personal al ofensor que en nada le beneficia no solo a él, sino a todo el aparato 
administrador de justicia y al sistema penitenciario, actualmente abarrotado y sin un espacio físico 
que albergue a los transgresores de la norma legal. 
 
Por estas consideraciones,  lo que convendría es intentar la vía civil antes que la penal, por cuanto 
en ésta de manera directa e inmediata se podría perseguir los bienes del demandado, y más aún si 
estos no satisfacen la obligación contraída podríamos hablar de una posible insolvencia judicial, 
que sería un castigo suficiente para éste, debido a las connotaciones jurídicas que ésta conlleva, y 





En base al presente trabajo de las investigaciones realizadas, sugiero las siguientes 
recomendaciones: 
 
1. Es necesario Reformar a la Ley de Cheques, ampliando el sentido y alcance del Artículo 
57, particularmente el segundo y tercer inciso del mencionado artículo, por cuanto no se 
encuentra acorde a nuestra realidad procesal, ya que es demasiado ambiguo al hacer 
referencia a las acciones intentadas cuando se ha girado un cheque y no se cobrado el 
mismo por una causa diferente a la falta de provisión de fondos, y estrictamente hablando 
cuando se ha girado contra una cuenta cerrada. 
2. El Código Civil y el Código de Procedimiento Civil deben guardar una estricta armonía 
con las reformas que se establezcan en la ley de cheques, a fin de brindar una ágil y 
oportuna solución a los procesos judiciales civiles con respecto al giro de cheques contra 
una cuenta cerrada. 
3. Se deben permitir dentro de estas reformas todas las medidas precautelatorias inherentes a 
los juicios civiles, a fin de que el demandado responda cabalmente sobre el daño 
patrimonial causado. 
4. Se debe Codificar en un mismo capítulo las acciones civiles que asisten al legítimo tenedor 
de un cheque, por cuanto estas están diseminadas en toda la ley de cheques, lo que origina 
desconocimiento ante los profesionales del derecho y público en general, esto quedó 
demostrado con las encuestas realizadas a varios abogados escogidos al azar, en donde la 
gran mayoría desconocen la existencia de estas acciones y solo hacen referencia a la acción 
penal por estafa o abuso de confianza. 
5. Finalmente y fuera de mis competencias dentro de éste estudio, y sin embargo de 
comprender que el campo del derecho es extremadamente extenso, conmino a los 
profesionales del derecho, a fin de que se dé estricto cumplimiento al Decálogo del 
Abogado, cuando menciona que la única forma en la que un abogado puede ejercer 
adecuadamente su profesión, es por medio del estudio incansable a fin de satisfacer los 








Proponer una Reforma Legal a la Ley de Cheques, con la finalidad que se determinen las Acciones 
Civiles que asisten al tenedor de un cheque girado en cuenta cerrada. 
 
La propuesta se enmarca precisamente en las acciones civiles a las que tiene derecho el legítimo 
tenedor de un cheque, a fin de reclamar ante el órgano jurisdiccional correspondiente, cuando se le 
ha girado un cheque en cuenta cerrada, ya que por un desconocimiento generalizado se piensa que 
la única acción que tiene el tenedor es aquella determinada por la ley penal, tipificada como delito 
de Estafa, dejando de lado a la establecida para el fuero civil, como es la Acción Verbal Sumaria, la 
Acción por Enriquecimiento Injustificado y la Acción por Daño Moral.  
 
Fundamentalmente, la propuesta está dirigida a buscar una reforma legal a la Ley de Cheques, a fin 
de que se incluyan expresamente las acciones civiles a que tiene lugar el tenedor de un cheque 
girado en cuenta cerrada, sin necesidad de recurrir a normativas supletorias aplicables a cada caso 
en concreto. 
 
Estas acciones y en concordancia con las recomendaciones planteadas, deben ser establecidas en un 
solo capítulo de la mencionada ley, precisando además las medidas precautelatorias que asisten al 
tenedor del título cuando decide demandar mediante cualquiera de las vías planteadas, en 
consideración con los términos establecidos en la ley de cheques, elementos esenciales a fin de 
obtener el mejor resultado una vez puesto en movimiento el aparato estatal a través de la 
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